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Resumen ejecutivo

El estudio identifica los principales vacíos de 
control y trazabilidad en la cadena de comer-
cialización del oro en Colombia. Caracteriza 
a los agentes que intervienen en la cadena y 
reconstruye los distintos eslabones en esce-
narios locales, regionales, nacionales y trans-
nacionales. A partir de los hallazgos, se pro-
ponen elementos de juicio sobre la forma de 
producción y comercialización de oro con el 
fin de poner en evidencia los límites de los 
mecanismos de regulación diseñados por el 
Estado colombiano; discutir el uso político de 
instrumentos voluntarios de debida diligencia 
empresarial y de certificaciones internaciona-
les que respaldan la «minería responsable» y 
el «oro libre de conflictos»; así como promo-
ver el debate público nacional e internacional 
a propósito de las intervenciones extractivas 
en los territorios y sus consecuencias para los 
DDHH.

El oro es el tercer producto de exportación 
de Colombia. Estados Unidos, Suiza e India 
son los principales compradores. El mercado 
aurífero esconde una serie de dinámicas que 
no son registradas en las estadísticas econó-
micas: los problemas de regulación y control 
del Estado para esclarecer la trazabilidad, un 
entorno de conflictividad social y armada, así 
como las condiciones de desigualdad y pobre-
za son, en buena medida, algunas de las razo-
nes que explican por qué se llegó a establecer 
que el 80% de la producción de oro del país 
se consumaba sin permisos de las autoridades 
mineras ni licencias ambientales, lo que hace 
extremadamente difícil establecer su origen, 
generalmente en escenarios donde predomi-
nan las «zonas grises» de intersección entre 
la legalidad, la informalidad, la ilegalidad y la 
criminalidad. 

Dada esa situación, el Estado colombiano ha 
emprendido procesos de formalización de la 
pequeña minería y de fiscalización de la pro-
ducción y de la comercialización con el fin de 
modificar las condiciones sobre las cuales se 
ejerce la actividad, para lo cual ha reformado 
la legislación minera e implementado políti-
cas públicas con enfoques policivos, militares 
y penales. Como estrategia complementaria, 

se han estimulado las explotaciones de oro a 
gran escala creando un entorno institucional 
propenso a las inversiones nacionales y trans-
nacionales en el sector. Sin embargo, ese tipo 
de operaciones no están desprovistas de con-
troversia en los territorios debido a los conflic-
tos que las empresas provocan en comunida-
des locales, los daños socio-ambientales que 
generalmente ocasionan, los cambios de voca-
ción productiva en las zonas donde se instalan 
o por la misma relación que la implementa-
ción de estos proyectos tiene con la presencia 
de grupos armados (legales e ilegales).  

A pesar de las medidas gubernamentales, el 
estudio demuestra que la extracción de oro 
continúa realizándose sin controles efectivos y 
sin garantías sobre el cumplimiento de los es-
tándares ambientales, laborales, sociales y de 
respeto de los DDHH. Además, los hallazgos 
de la investigación resaltan que, más allá de la 
situación legal de las explotaciones o del tipo 
de aprovechamiento, la minería del oro genera 
consecuencias socio-ambientales permanen-
tes e irreversibles que no pueden ser compen-
sadas completamente. Lo anterior quiere decir 
que cualquier tipo de explotación aurífera (in-
cluyendo aquellas amparadas bajo permisos 
de autoridades mineras y licencias ambienta-
les) conllevan impactos y daños eco-sistémi-
cos así hayan sido autorizadas por el Estado y 
estén reguladas. Esta situación hace evidentes 
los límites de los instrumentos voluntarios de 
debida diligencia empresarial que pretenden 
certificar una cadena de abastecimiento «res-
ponsable» y «libre de conflictos».

El estudio concluye que, en las condiciones 
actuales, la trazabilidad del oro colombiano 
no puede establecerse de forma confiable y 
transparente debido a los múltiples vacíos e 
inconsistencias identificados en los distintos 
eslabones de su encadenamiento comercial, 
llegando a poner en duda el modelo de «mi-
nería responsable» y la capacidad de los están-
dares internacionales de certificación para in-
cidir de manera definitiva en transformar las 
realidades de la operación minera en los terri-
torios y/o las causas estructurales que promue-
ven los conflictos. El problema asociado con 
la minería aurífera no podrá resolverse hasta 
tanto exista voluntad global para modificar el 
mercado, garantizar que las empresas (y sus 
Estados de origen) asuman responsabilidades 
internacionales en materia de DDHH por los 
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daños e impactos que causa su extracción y 
que el Estado colombiano reoriente su política 
minera, resuelva los problemas estructurales 
de orden socioeconómico y de DDHH asocia-
dos con la minería como actividad económica, 
asumiendo por fin su función de proteger a las 
poblaciones afectadas.
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Planteamiento 
del problema1. 
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1 World Gold Council, Gold Jewllery. https://www.gold.org/about-gold/about-gold-jewellery
2 Lleras, R. (2007) La metalurgia prehispánica en el norte de Suramérica: una visión de conjunto, en R. Lleras (Edit.), Metalurgia en la 
América Antigua (págs. 129-160) Ed. Fundación de Investigaciones Arqueológicas Nacionales del banco de la República de Colombia 
e Instituto Francés de Estudios Andinos.
3 Melo, J. O. (2017) Historia Mínima de Colombia. México DF: El Colegio de México, 25.
4 Melo, J. O. (2017) Historia Mínima de Colombia. Op. Cit., 67.
5 Melo, J. O. (2017). Op. Cit., 68.
6 Bebbington, A. y Bury, J. (2013). Subterranean Struggles: New Dynamics of Mining, Oil, and Gas in Latin America. Austin: University 
of Texas Press, 36.
7 Taussig, M. (2004), My Cocaine Museum. Chicago y Londres: Editorial de la Universidad de Chicago.
8 Las cuales son, en últimas, la representación general del trabajo realizado en sociedad. Harvey, D. (1989) La condición de la 
posmodernidad. Oxford: Blackwell, 107.
9  Harvey, D. (1989) La condición de la posmodernidad. Op. Cit., 108.

¿Qué es el oro? Aunque esta parece una pre-
gunta sencilla, la respuesta está llena de com-
plejidades. Diversos textos expondrán los 
detalles del elemento químico: denso, suave, 
maleable y un excelente conductor para pro-
cesos industriales. Otros, como el Consejo 
Mundial del Oro, lo describirán como un te-
soro apreciado por múltiples culturas debido 
a su belleza y brillo natural, hoy esencial para 
la producción de joyas, en una paleta de diver-
sos colores y con gran demanda para las bodas 
estadounidenses1. Desde las perspectivas crí-
ticas, el oro es ni más ni menos que la madre 
de todas las mercancías, incluida el dinero. 
Entender este pequeño detalle nos permitirá 
dar una nueva luz al manto de incertidumbre 
que cubre la cadena comercial del oro que se 
extrae de ríos y vetas y se exporta de Colombia 
para el mundo. Veamos cuál es esta historia.

El oro se ha extraído en Colombia por más de 
veinticinco siglos. Según se ha podido estable-
cer, la metalurgia aurífera apareció en la actual 
Colombia en el siglo V a. C.2  Los grupos indí-
genas Tairona, Quimbaya, Tolima, Chibcha, 
Sinú, fueron algunas de las comunidades orfe-
bres que desarrollaron tecnologías complejas 
para la manipulación del oro proveniente de 
las cordilleras central y occidental, en la elabo-
ración de artículos de oro para usos rituales y 
adornos3.   Fue sólo entre 1540 y 1550 que el oro 
acumulado comenzó a agotarse, llevando a los 
españoles a organizar la explotación de minas 
y a importar esclavos africanos bajo la venia de 
Carlos V.4  Progresivamente, el oro se convirtió 
en el centro de la economía colonial neograna-
dina, siendo casi el único producto de expor-
tación, nutriendo el tesoro real y financiando 
la burocracia de España5.  Durante tres siglos 
de control colonial, el oro dinamizó el sistema 
global de extracción, intercambio y produc-
ción, basado en veintidós tesorerías reales en 

el continente americano6. Así las cosas, el oro 
cumplió un papel central en la ocupación es-
pañola de América, en la esclavización africa-
na para la extracción minera, y en la acumula-
ción primitiva que dio sustento al capitalismo 
moderno7.  

A finales del siglo XIX apareció el patrón oro, 
el sistema que ató los precios del papel mone-
da a las reservas de oro de los países. Entre la 
gran depresión y las dos guerras mundiales, 
el patrón oro se modernizó bajo el sistema de 
Bretton Woods de 1944. Descrita como una 
mercancía única (duradera, divisible y difí-
cil de falsificar), el oro fue útil para regular la 
economía mundial pero su precio cayó progre-
sivamente y el estándar global fue abolido en 
1971.  Es decir, hasta la década de los 70, el oro 
estuvo estrechamente vinculado al proceso de 
formación del dinero. Al tratar de equilibrar 
las economías nacionales a nivel global, el es-
tándar del oro demostró la tensión permanen-
te que existe entre el sistema financiero (cré-
ditos e instrumentos financieros de todo tipo) 
y su base monetaria (como el oro o la plata)8.  
En esta formación del dinero, el estado cum-
ple un papel fundamental como entidad terri-
torial: imponer su voluntad sobre un proceso 
fluido y espacialmente abierto de circulación 
del capital9.  En resumen, aunque el oro es la 
madre de todas las mercancías, sus hijos (el ca-
pital financiero y las economías nacionales) ya 
no dependen de ella.

Para la década de los setenta, Colombia ya se 
encontraba bajo la marcada influencia del nar-
cotráfico. Comenta Jorge Orlando Melo que “el 
narcotráfico ofreció oportunidades de dinero 
fácil y esto transformó radicalmente la cultura 
de los medios urbanos, en los que se admira la 
riqueza sin preguntar por su origen, sea el nar-
cotráfico, la especulación o el engaño masivo 
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e ingenioso de los ahorradores.”10  Y, por ra-
zones que aún desconocemos, el Congreso de 
Colombia le quitó al Banco de la República el 
monopolio sobre la compra y venta de oro en 
1991. Desde su desregulación, el oro en Colom-
bia se negocia libremente y su producción se 
ha registrado principalmente en los departa-
mentos de Antioquia, Chocó y Bolívar11.  En su 
gran mayoría, y como se verá en las siguientes 
páginas, las autoridades de control del Estado 
especulan que el incierto devenir del oro se uti-
liza para el lavado de activos. ¿Coincidencia?

En 2017, la Contraloría General de la Repúbli-
ca estimaba que el 80% del oro que produce 
Colombia no cuenta con permisos de las au-
toridades mineras ni ambientales.12  Sin em-
bargo, en 2018 el oro fue el tercer producto de 
exportación del sector minero-energético13, 
siendo Estados Unidos y Suiza sus principales 
compradores. En los últimos años, las entida-
des de control del Estado, el Gobierno, gremios 
del sector minero y organismos internaciona-
les como la ONU y la OCDE aseguran que el oro 
se comercializa en «zonas grises» en donde se 
cruzan la legalidad, la informalidad, la ilega-
lidad y la criminalidad. Resumiendo, se sabe 
que el oro es extraído, procesado, comerciali-
zado y consumido, pero no se sabe con certeza 
cuánto exactamente, bajo qué condiciones, ni 
quiénes son los responsables de que las «zonas 
grises» permanezcan «grises». Permitiéndo-
nos un apunte jocoso, la madre de las mercan-
cías anda perdida, o por lo menos de parranda.

Cuenta un reconocido antropólogo austra-
liano que, cuando visitó el Museo del Oro del 
Banco de la República sobre la carrera séptima 
de Bogotá, se asombró por la poca sensibili-
dad con la que los curadores describieron los 
más de 35 mil artefactos exhibidos en el mu-

seo14.  El poporo de Quimbaya, por ejemplo, se 
describe como el símbolo de la nacionalidad 
e historia colombiana, sin una gota de ironía 
ni auto-conciencia sobre los párrafos anterio-
res. Desde su perspectiva, que el Banco de la 
República exhiba desnudo y sin rastros de uso 
humano el “patrimonio arqueológico de la na-
ción,” oculta a plena vista la historia violenta 
de la colonia que rodea este metal. Este ejem-
plo nos ayuda a plantear que el problema de la 
cadena comercial del oro colombiano es una 
paradoja caricaturesca: mientras las reliquias 
pre-colombinas se exhiben en una de las prin-
cipales calles de la capital, la ruta que recorre 
el oro comercial todos los días es un misterio 
para las autoridades. Como el resplandor do-
rado del poporo de Quimbaya, la fijación de 
muchos actores en que la causa del proble-
ma es “la ilegalidad, la informalidad y la cri-
minalidad” oculta a plena vista la historia de 
desregulación de la cadena comercial del oro 
colombiano.

Como se documentará en las siguientes pági-
nas, la voluntad del Estado de aclarar la traza-
bilidad del oro hasta ahora se ha centrado en 
exigir al minero local, con enfoque policivo y 
militar, que reporte su extracción, e invitar a 
la empresa extranjera, con enfoque volunta-
rio y de debida diligencia, a que certifique sus 
compras del metal. Sin embargo, estos aborda-
jes carecen de un modelo de cadena comercial 
complejo que atienda todos los eslabones de 
circulación del capital, con eje central en el oro 
como mercancía y como base monetaria ideal 
para el lavado de activos. Por esta razón, nues-
tro principal aporte es el estudio del modelo 
integral de esta cadena comercial, detallada 
en cada uno de sus eslabones y con preguntas 
generativas para futura investigación. Espera-
mos que nuestras reflexiones aporten para que 
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las «zonas grises» dejen de serlo, y las autori-
dades competentes coloquen la lupa dentro 
del foco de iluminación. 

Si el oro ha sido fundamental para el impul-
so del capitalismo moderno, así como para la 
regulación de las economías, es evidente que 
su desregulación beneficia a sectores a cargo 
de la formación del dinero. La buena noticia 
es que las entidades de investigación del Es-
tado, ya tienen indicios de quiénes se estarían 
beneficiando. Por ende, el mensaje principal 
para los actores interesados en el comercio 
justo del oro es que el comercio del oro no 
puede hacerse más transparente simplemente 
penalizando al minero local, criminalizando 
a una o dos comercializadoras o refinerías, ni 
emitiendo un certificado de trazabilidad en in-
glés. Hasta que las investigaciones no lleguen 
hasta sus últimas consecuencias, y se reforme 
la sistematicidad con la que el oro se vuelve 
el vector de lavado de activos, el oro seguirá 
esquivo, perdido y de parranda. Con todas las 
injusticias y violaciones sistemáticas de dere-
chos humanos que ello conlleva.
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Metodología

Entender el comportamiento de la cadena de 
comercialización de oro en un país como Co-
lombia implicó el diseño de una aproximación 
metodológica mixta que combinara dimensio-
nes cualitativas y cuantitativas, así como he-
rramientas derivadas de la economía, la cien-
cia política, la sociología y el derecho, con el fin 
de reconstruir los distintos eslabones de dicha 
cadena en los escenarios donde se desarrollan: 
locales, regionales, nacionales e internaciona-
les, tomando la dinámica de las exportaciones 
hacia Suiza como ejemplo ilustrativo.
 
El propósito es avanzar en la comprensión de 
las interacciones que se presentan entre los 
diversos agentes que intervienen en la extrac-
ción y la comercialización de oro. Para ello se 
consultaron y confrontaron fuentes primarias 
(oficiales y extraoficiales), secundarias, perió-
dicas, especializadas (bases de datos aduane-
ros como Legiscomex), audiovisuales, orales 
(o testimoniales) y se llevaron a cabo entrevis-
tas libres y semi-estructuradas con explota-
dores mineros (incluyendo población minera 
artesanal y empresas dedicadas a la extracción 
de oro), transformadores, transportistas, com-
praventas (fundamentalmente en el departa-
mento del Chocó), Comercializadoras Inter-
nacionales (en Medellín y Bogotá), centros de 
investigación académica y autoridades públi-
cas con funciones de gestión, control y fisca-
lización.

Una investigación exhaustiva sobre la cade-
na de comercialización del oro demanda in-
formación precisa y minuciosa de todos los 
eslabones. Desafortunadamente, las propias 
características del mercado aurífero en Colom-
bia y el mundo, donde predomina la opacidad, 
dificultan la realización de un estudio de ma-
yor profundidad. No obstante, a continuación, 
se propondrá una primera aproximación para 
comprender el funcionamiento de la cadena 
identificando a los principales agentes, sus ac-
ciones e interacciones, los marcos institucio-
nales e informales en los que operan y los va-
cíos de regulación, con base en la información 
procesada, sistematizada y contrastada de dis-
tintas fuentes. La reconstrucción de la cadena 
involucra una serie de desafíos. Además de 
los obstáculos ya señalados de acceso a la in-

formación, entender las complejas relaciones 
entre los múltiples agentes que intervienen en 
los eslabones implica la triangulación, el cruce 
y la comparación de las fuentes de informa-
ción, lo que puede derivar en sesgos de inter-
pretación que trataron de modularse.

A pesar de que la investigación se propone 
ofrecer un panorama general sobre la cadena 
de comercialización del oro, hubo varios temas 
que no pudieron ser analizados al detalle en 
este documento, teniendo en cuenta la espe-
cificidad del estudio y sus alcances prácticos. 
Por esa razón, se hizo especial énfasis en los 
asuntos considerados más relevantes y estra-
tégicos. El informe también busca contribuir 
en el esclarecimiento de situaciones que no se 
registran claramente en las fuentes oficiales 
o que no son fácilmente identificables por la 
opacidad o la dispersión de la información.
Finalmente, dado que se toma el caso de Suiza 
como representativo del comportamiento de 
las exportaciones de oro colombiano, es im-
portante mencionar el trabajo conjunto ade-
lantado con la organización Fastenopfer para 
documentar y comprender el funcionamiento 
del mercado y de los agentes suizos, especial-
mente las refinerías y los comerciantes de oro. 
La información sobre el país se basó principal-
mente en las estadísticas de comercio exterior 
(Impex) y entrevistas previas que el equipo de 
Fastenopfer había llevado a cabo con empre-
sas, bancos, refinerías, comerciantes de oro y 
funcionarios del Ministerio de Medio Ambien-
te y de la Administración Federal de Aduanas.
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Históricamente la minería de oro ha ocupado 
un lugar estratégico en la política económica 
de Colombia y, al menos desde inicios de la dé-
cada de 2000, su tratamiento y promoción co-
bró especial atención en la agenda de diversos 
agentes estatales y empresariales. El marco 
jurídico, los PND, los instrumentos de planea-
ción económica y territorial, las políticas de 
promoción e incentivos a la inversión priva-
da nacional y transnacional, parecen confluir 
y encontrar identidad cuando del mercado 
del oro se trata. La economía de dicho metal, 
como representación de valor relativamen-
te estable, se ha posicionado como una de las 
opciones para estimular el «desarrollo» y el 
crecimiento del país. Tanto así que el Gobierno 
le ha dado un lugar privilegiado dentro de la 
agenda minera.

La explotación de minas y canteras, durante 
el período 2016-2018, tuvo una participación 
anual promedio del 5,32% del valor total del 

PIB. Específicamente en 2018, los minerales 
metálicos representaron un 21,32% del PIB 
minero y un 0,35% del PIB total15. Estos re-
sultados demuestran una tendencia a la recu-
peración y al alza si se tiene en cuenta que en 
2017 la participación del rubro de explotación 
de minerales metálicos en el PIB minero re-
presentó el 15,36% (0,31% del PIB total)16  y en 
2016 había alcanzado el 17,82% (0,37% del PIB 
total)17. Las fluctuaciones en la participación 
dentro del PIB total se explican, principalmen-
te, por la variación de los precios internacio-
nales de los minerales, de los volúmenes de la 
producción y de las exportaciones. 

En cuanto a la IED del sector minero, en 2018 
alcanzó la suma de $US1.711 millones18, 78% 
más que el año anterior y la cifra más alta des-
de 2014. El 16% del total de la IED estuvo desti-
nada a la minería. 

15 Cálculos con base en los reportes trimestrales de 2018 elaborados por MinMinas. Las cifras pueden variar sensiblemente una vez 
dicha entidad publique el informe consolidado de ese año. Véase: Ministerio de Minas y Energía (4 de marzo de 2019), Análisis del 
comportamiento del PIB minero. Cuarto trimestre de 2018, Bogotá: MinMinas. Disponible en: https://www.minenergia.gov.co/docu-
ments/10192/23966843/PIB+IV+triemestre+2018.pdf/f2ce44da-5a6a-456c-9f2a-fa74d89d4d5f 
16 Ministerio de Minas y Energía (2018), Memorias al Congreso de la República, 2017-2018, Bogotá: Imprenta Nacional, p. 116. Disponible 
en: https://www.minminas.gov.co/documents/10192/24023113/190718_mem_congreso_2017_2018_completa.pdf/da770040-6651-
441b-8a5b-a9e01da37439 
17 Ministerio de Minas y Energía (2017), Memorias al Congreso de la República, 2016-2017, Bogotá: Imprenta Nacional, p. 112. Dis-
ponible en: https://www.minenergia.gov.co/documents/10180/23907914/memorias_congreso_2016_2017.pdf/17a87ec8-e5e4-49ed-
b0ab-d9af973f745d
18 Banco de la República (2019), Flujos de inversión extranjera directa en Colombia según actividad económica, Bogotá: Banco de la 
República. Disponible en: http://www.banrep.gov.co/sites/default/files/paginas/C1flujoinv.xls  
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Grá�co 1. Flujos de inversión extranjera directa en minería, 2014-2018¹⁹ 

Fuente: ACM (2019)
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En relación al gráfico 1, vale la pena comentar 
que, según información del MinMinas y de la 
ANM, la pronunciada caída en la IED durante 
2016 es atribuida, entre otros factores, a lo que 
denominan “restricciones de tipo ambiental”, 
tanto a proyectos existentes como a los nuevos 
que entran a las etapas de construcción y mon-
taje y/o explotación. Asimismo, Silvana Habib, 
directora de la ANM, también señaló el efecto 
que el uso de los mecanismos de participación 
amparados constitucionalmente tuvo sobre el 
clima de la inversión. En declaraciones a me-
dios locales a propósito del descenso de la IED 
en 2016, afirmó que “lo primero que busca el 
inversionista son reglas claras. Con el cambio, 
por ejemplo, por fallos judiciales o el movi-
miento de consultas populares, el empresario 
detiene su inversión y piensa en volver cuando 
haya un ambiente mucho más claro tanto en el 
procedimiento como en las normas”.

Todo esto, de cara a tener un panorama y con-
texto completo, empieza a ofrecernos pistas 
de que el tema minero no es en absoluto un 
tema pacífico al interior de Colombia y que, 
por el contrario, este tipo de proyectos de ex-
tracción de recursos minerales levantan mu-
chas inconformidades entre las comunidades 
potencialmente afectadas, debido al cambio 
de vocación de sus territorios o las potenciales 
afectaciones a su entorno y sus formas de vida. 
Además, en el momento que el país usa los 
mecanismos disponibles para ofrecer mayores 
garantías y control en la operación de este tipo 

de proyectos (lo que la ANM llama “restriccio-
nes de tipo ambiental”), el Gobierno y el sector 
empresarial atemorizan a la opinión pública 
hablando de la hecatombe que se avecina si en 
Colombia se opta por reducir la extracción de 
recursos mineros.   

No obstante, el Gobierno, en una apuesta cla-
ramente enfocada a la extracción de recursos 
naturales para la exportación como base de su 
economía, ha facilitado las condiciones para 
estimular la IED basándose en el aparente po-
tencial minero del país, para lo cual creó figu-
ras como las siguientes: 

I) Los «Proyectos de Interés Nacional (PIN)»20  
y los  «Proyectos de Interés Nacional Estraté-
gico (PINES)»21 : otorgan una serie de prerro-
gativas a proyectos mineros, de hidrocarburos, 
energéticos y de infraestructura catalogados 
como fundamentales para incrementar la pro-
ductividad, la competitividad y la capacidad 
exportadora de la economía del país, median-
te la creación de mecanismos que permitan 
resolver lo que se define como «dificultades» 
para la implementación de dichos proyectos, 
es decir, el objetivo es facilitarle a los inversio-
nistas los trámites relacionados con el licen-
ciamiento ambiental y la adquisición de pre-
dios. Hasta el momento se han declarado 53 
PINES, 12 de ellos son proyectos mineros y la 
mitad (6) están específicamente relacionados 
con la extracción de oro (ver tabla 1).

19 Según información del MinMinas y de la ANM, entre los factores que explican la pronunciada caída en la IED durante 2016, se de-
stacan la ausencia de adquisiciones empresariales en 2015 (con impactos un año después), el énfasis en la ampliación de los proyectos 
existentes y lo que denominan como “restricciones de tipo ambiental”, tanto a proyectos existentes como a los nuevos que entran 
a las etapas de construcción y montaje y/o explotación. Véase: Ministerio de Minas y Energía (2018), Op. Cit. P. 117. Silvana Habib, 
presidenta de la ANM, también señaló el efecto que el uso de los mecanismos de participación amparados constitucionalmente tuvo 
sobre el clima de la inversión. En declaraciones a medios locales a propósito del descenso de la IED en 2016, afirmó que “lo primero 
que busca el inversionista son reglas claras. Con el cambio, por ejemplo, por fallos judiciales o el movimiento de consultas populares, 
el empresario detiene su inversión y piensa en volver cuando haya un ambiente mucho más claro tanto en el procedimiento como 
en las normas”. Cfr.: “La inversión minera cayó en US$43 millones en el primer semestre del año”, en La República (edición on-line), 
14 de agosto de 2017. Disponible en: https://www.larepublica.co/economia/la-inversion-minera-cayo-en-us43-millones-en-el-primer-
semestre-del-ano-2536136  
20 Los PIN son declarados por la ANM y su monitoreo es llevado a cabo por un grupo interno de trabajo de la Vicepresidencia de Segui-
miento, Control y Seguridad Minera. 
21  Los PINES son definidos por la Comisión Intersectorial de Infraestructura y Proyectos Estratégicos, instancia del orden nacional 
donde participan varios ministerios. Cfr. Consejo Nacional de Política Económica y Social (2013), Conpes 3762, lineamientos de política 
para el desarrollo de proyectos de interés nacional y estratégicos – PINES, Bogotá: Imprenta Nacional. Disponible en: http://www.icde.
org.co/sites/default/files/12.CONPES%203762%20de%202014_0.pdf  
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Tabla 1: PINES declarados para la minería de oro

Fuente: MinMinas (2018)

Departamento                Municipios               Proyecto             Concesionario 

Antioquia

Santander

Tolima

San Roque
Buriticá

Jericó
 

California, Surata y Vetas 
California y Suratá 

Cajamarca 

Gramalote
Buriticá

Nuevo Chaquiro 

(Quebradona)
 

Angostura
Sotonorte

AngloGold Ashanti y B2GOLD 
Continental Gold

 
AngloGold Ashanti y B2GOLD

 
Eco Oro Mineral Corp. 

Minesa
AngloGold Ashanti 

₂₂

II) las «Aéreas Estratégicas Mineras»: reservan 
zonas sobre más de 20 millones de hectáreas 
(has) divididas en 516 bloques mineros, equi-
valentes a aproximadamente el 18% de la su-
perficie continental del país. El objetivo es des-
tinarlas a la exploración y explotación de oro y 
otros minerales considerados estratégicos con 
la expectativa de subastarlas a empresas pri-
vadas y consolidar el perfil de Colombia como 
«país minero». En la práctica, las AEM son una 
forma de ordenamiento territorial que privi-
legia a la minería como actividad económica 
central y tienen el potencial de alterar otros 
usos productivos del suelo y del subsuelo, ade-
más de violar derechos humanos23; 

III) El Plan Nacional de Desarrollo Minero con 
Horizonte a 202524: prevé la ampliación de pro-
yectos a mediana y gran escala operados por 
grandes empresas nacionales y trasnaciona-
les, además de destacar -como principal factor 
de competitividad en el mercado del oro- la 
existencia de numerosas operaciones que tie-
nen niveles competitivos de costos de opera-
ción. El aumento en la cantidad de empresas 

en actividades de extracción de oro observado 
recientemente se interpreta como una suerte 
de estímulo para el ingreso de nuevos agentes 
corporativos. 

Como resultado, en 2018 Colombia avanzó 16 
puestos en la encuesta anual de percepción 
minera realizada por el Fraser Institute, un 
think tank canadiense que analiza los países 
mejor calificados para invertir en el sector, al 
transitar del puesto 64 en 2017 al 48 dada la 
percepción favorable de las condiciones de es-
tabilidad política, el régimen tributario y las 
políticas de libre comercio que predominan en 
el país25. 

Colombia figura en el décimo octavo lugar de 
producción de oro en el mundo (1,3%) y ocu-
pa el quinto lugar en la producción de Amé-
rica Latina26. Durante el período 2009-2016, 
Colombia produjo un promedio de entre 50 y 
60 toneladas de oro por año27, alcanzando pi-
cos de producción excepcionales de más de 65 
toneladas en 2012, atribuido al alza de precios 
del mineral en los mercados internacionales. 

22  Incluye la extracción de cobre y molibdeno. 
23 En 2015, como resultado de una Acción de Tutela interpuesta por el Centro de Estudios para la Justicia Social ‘Tierra Digna’, la Corte 
Constitucional declaró «sin valor y efecto jurídico» las decisiones del MinMinas y de la ANM que delimitaron AEM. La Corte consideró 
que en el proceso fueron vulnerados los derechos a la consulta previa, al territorio, a la diversidad y a la participación ciudadana de 
las comunidades étnicas y definió una serie de requisitos para la delimitación de las AEM que incluyen el deber de consultar con 
grupos étnicos y concertar con entes territoriales previamente a la expedición de cualquier medida que defina áreas de reserva para el 
desarrollo minero. Corte Constitucional, Sentencia T-766 de 2015, M.P.: Gabriel Mendoza.
24 Unidad de Planeación Minero-Energética (2017), Plan Nacional de Desarrollo Minero con Horizonte a 2025, Bogotá: UPME. 
25  Fraser Institute (2019), Annual survey of mining companies, 2018, Vancouver: Fraser Institute. Disponible en: https://www.
fraserinstitute.org/sites/default/files/annual-survey-of-mining-companies-2018.pdf 
26 Agencia Nacional de Minería (2018), “Oro. Características generales”, Bogotá: ANM. Disponible en: http://mineriaencolombia.anm.
gov.co/images/Presentaciones/FICHA-MINERAL---ORO-2018.pdf
27 Datos extraídos del SIMCO.
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Para 2017 y 2018, se registró un notable decre-
cimiento (con 41,06 y 35,5 toneladas de pro-
ducción total, respectivamente) atribuible, se-
gún la ANM, a la implementación de medidas 
de control orientadas hacia la formalización 
y nueva regulación en el sector28. Al respecto, 
vale la pena mencionar que otras entidades del 
Estado (como la UPME) reconocen la dificultad 
para poder consolidar datos de producción de-
bido a que “una parte del oro en el país se extrae 
sin título minero, lo que representa una desven-
taja para la consolidación de registros de pro-

ducción de la ANM”29. Esto entra a ser relevan-
te sobre todo si analizamos que en los últimos 
dos años la cantidad de oro exportada ha sido 
significativamente mayor a la producida (para 
ampliación sobre esta cuestión ver sección 3.4, 
página 45-46), lo que nos puede sugerir adicio-
nalmente un problema en los sistemas de reco-
lección de información sobre la producción en 
el país o incluso problemas asociados a la lega-
lización de oro sacado de forma ilegal en países 
vecinos 30 .

Grá�co 2. Comparativa producción-exportación de oro en Colombia (en Kg netos)

Fuente: Elaboración propia a partir de datos del SIMCO y de Legiscomex
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Según datos de la DIAN, en 2018 el oro colombiano fue exportado con destino a 14 países y 4 
Zonas Francas (ZF) situadas en territorio colombiano y su participación representó el 5% de las 
exportaciones colombianas.

28 Esta reducción en las cifras obedece, según la ANM, “a un mayor control y rigurosidad en el Registro Único de Comercialización 
de Minerales – RUCOM y medidas como la resolución de capacidad económica para comercializadores y la definición de topes para 
la minería de subsistencia, entre otros”. Véase: Agencia Nacional de Minería (19 de febrero de 2019), “Regalías mineras siguen en 
aumento. Aportaron más de 2,5 billones de pesos en 2018”, Bogotá: ANM. Disponible en: https://www.anm.gov.co/?q=content/
regal%C3%ADas-mineras-siguen-en-aumento-aportaron-m%C3%A1s-de-25-billones-de-pesos-en-2018  
29 Respuesta a derecho de petición de Tierra Digna, UPME, enero 7 de 2016. No. Rad. 20161400000271.
30 Se especula sobre la legalización en Colombia de oro extraído de forma ilegal en Venezuela. “El oro ilegal que terminó en mercados 
internacionales”, El Espectador (edición on-line), 24 de julio de 2019. Disponible en:  https://www.elespectador.com/noticias/medio-
ambiente/el-oro-ilegal-que-termino-en-mercados-internacionales-articulo-872593
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En Colombia se registran en la actualidad 1.772 
títulos para la extracción de oro y otros metales 
preciosos, los cuales cubren una extensión de 
2.124.094 has (1,86% del territorio nacional). 
Se están tramitando más de 3.705 propuestas 
de Concesión Minera, que abarcan 6.006.710 
has adicionales (5,26% del territorio nacio-
nal)31. Además, debe tenerse en cuenta, como 
se mencionó anteriormente, la declaración y 
delimitación de AEM sobre más de 20 millo-
nes de hectáreas equivalentes a aproximada-
mente el 18% de la superficie continental del 
país. Todo lo cual nos indica la firme intención 
del Gobierno colombiano de apostarle a la ex-
pansión de este sector.

31 Agencia Nacional de Minería (2018), “Oro”, disponible en:  http://mineriaencolombia.anm.gov.co/images/Presentaciones/FICHA-
MINERAL---ORO-2018.pdf
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Para entender el funcionamiento del encadena-
miento comercial del oro, es clave entender sus 
eslabones, los actores que participan, las relacio-
nes que entre ellos se establecen y las regulacio-
nes aplicables. Y para entender si el encadena-
miento comercial funciona en términos de poder 
establecer la trazabilidad del metal amarillo, es 
necesario identificar si hay problemas de con-
trol e información, ubicar dónde se encuentran 
y destacar las inconsistencias que son ignoradas 

en el establecimiento de las cadenas de custodia 
y responsabilidad del oro colombiano. 
En este capítulo nos dedicaremos a exponer 
los principales problemas que hemos identifi-
cado en cada uno de los eslabones de la ruta 
que recorre el oro desde los yacimientos en 
Colombia hasta las manos del consumidor fi-
nal en Suiza que lo recibe en forma de joya o 
lingote. El proceso se resume en el diagrama 
presentado a continuación:

Diagrama 1. Eslabones de la cadena comercial del oro colombiano

Fuente: elaboración propia con base en investigación de campo y fuentes secundarias

Relación comercial Relación comercial no rastreable

CONSUMIDOR 
FINAL

EXTRACCIÓN

COMPRA-VENTA LOCAL

COMERCIALIZADORA
NACIONAL/INTERNACIONAL

BANCOS
INDUSTRIA
JOYERÍA

ZONAS FRANCASREFINERÍAS
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Es importante mencionar que, tal y como se 
verá en el desarrollo de este capítulo, el esla-
bón de la extracción es el más extenso porque 
es sobre él que hemos encontrado más infor-
mación generada. Esto ocurre, porque las en-
tidades encargadas de la minería en Colombia 
y las demás entidades interesadas consideran 
que este es el punto donde hay que concentrar 
el control por las múltiples problemáticas que 
se presentan. Sin embargo, en nuestra inves-
tigación hemos querido aportar en entender 
que los otros eslabones también presentan va-
cíos de comprensión y control que dan lugar a 
muchos interrogantes sobre una clara trazabi-
lidad del metal.   

Por ello, y de cara a no perdernos en el avance 
del texto, a lo largo del desarrollo de este ca-
pítulo acompañaremos la reflexión con unas 
tablas que recojan precisamente esos proble-
mas identificados, las inconsistencias y las re-
flexiones o interrogantes que las mismas nos 
puedan generar.
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Primer eslabón: 
la extracción  
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Lo que nos dicen las cifras

La cadena tiene su origen en las zonas de pro-
ducción minera. La extracción de oro (conside-
rada en volumen de producción) está concen-
trada en pocas regiones, a pesar que existen 
yacimientos mineros diseminados en la mayor 

parte del territorio nacional32. Los principales 
departamentos de producción son Antioquia, 
Chocó y Bolívar, seguidos por Nariño, Cauca y 
Caldas.

32 Servicio Geológico Colombiano (2012), Áreas con potencial mineral para definir áreas de reserva estratégica del Estado, Bogotá: 
SGC. Véase también: Servicio Geológico Colombiano (2017), Evaluación del potencial para zonas de interés mineral en el territorio 
colombiano, Bogotá: SGC. Disponible en: https://www.anm.gov.co/sites/default/files/DocumentosAnm/anexo_1_informe_sgc.pdf.
33 Unidad de Planeación Minero Energética (2018), Boletín estadístico de minas y energía, 2016-2018, Bogotá: MinMinas, p. 147. 
Disponible en: http://www1.upme.gov.co/PromocionSector/SeccionesInteres/Documents/Boletines/Boletin_Estadistico_2018.pdf

Grá�co 3. Producción anual de oro por departamento, 2016-2018

Producción de oro en Kilogramos
2016 - 1er sem 2018

DEPARTAMENTO 2016 2017 1 SEM 2018

Participación por departamento en la 
producción de Oro.

AMAZONAS
ANTIOQUIA
BOLÍVAR
CALDAS

CAQUETÁ
CAUCA
CHOCÓ

CÓRDOBA
CUNDINAMARCA

GUAINÍA
HUILA

MAGDALENA
NARIÑO

PUTUMAYO
QUINDIO

RISARALDA
SANTANDER

TOLIMA
VALLE DEL CAUCA

VAUPÉS
OTROS*

TOTAL NACIONAL

0,53
26.419,19
4.242,32
2688,47

2,33
3.869,48
15.332,64

505,39
0,00

456,34
98,45
0,00

9.607,98
71,21
0,21

304,36
85,65
499,89
427,58
0,00
0,00

66.628,01

0,00
20.404,63
4.396,30
2.501,42

0,04
2.525,66
9.314,84
705,92
0,00
0,00

180,21
0,00

2.758,12
38,19
0,00
211,95
80,20
828,13
26,76
0,00
0,00

45.989,35

0,00
10.473,67
1.983,04
1.008,48

0,00
443,95
1.623,12
462,39
0,00
4,23

205,45
0,00

461,26
0,00
0,00
98,47
24,67
239,16
70,42
0,00
17,84

17.116,14

21%
CHOCÓ

10%
BOLÍVAR

6%
NARIÑO

6%
CAUCA

6%
CALDAS2%

TÓLIMA2%
GUAJIRA

1%
OTROS

46%
ANTIOQIA

Fuente: UPME (2018) 33
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Aproximadamente el 60% de la producción 
procede de yacimientos aluviales, por lo que 
la explotación tiende a ser de pequeña escala, 
con la excepción de los proyectos de la empre-
sa Mineros S.A. El resto de la producción tiene 
su origen en yacimientos de veta. 

Comprender el proceso de incorporación del 
oro en la economía implica analizar el papel 
que desempeñan los distintos tipos de explota-
dores (autorizados y no autorizados) con cuya 
actividad el mineral ingresa al mercado. La Ley 
685 de 2001 (Código de Minas) define a los «ex-
plotadores mineros autorizados» como: (I) los 
titulares mineros en etapa de explotación; (II) 
los solicitantes de programas de legalización 
o de formalización minera siempre y cuando 
cuenten con autorización legal para su resolu-
ción; (III) los beneficiarios de áreas de reserva 
especial mientras se resuelvan dichas solicitu-
des; (IV) los subcontratistas de formalización 
minera; y (V) los barequeros.

Según el marco normativo del país, la minería 
legal se lleva a cabo en desarrollo de contratos 
de concesión/títulos, inscritos en el Registro 
Minero Nacional, que otorgan derechos ex-
clusivos (y excluyentes) para realizar procesos 
de prospección, exploración, construcción, 
montaje y explotación en la zona concedida34. 
Teniendo en cuenta que el mandato constitu-
cional establece que el Estado es propietario 
del subsuelo y de los recursos naturales no 
renovables35, los permisos pueden ser otorga-
dos en cualquier parte del territorio nacional 
con excepción de zonas protegidas o excluidas 
de minería. Los títulos suponen una serie de 

obligaciones como aquellas relacionadas con el 
diseño de planes de trabajo y obras, programas 
de manejo ambiental y desarrollo social orien-
tados a la prevención y mitigación de impactos 
socio-ambientales. 

La minería titulada es operada en su mayoría 
por grandes empresas nacionales y trasnacio-
nales36 bajo el amparo de un título minero y de 
una licencia ambiental. Es la forma de minería 
que el Gobierno más ha promovido durante los 
últimos años. Los estímulos gubernamentales 
para promover la inversión nacional y extranje-
ra en los llamados «sectores estratégicos» como 
la minería se relacionan con la firma de tratados 
comerciales, acuerdos de protección de inversio-
nes, condiciones de estabilidad jurídica, bene-
ficios tributarios (como la política de obras por 
impuestos 37), la creación de figuras como las 
AEM y la implementación de mecanismos que 
permitan facilitar el licenciamiento ambiental y 
la adquisición de predios.

Según las cifras más recientes publicadas por 
la ANM, en 201738  los «titulares mineros» (mi-
nería empresarial mayoritariamente), fueron 
responsables del 47,86% de la producción ofi-
cial trazable mientras que los «barequeros», 
los mineros que hicieron solicitudes de legali-
zación, los mineros que participaron en esque-
mas de asociatividad con empresas mediante 
subcontratos de formalización y las áreas de 
reserva especial produjeron el 52,14% restante 
(ver tabla 2). 

34 “Únicamente se podrá constituir, declarar y probar el derecho a explorar y explotar minas de propiedad estatal, mediante el contrato 
de concesión minera, debidamente otorgado e inscrito en el Registro Minero Nacional”, Congreso de la República, Ley 685 de 2001, por 
la cual se expide el Código de Minas y se dictan otras disposiciones, artículo 14. 
35 Constitución Política de Colombia, artículo 332.
36 En el último proceso de fiscalización de la ANM se determinó que, de los 10.061 títulos mineros en Colombia, 75% están en manos 
de empresas y personas naturales colombianas; 10% de los títulos los tienen empresas multinacionales; 6% están en cabeza de 
resguardos indígenas; 1% los tienen asociaciones mineras, 0,4% están en poder de cooperativas y 9% corresponden a autorizaciones 
temporales, como las define la Ley 685 de 2001 en su artículo 116. Los metales preciosos representan un 39% de la explotación de 
minerales. Esto para mostrar que la llamada minería empresarial (nacional y multinacional) concentra aproximadamente el 85% de la 
minería de oro que se realiza con título minero en Colombia.
37 “Obras por Impuestos es la posibilidad que tienen las empresas de pagar hasta el 50% de su impuesto sobre la renta a cargo, a través 
de la ejecución directa de proyectos de inversión a desarrollarse en las Zonas Más Afectadas por el Conflicto Armado, que tengan por 
objeto la construcción, mejoramiento, optimización o ampliación de infraestructura y la dotación requerida para el suministro de los 
siguientes servicios: energía, infraestructura vial, agua potable y alcantarillado, educación y salud pública”. Agencia de Renovación 
del Territorio (2017), “Obras por impuestos”, Bogotá: ART. Disponible en: http://www.renovacionterritorio.gov.co/Publicaciones/
obras_por_impuestos
38 Agencia Nacional de Minería (2018), Op. Cit. 
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Tabla 2. Producción (toneladas) por tipo de explotación minera, 2017

Fuente: ANM (2018)

Modalidad      Volumen          Porcentaje
Título minero
Barequeros

Solicitudes de legalización
Subcontratos de formalización

Áreas de reserva especial
Chatarra

19,93
19,34
0,88
0,64
0,59
0,26

47,86%
46,44%
2,12%
1,54%
1,41%
0,64%

A pesar de que la producción total de oro se 
redujo en 2017 y 2018, por ejemplo, la  explota-
ción empresarial que registraba la Asociación 
Colombiana de Minería39 a mayo de 2018 repor-
tó un incremento del 15% en comparación con 
el año anterior, superando las 137 mil onzas40, 
dada la ampliación de las minas existentes y 
el inicio de la operación de nuevos proyectos. 

La producción se derivó fundamentalmente 
de los proyectos de empresas como Gran Co-
lombia Gold (en los municipios de Segovia y 
Marmato en Antioquia), Mineros S.A. (Nechí 
y El Bagre, Antioquia), Atico Mining Corp. 
(Carmen de Atrato, Chocó), Continental Gold 
(Buriticá, Antioquia) y Red Eagle Mining Corp. 
(Santa Rosa de Osos, Antioquia).

Grá�co 4. Producción de oro de empresas ACM

Fuente: ACM (2018)
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39 ACM nació de la integración de Asomineros de la ANDI, Cámara Colombiana de Minería y Sector Minería a Gran Escala. Entre sus 
asociados cuenta con compañías dedicadas a la industria del carbón, oro, níquel, esmeraldas, cobre, materiales de arrastre, cemento, 
minerales industriales, calizas y ladrilleras, entre otros. Entre sus afiliados del sector aurífero destacan grandes empresas como: Anglo 
American, AngloGold Ashanti, Continental Gold, Mineros S.A., Continental Gold, entre otras.
40 La onza troy (ozt) es una unidad de medida para pesar y asignar valor a los metales preciosos. La onza troy equivale a 1/12 de libra, 
es decir: 31,01 gr.
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Esto nos indica que los estímulos guberna-
mentales para promover la intervención de 
empresas en la extracción de oro parecen dar 
resultados si se tiene en cuenta que la partici-
pación de la minería empresarial de oro, según 
reporta la misma ACM, pasó de representar el 
13% en 2016 a 37% en el primer trimestre de 
201841 .

Lo anterior contrasta con el derrumbe del 52% 
en la participación de los demás agentes de 
la producción (registrada desde 2016) como 

El Gobierno justifica dicha tendencia porque 
la minería empresarial, en teoría, es una mine-
ría «responsable» que respeta estándares am-
bientales y sociales. Sin embargo, no se puede 
negar que esta tendencia se explica también 

puede apreciarse en el gráfico 5. Esto no so-
lamente refleja los mayores controles sobre 
la explotación ilegal de oro, como declara la 
ANM, sino la concentración del control ejerci-
do sobre determinados actores de la cadena de 
producción (como los barequeros) y también 
la tendencia del Gobierno nacional de privi-
legiar y promover a los agentes más grandes 
del mercado, es decir, la minería empresarial, 
lo cual ha supuesto una transformación en los 
patrones y los agentes de la producción.

Grá�co 5. Producción de oro por tipo de explotación minera, 2014-2017 (en toneladas)

Fuente: ANM (2018)
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41 Asociación Colombiana de Minería (2018), Boletín Económico, (abril - junio de 2018), Bogotá: ACM, p. 3. Disponible en: http://
acmineria.com.co/acm/wp-content/uploads/2018/10/boletineconomicoacm-junio2018.pdf

por los propios problemas del Estado para ejer-
cer control sobre los agentes de la producción 
de oro que operan a pequeña y mediana esca-
la en la informalidad y los márgenes de la ley, 
como veremos más adelante. 
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Panorama de la minería 
en el territorio: sobre lo 
que implican las distintas 
definiciones de la minería

En Colombia gran parte del oro es producido bajo 
la categoría de «barequeo»42. La minería ejercida 
por población «barequera» se caracteriza por ser 
intensiva en mano de obra (mayormente familiar) 
y por su poca movilidad. La población que ejerce 
esta actividad suele encontrarse en condiciones de 
pobreza, exclusión, vulnerabilidad y con altos ín-
dices de necesidades básicas insatisfechas43. En su 
visión, la minería es una actividad ancestral 
que complementa el sustento familiar y, últi-
mamente, se ha convertido en un refugio ante 
la falta de otras oportunidades económicas en 
la región. Este tipo de minería no deja grandes 
márgenes de beneficio para las familias que la 
practican: se calcula que, en un día de trabajo, 
una persona dedicada a la minería artesanal 
puede extraer entre 0,1 y 0,6 gramos de oro44  
(en el caso de la minería semi-mecanizada, el 
uso de pequeñas motobombas permite la re-
cuperación de hasta 2 gramos de oro al día45). 
Se caracteriza además por los altos índices de 
informalidad. 

El Código de Minas reconoce esa situación e 
incluye, como actividades informales, las de-
sarrolladas con técnicas artesanales (sin apoyo 
mecánico) y explotaciones a pequeña y media-
na escala (semi-mecanizada), de propiedad in-
dividual y sin registros contables. Se autoriza 
además el «barequeo»  como actividad «po-
pular» haciendo alusión a sus características 
tradicionales y locales. El Código registra la 
existencia de explotaciones que no cumplen 
los requerimientos legales ni tienen los rasgos 
propios del «barequeo»46, por lo tanto, y llama 
a quienes las llevan a cabo a realizar un pro-
ceso de transición mediante una solicitud de 
legalización o formalización siempre y cuando 
demuestren trayectoria en el ejercicio de la ac-
tividad. En ese caso, las definiciones de mine-
ría tradicional47 han sido lo suficientemente 
amplias como para incluir, en la práctica, ex-
plotaciones de pequeña y mediana escala con 
sus respectivas características de mecaniza-
ción.

Si bien el Código de Minas y sus desarrollos 
posteriores reconocen las explotaciones infor-
males, su aproximación suprime las particu-
laridades técnicas, históricas, sociológicas y 
territoriales, así como las complejas corre-
laciones e interacciones entre la multiplici-
dad de prácticas y métodos tradicionales de 
extracción 48, las variantes de las actividades 
mecanizadas (cuya clasificación se establece 
en función de la maquinaria empleada, de la 

42 “Es la actividad que se contrae al lavado de arenas por medios manuales sin ninguna ayuda de maquinaria o medios mecánicos y 
con el objeto de separar y recoger metales preciosos contenidos en dichas arenas. Igualmente es permitida la recolección de piedras 
preciosas y semipreciosas por medios similares”, Ministerio de Minas y Energía, Resolución 40599 de 2015, por medio de la cual se 
adopta el Glosario Técnico Minero.
43 Defensoría del Pueblo (2015), La minería sin control. Un enfoque desde la vulneración de los Derechos Humanos, Bogotá: Defensoría 
del Pueblo. Disponible en: http://www.defensoria.gov.co/public/pdf/InformedeMinerIa2016.pdf  
44  Para el cálculo se tomó como base la información recopilada por el equipo de Tierra Digna durante el trabajo de campo llevado a 
cabo en el departamento del Chocó (específicamente en los municipios de Condoto, Itmisma, Tadó y Quibdó), así como los estudios del 
Instituto de Investigaciones Ambientales del Pacífico. Véase Instituto de Investigaciones Ambientales del Pacífico (2005), Diagnóstico 
situacional de la minería artesanal y en pequeña escala desarrollada por afrocolombianos en territorios colectivos de comunidades 
negras en el Chocó biogeográfico, Quibdó: IIAP.  
45 En el anexo 1 de este informe se incluye una tabla detallada de la producción estimada promedio de oro según sistema/tecnología 
de explotación.  
46 Testimonios en el territorio nos comentaban que “barequero” es una categoría reciente más asociada al trabajo que la población 
realiza en torno a la maquinaria pesada, y que el nombre que se le daba al trabajo en la minería artesanal era la del “mazamorreo”. Esto 
para decir que la normatividad minera legisla sobre categorías ya de por sí asociadas con condiciones precarias de trabajo.
47“La minería tradicional es aquella que se ha ejercido (...) en un área específica en forma continua o discontinua, por personas naturales 
o grupos de personas naturales o asociaciones sin título minero inscrito en el Registro Minero Nacional, en yacimientos minerales de 
propiedad del Estado y que, por las características socioeconómicas de éstas y la ubicación del yacimiento, constituyen para dichas 
comunidades la principal fuente de manutención y generación de ingresos, además de considerarse una fuente de abastecimiento 
regional de los minerales extraídos”. MinMinas, decreto 0933 de 2013, “por el cual se dictan disposiciones en materia de formalización 
de minería tradicional y se modifican unas definiciones del Glosario Minero”. 
48 Que no se reducen al barequeo e incluyen el mazamorreo, el zambuyidero, el hoyadero, la minería de agua corrida, los guaches y 
socavones. Para explorar las definiciones detalladas, véase Instituto de Investigaciones Ambientales del Pacífico (2005), Diagnóstico 
situacional de la minería artesanal y en pequeña escala desarrollada por afrocolombianos en territorios colectivos de comunidades 
negras en el Chocó biogeográfico, Quibdó: IIAP.
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escala de las operaciones y la magnitud de la 
explotación49), las actividades de subsistencia 
y las actividades que simplemente persiguen 
la acumulación de capital para diversos fines, 
incluyendo la financiación del conflicto armado, 

y que se ha denominado como «minería crimi-
nal»50. La siguiente tabla sintetiza las diversas 
definiciones que se emplean para caracterizar 
la minería aurífera.

Tabla 3: Tipologías, de�niciones y caracterizaciones gubernamentales sobre las formas 
de hacer minería aurífera en Colombia

Fuente: elaboración con base en Tierra Digna, Melo, D. (2015), MinMinas (2018) y ANM (2018).

Tipo                                            Descripción

Legal

Formal

Subsistencia

Ilegal

Informal

Criminal

Es la minería amparada por un título que deberá estar inscrito en el Registro Minero Nacional.

Conformada por UPM de tamaño variable, explotadas por empresas legalmente constituidas. 
Cuentan con título minero y licencias (de exploración o explotación, otorgadas por 
las autoridades mineras) y autorizaciones ambientales, otorgadas por la corporación 
autónoma regional o la ANLA. 

Minería desarrollada por personas naturales que dedican su fuerza de trabajo a la extracción 
de algún mineral mediante métodos rudimentarios y que, en asocio con algún familiar o con 
otras personas, generan ingresos de subsistencia. Se denomina así a la explotación de 
pequeña minería de aluvión, más conocida como barequeo, a la extracción ocasional de 
arcillas, en sus distintas formas, y los materiales de construcción.

Minería desarrollada sin estar inscrita en el Registro Minero Nacional y, por lo tanto, sin título 
minero. También incluye trabajos y obras de exploración sin título minero y minería amparada 
por un título minero, pero donde la extracción, o parte de ella, se realiza fuera del área 
otorgada en la licencia. 

Constituida por UPM pequeñas y medianas de propiedad individual y sin ningún tipo de 
registros contables. Puede o no contar con título minero en tanto quienes no sean titulares 
tienen la posibilidad de demostrar que están registrados en los procesos estatales 
de formalización minera para evitar sanciones. 

Actividades agenciadas por grupos ilegales (armados y no armados) que persiguen 
el �nanciamiento de otras acciones delictivas (típicas de un escenario de con�icto armado 
interno) o simplemente el lucro derivado de la extracción de recursos naturales. Se destaca 
su relación con otras conductas ilegales como el trá�co de drogas ilegales, el desplazamiento, 
el secuestro y la extorsión. 

49 Se replican, en ese caso, las definiciones de instituciones financieras internacionales como el Banco Mundial. Cfr.: World Bank 
(2009), Mining Together. Large-Scale Mining Meets Artisanal Mining: A Guide for Action, Washington: World Bank. Disponible en: 
http://documents.worldbank.org/curated/en/148081468163163514/pdf/686190ESW0P1120ng0Together0HD0final.pdf 
50 La extracción de recursos naturales como el oro puede incidir en la dinámica (intensidad y duración) de los escenarios de 
conflictividad armada al constituirse en fuente de financiación de las acciones de los agentes involucrados. Al respecto véase: Juan 
Felipe Ortiz / Angelika Rettberg (2018), “Minería de oro, conflicto y criminalidad en los albores del siglo XXI en Colombia: Perspectivas 
para el posconflicto colombiano”, en Colombia Internacional, No. 93, pp. 17-63. Disponible en: https://revistas.uniandes.edu.co/doi/
pdf/10.7440/colombiaint93.2018.02 
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El Censo Minero de 2011 intentó ofrecer pistas 
para desentrañar y esclarecer las diferencias 
entre la minería informal, ilegal y criminal. 
Según los hallazgos, de las 14.357 UPM cen-
sadas51, 5.316 (37%) operaban con título mi-
nero mientras que 9.041 (63%) lo hacía sin 
título. Posteriormente, en 2012 la Contraloría 
amplió el alcance del análisis e incluyó indi-
cadores ambientales. El ejercicio consistió en 
identificar las UPM que operaban con algún 
tipo de autorización ambiental de acuerdo 
con la información sistematizada en el Censo 
y clasificarlas en cuatro categorías: I) Licencia 
ambiental; II) Plan de Manejo Ambiental; III) 
Plan de Manejo, Recuperación y Restauración 
Ambiental; y IV) Sin Autorización Ambiental. 
Los resultados evidenciaron que, de las 14.357 
UPM censadas, solamente 2.809 (19,6%) ope-
raban con título y alguna clase de autorización 
ambiental52. De otra parte, tomando como 
referencia el número de trabajadores en la to-
talidad de la UPM censadas, se estableció que 
predominan los yacimientos con menos de 6 
trabajadores (72%), seguidas de las que cuen-
tan con entre 6 y 100 trabajadores (27%) y, fi-
nalmente, las que tienen más de 100 trabaja-
dores (0,7%). Asimismo, el Censo registró una 
tendencia de directa proporcionalidad entre el 
mayor número de trabajadores en una UPM y 
la posibilidad de que opere con título minero53. 

Gran parte de los pequeños y medianos mi-
neros utilizan herramientas manuales, tal y 
como los «barequeros». Las diferencias entre 
«barequeros», pequeños y medianos mineros 
pueden ser difíciles de establecer si se tienen 
en cuenta las particularidades que, en la prác-
tica, adquiere la actividad minera en los terri-
torios. A título de ilustración, el Centro de In-
vestigación Económica y Social, en un estudio 
sobre minería informal aurífera que se apoya 
en las mismas categorías del Censo Minero 
de 2011, señaló que cerca de la mitad de los 
barequeros entrevistados en la muestra de su 
investigación, llevada a cabo en 2.959 minas 

sin título en los departamentos de Antioquia, 
Bolívar, Chocó y Caldas, operaban con algún 
tipo de mecanización con herramientas como 
motobombas, sistemas de molienda y gene-
radores de energía, por lo tanto, según dicho 
estudio, su actividad no podía definirse como 
estrictamente artesanal54. 

Dada la dificultad práctica de precisar y distin-
guir sistemáticamente las categorías de bare-
queros, pequeños y medianos mineros, en sus 
más recientes intentos de clasificar los tipos de 
minería, el Gobierno adoptó, de una parte, el 
término «minería de subsistencia» (aparente-
mente equiparable al de «barequeo») y lo de-
fine como:

“La actividad minera desarrollada por perso-
nas naturales o grupo de personas que se dedi-
can a la extracción y recolección, a cielo abier-
to, de arenas y gravas de río destinadas a la 
industria de la construcción, arcillas, metales 
preciosos, piedras preciosas y semipreciosas, 
por medios y herramientas manuales, sin la 
utilización de ningún tipo de equipo mecani-
zado o maquinaria para su arranque”55.

Sin embargo, las definiciones del Gobierno 
suprimen las particularidades técnicas, histó-
ricas, sociológicas y territoriales de la llamada 
«minería de subsistencia». En contraste, la de-
finición propia de las comunidades locales se 
hace especial énfasis en la noción histórica y 
cultural de la actividad (minería ancestral o ar-
tesanal). De acuerdo con el testimonio de una 
minera del municipio de Itsmina (Chocó) en-
trevistada en desarrollo de esta investigación, 
la actividad es transmitida de generación en 
generación y se lleva a cabo artesanalmente. 
Sin embargo, como se analizará más adelante, 
la minería intensiva alteró la dinámica de vida 
de las comunidades que lavaban oro a la orilla 
de los ríos:  

51 Las Unidades de Producción Minera censadas correspondían a todo tipo de minería, no únicamente minería de oro. El estudio 
estimó que el 53% de las UPM censadas se dedicaban a la explotación de minerales metálicos.
52 Contraloría General de la República (2012), Estado de los recursos naturales y del ambiente, 2011-2012, Bogotá: CGR, p. 166. 
53 Ministerio de Minas y Energía (2012), Censo minero, Op. Cit., 37. 
54 Centro de Investigación Económica y Social (2014), Minería informal aurífera en Colombia. Principales resultados del levantamiento 
de la línea de base, Bogotá: Fedesarrollo, p. 10. 
55 Ministerio de Minas y Energía, Decreto 1666 de 2016, Por el cual se adiciona el Decreto Único Reglamentario del Sector 
Administrativo de Minas y Energía, 1073 de 2015, relacionado con la clasificación minera. Disponible en: https://www.minminas.gov.
co/documents/10180/23517/37238-Decreto-1666-21Oct2016.pdf/17f4f90c-4481-47cd-a084-c7fa0319f9cf
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“Tengo 48 años. Desde los ancestros, desde muy 
pequeña, me ilustraron en el trabajo que mis pa-
dres hacían. Entonces, desde muy pequeña, desde 
los cinco años, yo empecé a trabajar el oro artesa-
nalmente, con herramientas tradicionales como 
la batea, la barra, el almocafre y el cacho. Es una 
actividad que me encanta. Lastimosamente, el oro 
ya no se consigue como antes. Anteriormente, la 
gente subsistía con la agricultura y la minería. Se 
vivía bien porque se conseguía el oro. Pero con la 
explosión minera, ahora todo está degradado y es 
imposible conseguir el oro. Por lo tanto, estamos 
careciendo de muchas cosas”.

Lo importante acá es que precisamente las 
definiciones restringidas y sesgadas del Go-
bierno nacional no solamente implican el 
desconocimiento de las dimensiones histó-
ricas, culturales y territoriales, sino que tam-
bién tienen una consecuencia práctica, y es 
que inevitablemente conducen a la improvi-
sación en el diseño de políticas de formaliza-
ción, cuya implementación tiende a fracturar 
procesos organizativos en los territorios y los 
expone a toda clase de amenazas por el trata-
miento militarista, policivo y penal que hasta 
ahora se le ha dado, como se analizará en si-
guientes acápites. 

Explotación ilegal de 
yacimientos auríferos: 
características, impactos 
y políticas al respecto

Para entender adecuadamente el contexto y 
las realidades de la minería en los territorios, 
y antes de entrar a analizar los mecanismos y 

estrategias de control del sector por parte del 
Estado, consideramos relevante detenernos 
en una breve caracterización de la problemá-
tica de la explotación ilegal de yacimientos 
auríferos, que es uno de los temas más impor-
tantes dentro de la agenda de las autoridades 
mineras. Éstas entienden que cuando una ex-
plotación I) no cumple con los requerimientos 
exigidos por la ley, II) no se ajusta a la defini-
ción y características del «barequeo», o III) no 
presenta ante las autoridades mineras la soli-
citud de legalización en los períodos definidos, 
deberá ser considerada como delito y, por lo 
tanto, será penalizada. Este tipo de minería es 
generadora de grandes impactos en los terri-
torios y es, además, foco de atención para las 
autoridades por cuanto no hay control sobre 
el mineral extraído y por lo que implican sus 
ganancias en términos de alimentar mafias y 
otras actividades delictivas, así como al con-
tribuir a la financiación del mismo conflicto 
armado interno.

La institucionalidad minera ha diseñado po-
líticas enfocadas a contener este fenómeno, 
cobrando especial relevancia la declaratoria 
de «lucha integral contra la minería crimi-
nal»56 por parte del Gobierno, que ha tenido 
un marcado énfasis en la persecución, la cri-
minalización, la incautación y destrucción de 
maquinaria de los entables mineros y las re-
troexcavadoras y dragas57 instalados por los 
actores que practican este tipo de minería. Sin 
embargo, cabe mencionar que este enfoque 
duro, criminalizador y principalmente polici-
vo, ha generado muchos malestares en las re-
giones por parte de las comunidades mineras 
por cuanto hay complicadas implicaciones en 
su seguridad, por los impactos ambientales de 
los mismos operativos y por las mismas confu-
siones a las que puede llevar un enfoque como 
este a la hora de tratar otro tipo de explotacio-
nes informales, a manos de actores locales y 
comunitarios. Sin embargo, esto lo ampliare-
mos en el siguiente acápite.

56 Presidencia de la República (2015), “Gobierno le declara la guerra a la minería criminal”, disponible en: http://wp.presidencia.gov.
co/Noticias/2015/Julio/Paginas/20150730_02-Gobierno-declara-objetivo-prioritario-de-alto-valor-la-mineria-criminal.aspx 
57 La Ley 1450 de 2011, por la cual se expidió el PND 2010-2014, estableció las directrices de política para la formalización minera y 
prohíbe la utilización de dragas, retroexcavadoras y demás equipos mecánicos en las actividades mineras que se lleven a cabo sin 
título inscrito en el Registro Minero Nacional y sin licencia ambiental o equivalente. No cumplir la norma da lugar a la destrucción de 
la maquinaria, a multas y sanciones contempladas por el Código Penal. El Decreto 2235 de 2012, que reglamenta la Decisión No. 774 de
2012 de la CAN sobre la «lucha contra la minería criminal», confirma esta medida.
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Por el momento, es importante considerar 
que la minería mecanizada ilegal (o «minería 
criminal») se lleva a cabo con una inversión 
de capital que tiende a ser muy elevada y que 
no cualquiera puede asumir: una retroexca-
vadora puede costar unos 100.000 dólares y 
una draga entre 170.000 y 270.000 dólares58. 
La tasa de retorno es también más elevada y 
puede alcanzar, según sistema y tecnología de 

explotación, una extracción diaria de entre 80 
y 120 gramos de oro59. Los mayores márgenes 
de ganancia de la minería mecanizada son una 
de las razones por las cuales se ha extendido el 
uso de maquinaria pesada en los territorios, a 
manos de múltiples actores con suficiente ca-
pacidad de inversión, organizados en explota-
ciones a mediana escala: 

58 Entrevista con funcionario de la Policía en la cuidad de Quibdó (Chocó) durante el trabajo de campo llevado a cabo por el equipo de 
Tierra Digna y entrevistas con diversos mineros de las cercanías de Quibdó.
59 Cifras estimadas con base en la metodología del IIAP (2005).
60 Jorge Giraldo / Juan Carlos Muñoz (2012), Informalidad e ilegalidad en la explotación del oro y la madera en Antioquia, Medellín: 
EAFIT. Esa tendencia fue confirmada en diversos testimonios recogidos por el equipo de Tierra Digna durante el trabajo de campo en 
el departamento de Chocó. 
61 Se retoma la categoría de «mineros foráneos ilegales» utilizada por el IIAP para referir a aquellos mineros nacionales (especialmente 
del departamento de Antioquia) y extranjeros que extraen oro con “maquinaria más sofisticada en la explotación, que desarrollan 
faenas irracionales e ilegales, obtienen cuantiosos excedentes económicos, enmascaran depósitos contiguos, no generan reinversión 
local, y propician una adversa permeación cultural alterando las pautas de convivencia solidaria y pacífica de las comunidades”. Cfr. 
IIAP, Op. Cit., p. 17. 

1.

2.

Mineros foráneos ilegales⁶¹ con experiencia en la minería que llegaron al 
país o a las regiones a instalar maquinaria pesada y extraer material 
aprovechando las de�ciencias de los mecanismos institucionales para 
regular y controlar el sector minero;

3.

Grupos armados ilegales que encontraron en la minería del oro una fuente 
para la �nanciación de sus actividades delictivas con participación indirecta 
(vía cobro de extorsiones) o directa (mediante el uso de testaferros para 
explotar yacimientos bajo su control)⁶²;

4.

Redes criminales, contrabandistas y redes del trá�co de drogas con �nes de 
lucro en virtud de los rápidos retornos que garantiza la actividad⁶³. 

Empresarios nacionales con pequeños y medianos capitales en negocios 
relacionados con la ganadería y el comercio que experimentaron una suerte 
de reconversión productiva por las ventajas que les ofrecía el mercado del 
oro⁶⁰;
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62 Leonardo Güiza (2017), “Minería ilegal en Colombia: dimensión, políticas y conflicto armado”, Mimeo: Universidad del Rosario. 
Véase también: Leonardo Güiza (2017), “Minería tradicional versus gran minería: ¿quién va ganando la pelea?”, en Razón Pública, 
Bogotá, marzo, disponible en: https://www.razonpublica.com/index.php/economia-y-sociedad/10091-miner%C3%ADa-tradicional-
versus-gran-miner%C3%ADa-quién-va-ganando-la-pelea.html 
63 Juan Felipe Ortiz / Angelika Rettberg (2018), “Minería de oro, conflicto y criminalidad en los albores del siglo XXI en Colombia: 
Perspectivas para el posconflicto colombiano”, en Colombia Internacional, No. 93, pp. 17-63. Disponible en: https://revistas.uniandes.
edu.co/doi/pdf/10.7440/colombiaint93.2018.02

1.
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Grupos armados ilegales que encontraron en la minería del oro una fuente 
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Redes criminales, contrabandistas y redes del trá�co de drogas con �nes de 
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Empresarios nacionales con pequeños y medianos capitales en negocios 
relacionados con la ganadería y el comercio que experimentaron una suerte 
de reconversión productiva por las ventajas que les ofrecía el mercado del 
oro⁶⁰;
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Para ingresar al mercado, este grupo de actores 
apela a diversas estrategias: I) en el mejor de 
los casos, contratan espacios de explotación 
en zonas donde históricamente se ha llevado 
a cabo extracción y pagan a los propietarios de 
las tierras una especie de arrendamiento o un 
porcentaje de la producción para que les per-
mitan explotar64; II) en otras ocasiones, usan 
la violencia y los medios coercitivos, contra-
tando servicios con grupos armados ilegales, 
para disputar yacimientos explotados por 
otros agentes65.

Esta tipología de minería se caracteriza por su 
movilidad y nomadismo debido a las presiones 
de las autoridades en la ya mencionada «lucha 
contra la minería criminal» y también por la 
búsqueda permanente de yacimientos donde 
puedan mejorar la producción. Normalmente 
llevan consigo grupos de mineros artesanales 
(barequeros y chatarreros) que tratan de en-
contrar oro en el material removido y los dese-
chos que dejan a su paso las retroexcavadoras, 

realizando dicha actividad en pésimas condicio-
nes de salubridad y seguridad. Por ejemplo, en el 
departamento del Chocó, la movilidad de dra-
gas, retroexcavadoras y planchones por ríos y 
veredas hace parte del paisaje habitual, inclu-
so frente a la presencia impróvida de algunas 
autoridades66.

Los impactos y daños que genera la maquina-
ria pesada usada para extraer oro son de im-
portantes proporciones. Como se pudo apre-
ciar, la minería mecanizada implica una tasa 
de explotación del territorio hasta 120 veces 
mayor en comparación con la minería se-
mi-mecanizada, tradicional y/o artesanal. En 
una investigación previa llevada a cabo por el 
equipo de Tierra Digna67, cuyo propósito era 
analizar específicamente los impactos de la 
minería en el departamento de Chocó, se do-
cumentaron las afectaciones ecológicas, so-
ciales y culturales provocadas por ese tipo de 
explotaciones y que, además, configuran vio-
laciones de derechos humanos:

64 Entrevista libre llevada a cabo con funcionarios de la Policía en el departamento de Chocó.
65 Ibíd. Véase también: Juan Felipe Ortiz / Angelika Rettberg (2014), “Conflicto dorado: Canales y mecanismos de la relación entre 
minería de oro, conflicto armado y criminalidad en Colombia”, Mimeo: Universidad de los Andes. 
66 Testimonio de comercializador de oro entrevistado por el equipo de Tierra Digna en Quibdó (Chocó) en el desarrollo de la presente 
investigación. Reiterado también en las investigaciones judiciales. Véase: “Ofensiva de la Fiscalía contra la minería ilegal de oro”, en 
El Espectador (edición-online), 22 de marzo de 2017, disponible en: https://www.elespectador.com/noticias/judicial/ofensiva-de-la-
fiscalia-contra-la-mineria-ilegal-de-oro-articulo-685872  
67 Tierra Digna. Melo, D. (2015), La Minería en Chocó, en Clave de Derechos. Investigación y propuestas para convertir la crisis socio-
ambiental en paz y justicia territorial. Bogotá: Colombia, pp. 33 y ss.

TIPO DE MAQUINARIA Y LOS IMPACTOS QUE SE DESPRENDEN DE SU USO 

Deforestación y alteración de las fuentes hídricas: por cuenta de la minería mecanizada se realizan excavaciones 
que alteran el cauce de los ríos, deforestan la selva, aceleran la erosión de los suelos y aumentan la probabilidad 
de inundaciones por el incremento en el �ujo de los ríos. Además, la apertura de pozos de agua no rellenados en 
los entables mineros desata la generación de enfermedades endémicas. 

Sedimentación de los ríos: se ha estimado que los entables generan un promedio aproximado de 3.100 toneladas 
de sedimentos al año⁶⁸ provocando turbiedad en el agua. Lo anterior impide que los rayos del sol alcancen el fondo 
de los ríos, alterando los ciclos de las plantas acuáticas y reduciendo la difusión de moléculas de oxígeno en la 
ictiofauna. 

Contaminación por mercurio: el mercurio utilizado para la recuperación del oro se disemina a través del agua de 
los ríos. Una vez allí, se transforma en componentes de alta toxicidad que contaminan la ictiofauna, alteran las 
cadenas tró�cas y afectan la salud humana. Asimismo, con la quema de mercurio, las moléculas suspendidas en 
la atmosfera se precipitan con la lluvia y caen sobre los ríos replicando el ciclo generado por el mercurio líquido. 
Según estimaciones de la Contraloría General de la República, las fuentes hídricas, el aire y el suelo son 
contaminados con aproximadamente 36 kilos de mercurio al año por entable minero⁶⁹.

Vulneración de DDHH: como consecuencia de los impactos señalados, se vulneran los derechos a la vida, al agua, 
a la integridad física, a la alimentación adecuada, a la salud, al medio ambiente sano y al equilibrio ecológico de las 
comunidades. 

Pérdida de biodiversidad: la minería mecanizada provoca desaparición de fauna por la deforestación, la migración 
y destrucción de ictiofauna, avifauna y fauna terrestre. Además, produce erosión por la intervención y destrucción 
de ecosistemas frágiles.

Hg
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68 Observatorio Pacífico y Territorio (2018), Impactos de la minería en el pacífico colombiano, Quibdó: Nuevo Milenio, p. 175. Disponible 
en: https://pacificocolombia.org/wp-content/uploads/2018/09/Impactos-de-la-mineri_a-en-el-paci_fico-colombiano-web.pdf 
69 Contraloría General de la República, Control y seguimiento ambiental a la actividad minera en el Chocó, Hallazgo No. 23 D20. 
Respuesta a derecho de petición presentado por Tierra Digna. 
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Por si fuera poco, los operadores de la mine-
ría mecanizada ilegal son responsables de 
toda clase de delitos como: I) la explotación 
de mano de obra infantil70 o la vinculación 
laboral en condiciones de precariedad, espe-
cialmente de mineros artesanales que no tie-
nen otra opción de subsistencia; II) la comer-
cialización de oro en mercados ilegales, que 
posteriormente puede ser incorporado en 
el mercado legal mediante operaciones de 
lavado en compra-ventas locales71; III) con-
tratación de servicios de seguridad provistos 
por grupos armados ilegales para la vigilan-
cia de los yacimientos donde extraen el mi-
neral72; y IV)su relacionamiento con el po-
der político local, un factor que exacerba las 
ya reconocidas situaciones de corrupción73  
en las instituciones municipales74. Cabe se-
ñalar, además, que es común que la circu-
lación de oro en los mercados locales tenga 
como efecto adicional el incremento de los 
precios en la economía de los municipios y 
desencadene burbujas de especulación75, lo 
cual añade dificultades a la situación de la 
población local.

La declaratoria de «guerra contra la minería 
criminal» no implicó una definición siste-
mática de esa categoría. A pesar de que for-
malmente la minería sin título y sin autori-
zación ambiental se considere ilegal (con las 
excepciones señaladas) y que, por lo tanto, se 
tipifique como un delito, la categoría de «mi-
nería criminal», en la práctica, se asocia con 
actividades agenciadas por grupos ilegales 
(armados y no armados) que persiguen el fi-
nanciamiento de otras actividades delictivas 
(típicas de un escenario de conflicto armado 

interno) o simplemente el lucro derivado de 
la extracción de oro. Existe, además, cierto 
sesgo en la caracterización de la «minería 
criminal» que normalmente la relaciona con 
operaciones de pequeña escala (lo que expli-
ca la persecución jurídica y política contra 
los mineros de subsistencia). Sin embargo, 
las interacciones entre grandes empresas 
y grupos armados ilegales, por acción u 
omisión, instauradas para facilitar opera-
ciones en proyectos mineros (por ejemplo, 
garantizando condiciones de seguridad en 
los yacimientos, desplazando población o 
arrasando la protesta social) también podría 
catalogarse como expresión de la «minería 
criminal»76. Todo ello lo abordaremos más 
ampliamente en el siguiente punto, al hablar 
específicamente de las políticas y estrategias 
de control.

Mecanismos y estrategias 
diseñadas para el control y 
la trazabilidad del eslabón 
de la extracción: eficacia, 
límites y desafíos

Como hemos visto, el sector de la extracción au-
rífera en Colombia está atravesado por una ele-
vadísima tasa de informalidad e ilegalidad, por 
lo cual no se puede negar la patente dificultad 
que existe en el país para consolidar datos sobre 
la producción de oro y su origen real. Precisa-
mente a propósito de este asunto, las entidades 

70 Se trata de un problema que ha sido constatado incluso por la OCDE: “La línea entre empleo familiar y peores formas de trabajo infantil 
es cada vez más borrosa. Hoy en día no sólo hay familias extensas trabajando en operaciones mineras (incluyendo menores de edad), 
sino que existen formas más sistemáticas de explotación como la prostitución infantil por parte de actores ilegales”. Organización para la 
Cooperación y el Desarrollo Económico (2016), Debida diligencia en la cadena de suministros de oro colombiana: perspectivas generales, 
Washington: OCDE, p. 3. Disponible en: https://mneguidelines.oecd.org/Choco-Colombia-Gold-Baseline-ESP.pdf 
71 Unidad de Información y Análisis Financiero (2016), Riesgo de lavado de activos y financiación del terrorismo en el subsector de 
extracción y comercialización de oro, Bogotá: UIAF/Asobancaria. En los testimonios de los operadores de las compra-ventas recogidos 
por Tierra Digna como parte del trabajo de campo en Chocó también se registró esa situación.  
72 Entrevista libre con funcionarios de la Policía en Chocó. 
73 “Corrupción: la aliada de la minería ilegal”, en El Espectador (edición on-line), 16 de febrero de 2017, disponible en: https://www.
elespectador.com/noticias/judicial/corrupcion-la-aliada-de-la-mineria-ilegal-articulo-680136 
74 Por ejemplo, la Fiscalía ha reportado procesos de judicialización contra los alcaldes de los municipios de Puerto Leguizamo 
(Putumayo) y Novita (Chocó) por connivencia con minería ilegal. Cfr.: Stella Sánchez (27 de julio de 2018) [Respuesta solicitud de 
información DS-No. 20181000013023]. Dirección Especializada Contra las Violaciones de los Derechos Humanos, Fiscalía General de 
la Nación, Bogotá.
75 El caso de Itsmina (municipio de Chocó), es evidente en ese sentido según los testimonios de la población local. 
76 Existe abundante literatura sobre este asunto. Véanse, entre otros, los trabajos de Frédéric Massé / Johana Camargo y Camilo 
González. Frédéric Massé / Johana Camargo (2012), Actores Armados Ilegales y Sector Extractivo en Colombia, Bogotá: CitPax 
/ Observatorio Internacional DDR - Ley de Justicia y Paz; Camilo González (2011), Petróleo y transformación de conflictos, Bogotá: 
Indepaz. 
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de control del Estado77, el Gobierno78 , gremios 
del sector minero79 y organismos internacio-
nales como la ONU80  y la OCDE81  llegaron a 
establecer que el 80% de la producción de oro 
del país se había estado llevando a cabo sin per-
misos de las autoridades mineras ni licencias 
ambientales, lo que hace extremadamente difí-
cil establecer su origen, generalmente en esce-
narios donde predominan las «zonas grises» de 

intersección entre la legalidad, la informalidad, 
la ilegalidad y la criminalidad. 

Durante los últimos años, el Gobierno y las au-
toridades mineras han emprendido diversas es-
trategias encaminadas a disminuir los niveles 
de ilegalidad e informalidad, las cuales analiza-
mos brevemente a continuación:

· Estrategias que privilegian el enfoque policivo, militar y penal: En aras de 
tomar el control sobre las actividades del sector y de promoverlas dentro de los marcos 
jurídico-formales, directrices claramente influidas por las políticas internacionales82, el 
Gobierno en su «guerra contra la minería criminal» declaró la prohibición de dragas, mi-
ni-dragas y retroexcavadoras en actividades mineras sin título inscrito en el Registro Mi-
nero Nacional e incluyó directrices punitivas como la destrucción in situ y la incautación 
de maquinaria, equipos e insumos a partir de facultades otorgadas a la Policía Nacional83. 
Estas medidas generaron fuertes controversias en los territorios dado que configuran 
riesgos y amenazas para la población vecina a los entables mineros, por cuanto la des-
trucción in situ se lleva a cabo a través de la detonación con explosivos de la maquinaria 
que se encuentran en las orillas del río, provocando además un gran impacto ambiental 
por los residuos de maquinaria detonada y el consecuente vertimiento de combustibles y 
otras sustancias para la operación presentes en los entables.

En este contexto, el Gobierno y las autoridades del sector minero utilizaban indiscrimi-
nadamente categorías como «minería informal», «minería ilegal», «minería criminal», 
entre otras, sin aclarar su significado, ni sus consecuencias jurídico-políticas. 
Lo anterior, según testimonios entrevistados en los municipios de Condoto, Itsmina, 
Tadó y Quibdó (departamento de Chocó) en el marco de esta investigación, llevó a la cri-
minalización de los eslabones más frágiles de la cadena del oro y especialmente a la per-
secución de pequeños mineros

77 Según informes de la Contraloría General de la República, el 85% de la producción de metales preciosos tiene origen en la ilegalidad. 
Cfr.: Contraloría General de la República (2017), Op. Cit. p. 153.  
78 En rueda de prensa con ocasión del Tercer Diálogo Intersectorial Ambiente y los Sectores Productivos, llevado a cabo entre el 13 y 
el 15 de septiembre de 2017, el otrora ministro de Minas y Energía, Germán Arce, afirmó que “de 100 gramos que entran al mercado 
hay trazabilidad clara, es decir, que tiene título y tiene licencia, por un 18 % de cada 100 gramos, es decir, hay 82% que no sabemos 
exactamente de donde viene, eso no todo es ilegal, pero claramente un porcentaje grande es ilegal”. Véase: https://www.youtube.com/
watch?v=185GLn6JAT4&feature=youtu.be 
79 “Los datos sobre la minería del oro en el país comprueban que el 88 por ciento de la producción resulta de explotaciones ilegales y 
el nivel de información es muy precario y sin mayores registros, según lo certifica el presidente de la Asociación Nacional de Minería, 
Santiago Ángel Urdinola”. Véase: “Minería ilegal no necesita hacer consulta”, en Revista Mundo Minero, Bogotá, año 4, No. 023, julio/
agosto de 2016, p. 11. 
80 Según el Programa de Naciones Unidas para el Desarrollo, del oro producido en el país, apenas el “11% tiene la trazabilidad completa, 
es decir que cumple con todos los procesos legales asociados y el resto es adelantado en procesos productivos asociados a la minería 
no-regularizada y la minería ilegal”, Cfr.: Programa de Naciones Unidas para el Desarrollo / Ministerio de Medio Ambiente y Desarrollo 
Sostenible (2014), V informe nacional de biodiversidad en Colombia ante el convenio de diversidad biológica, Bogotá: PNUD, p. 17.
81 Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (2017), Debida diligencia en la cadena de suministro de oro colombiana: 
perspectivas generales, Washington: OCDE. Disponible en: https://mneguidelines.oecd.org/Colombia-gold-supply-chain-overview-ESP.pdf 
82 Al respecto véase la Decisión 774 de la CAN que definió los principios, los objetivos, las medidas de prevención y control, los 
procedimientos, los mecanismos de intercambio de información y de cooperación aduanera, así como la estructura orgánica de la 
«Política Andina de Lucha contra la Minería Ilegal». Consejo Andino de Ministros de Relaciones Exteriores, Decisión 774. Política 
Andina de lucha contra la minería ilegal, Trigésima quinta reunión del Consejo Andino de Ministros de Relaciones Exteriores en 
forma ampliada con los representantes titulares ante la Comisión de la Comunidad Andina, 3 de mayo de 2012, Cartagena de Indias – 
Colombia. Disponible en: https://www.cancilleria.gov.co/sites/default/files/decision_744.pdf 
83 Ministerio de Defensa Nacional, Decreto 2235 de 2012, por el cual se reglamentan el artículo 60 de la Decisión No. 774 del 30 de julio 
de 2012 de la Comunidad Andina de Naciones y el artículo 106 de la Ley 1450 de 2011 en relación con el uso de maquinaria pesada y sus 
partes en actividades mineras sin las autorizaciones y exigencias previstas en la ley, Bogotá: Imprenta Nacional. Disponible en: https://
www.anm.gov.co/sites/default/files/decreto_2235_de_2012.pdf   
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en condiciones de informalidad, que empezaron a ser tratados como agentes ilegales o 
cómplices de la «minería criminal» provocando gran inconformidad y rechazo.

Para adelantar los operativos contra la minería ilegal, en 2015 se erigió una Brigada Con-
tra la Minería Ilegal (BRCMI)84 compuesta por 600 hombres y un batallón adicional en 
cada una de las ocho divisiones del Ejército Nacional. Su jurisdicción abarca todo el te-
rritorio nacional, pero inició operaciones en los 233 municipios con mayores registros de 
extracción ilegal de minerales85, en los departamentos de Amazonas, Antioquia, Bolívar, 
Cauca, Caquetá, Chocó, Guainía, Nariño y Vichada86.   

Sin embargo, cabe mencionar que fueron varios los testimonios en el territorio que cues-
tionaron la eficacia de los operativos para el desmantelamiento de entables mineros 
ilegales o de destrucción in situ de maquinaria, pues aseguran que los propietarios de 
las dragas a menudo disponen de la información sobre los operativos, lo cual les da la 
oportunidad de proceder al retiro de los insumos, de cierta maquinaria e incluso al hun-
dimiento de las dragas ya vacías para que las FFAA al encontrarlas en ese estado desistan 
de la detonación. Los testimonios aseguran que al cabo de un par de días las dragas son 
reflotadas y siguen funcionando normalmente. Mencionaron también que los insumos 
(entre ellos, maquinaria de grandes dimensiones) circulan por el territorio sin que se 
ejerza un control efectivo por parte de las autoridades, todo lo cual les ofrece muchos ele-
mentos para especular sobre la corrupción y la falta de garantías en el direccionamiento 
de esos controles. 

En cualquier caso, todas estas medidas hacen énfasis en acciones dirigidas específica-
mente a las zonas donde se localizan las explotaciones, y no se articulan con directrices 
orientadas a controlar y fiscalizar otros eslabones de la cadena de suministro como el 
beneficio, el almacenamiento, la transformación, el transporte, la comercialización (local 
y regional) y la exportación, o enfocadas en los poderosos agentes (empresarios, grupos 
armados ilegales y redes criminales) que se encuentran en el trasfondo de la economía 
criminal y el mercado ilegal del oro constituyéndose en sus principales promotores a tra-
vés de acciones delictivas como la corrupción, el soborno y el lavado de activos. 

· Dispositivos institucionales deficientes: el Gobierno ha optado por la configu-
ración de espacios institucionales como las Mesas Mineras en las que asociaciones de 
mineros solicitan al Estado mecanismos de regulación diferenciales con los cuales, en 
teoría, puedan acceder a derechos mineros y recibir apoyo institucional. Han sido el dis-
positivo privilegiado para desmontar paros y protestas de asociaciones de pequeños mi-
neros en varias regiones del país, pero sin resolver sus demandas ni la incertidumbre 
jurídica y política que motiva los conflictos. La siguiente tabla muestra la distribución de 
territorial de las Mesas Mineras en todo el país.  

84 “Creada y activada mediante la Disposición 0013 del 11 de septiembre de 2015, por el comandante del Ejército Nacional y aprobada 
por la Resolución 9925 del 3 de noviembre de 2015 del Ministerio de Defensa nacional, hace parte orgánica de las Tropas del Ejército y 
administrativamente depende del Segundo Comandante y Jefe de Estado Mayor del Ejército”. Respuesta de Germán Arce, ex-Ministro de Minas 
y Energía, a la proposición 02 de 2016 de la Cámara de Representantes relacionada con las políticas minero-energéticas, 20 de septiembre de 
2016, p. 3. Disponible en: http://www.camara.gov.co/sites/default/files/2017-07/2016-10-12%20Respuestas%20MinMINAS%20Prop%20
No.%20002%20.pdf  
85 Ana María Carvajal (2016), “Nueva brigada del Ejército combatirá la minería ilegal”, en Revista del Ejército (Bogotá), edición 180, pp. 12-14. 
86 La Policía Nacional es la única entidad facultada para llevar a cabo operativos de captura, destrucción de maquinaria y toma de muestras 
para el análisis de la contaminación ambiental como soporte para acusaciones por concepto de delitos vinculados con la minería ilegal, 
aunque recibe apoyo de otras entidades estatales con funciones de investigación y control.
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Tabla 4: Mesas Mineras vigentes (2018)

Fuente: elaboración con base en MinMinas (2018)

Mesa de interlocución 

del Sur de Bolívar

Formalización Minera 

para el sector 

Esmeraldífero 

CundiBoyacense

Mesa Explosivos

Mesa del Chocó

Mesa Conalminercol

Mesa de Segovia

Cumbre Agraria

Ministerio del Interior

Ministerio de Minas 
y Energía

Ministerio de Minas 
y Energía

Gobernación del Chocó

Agencia Nacional 
de Minería

Gobernación 
de Antioquia

Ministerio del Interior

O�cina en Asuntos 
Ambientales y Sociales

Dirección de Formalización 
Minera

Dirección de Formalización 
Minera

Dirección de Formalización 
Minera

O�cina de Asuntos 
Ambientales 

y Sociales

Dirección de Formalización 
Minera

O�cina en Asuntos 
Ambientales 

y Sociales

Voceros de Asoagromisbol, 
MinInterior, MinAmbiente, 

ANM, MinMinas

Nombre de la mesa    Entidad coordinadora   Dependencia de MinMinas          Participantes   Área de in�uencia
que la lidera

Asociación de Mineros Peña 
Blanca, Muzo, Quipama, 
Asojoyerías Candelaria, 

Comunidades Productoras de 
Chivor, Coopmicol, Macana, 

Chivor, Ubalá, Muzo, Quipama, 
La Victoria, Otanche, San Pablo 

de Borbur

MinMinas, MinAmbiente, 
MinInterior, MinTrabajo, ANM, 

Gobernación del Chocó, 
FEDEMICHOCO, 11 represen-

tantes de los consejos 
comunitarios del Chocó, cuatro 
organizaciones indígenas del 

Chocó, garantes

MinInterior, MinMinas, 
Congreso de los Pueblos, 

Marcha Patriótica, ACONC, 
PCN, ANZORC, FEN- SUAGRO, 

Ríos Vivos.

MinMinas, MinAmbiente, 
MinInterior, MinTrabajo, 

MinDefensa, ANM, Gober-
nación de Antioquia, CONALM-

INERCOL, Garantes

MinMinas, MinAmbiente, 
MinInterior, MinTrabajo, 

MinDefensa, ANM, Gober-
nación de Antioquia.

INDUMIL, DCC, MinMinas, ANM

Sur de Bolívar

Boyacá, 
Cundinamarca

Departamento del 
Chocó

Departamentos de 
Antioquia, Risaralda, 

Guainía, Valle del 
Cauca, Nariño

Departamento de 
Antioquia, municipios 

de Segovia 
y Remedios.

Nacional

Nacional

En estos espacios son comunes los reclamos de las asociaciones de pequeños mineros 
por el incumplimiento reiterado de los acuerdos suscritos por las entidades estatales.  
Mientras esta población, cuya característica fundamental es su condición de vulnera-
bilidad, acude a las mesas con la expectativa de avanzar en su proceso de formaliza-
ción a partir de medidas diferenciales que reconozcan sus particularidades culturales, 
medianos y grandes mineros mecanizados hacen uso del espacio con la finalidad de 
posicionar sus agendas sectoriales. Como resultado, la disputa de intereses hace perder 
de vista el tratamiento y la resolución de asuntos de fondo como la reestructuración de 
los diseños político-institucionales sobre formalización, con el fin de generar medidas 
integrales y diferenciales, así como mecanismos para contrarrestar impactos, daños y 
la configuración de escenarios de vulneración de derechos humanos derivados de la ac-
tividad minera en lo concerniente con las dimensiones socio-ambientales, culturales y 
territoriales, incluyendo garantías para la protección, la exigibilidad y la justiciabilidad 
de derechos a la salud, al agua, a la alimentación, al territorio, a la cultura, entre otros, y 
aquellos que se desprenden de la declaratoria de la naturaleza como sujeto de derechos, 
de acuerdo con las disposiciones de la Corte Constitucional en el caso del río Atrato87. 

87 Corte Constitucional, Sentencia T-622 de 2016, M.P.: Jorge Iván Palacio. Disponible en: http://www.corteconstitucional.gov.co/
relatoria/2016/t-622-16.htm
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· La tendencia a privilegiar la titulación y los contratos de concesión a grandes 
empresas resaltando sus supuestas ventajas para fomentar operaciones legales y 
la llamada «minería bien hecha»: La producción de oro está registrando un incre-
mento progresivo de la explotación empresarial (vía título y contrato de concesión), 
dados los estímulos gubernamentales ya señalados en acápites anteriores. Esto está 
configurando escenarios de conflictividad entre comunidades locales, asociaciones de 
pequeños y grandes empresas. El hecho que el Gobierno privilegie la minería empresa-
rial puede provocar traslapes e implica en la práctica la vulneración de los derechos de 
los pequeños explotadores, lo cual incentiva los conflictos. En una parte importante de 
las zonas donde se localizan los pequeños mineros en condición de informalidad hay 
traslapes con títulos. Se ha llegado a establecer que el 90% de dichas zonas ya han sido 
incorporadas dentro de contratos de concesión, situación que tiende a obstaculizar 
los procesos de formalización efectiva de los pequeños mineros88. Incluso el derecho 
de prelación no garantiza el reconocimiento de los derechos que reclaman los peque-
ños mineros pertenecientes a comunidades étnicas y atenta contra su autonomía en 
tanto depende de una solicitud de titulación minera de un tercero y que la respectiva 
comunidad cuente con una Zona Minera declarada a su favor y manifieste el interés de 
explotar por cuenta propia un yacimiento. De lo contrario, el Estado dará curso (privi-
legiando) la solicitud del tercero.

Son comunes también las ya mencionadas políticas de asociatividad entre organizacio-
nes de pequeños mineros y las empresas mediante figuras como la «cesión o renuncia 
parcial de áreas a favor de minero tradicional», los «contratos de operación o asocia-
ción con minero tradicional»89  y los «subcontratos de formalización». Se trata de una 
suerte de mecanismos para dirimir conflictos jurídicos vinculados con derechos mine-
ros que además están sujeto a la voluntad de las empresas, lo que les otorga un margen 
de incidencia extremadamente amplio en una política de responsabilidad estatal. Los 
procesos de «diálogo» sobre los cuales teóricamente deberían materializarse dichas 
medidas de formalización soslayan las evidentes asimetrías de poder que predominan 
en la relación entre pequeños mineros y grandes empresas transnacionales. 

88 Leonardo Güiza (2017), “Minería tradicional versus gran minería: ¿quién va ganando la pelea?”, en Razón Pública, Bogotá, marzo, 
disponible en: https://www.razonpublica.com/index.php/economia-y-sociedad/10091-miner%C3%ADa-tradicional-versus-gran-
miner%C3%ADa-quién-va-ganando-la-pelea.html Véase también: Defensoría del Pueblo (2010), Minería de hecho en Colombia, 
Bogotá: Defensoría del Pueblo. 
89 Contempladas en el Decreto 933 de 2013, “por el cual se dictan disposiciones en materia de formalización de minería tradicional y se 
modifican unas definiciones del Glosario Minero”, suspendido provisionalmente por el Consejo de Estado. 
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RECUADRO 1: DOS CASOS ILUSTRATIVOS DE LA CONFLICTIVIDAD SURGIDA DE 
ESQUEMAS DE ASOCIATIVIDAD

I) El proyecto de la mina de Yaraguá90 en Buriticá (Antioquia), implementado por Continental Gold. En 2014 la empresa 
suscribió 8 subcontratos de formalización91 con asociaciones de pequeños mineros92 de Buriticá dentro de un título 
concedido a Continental en una extensión de 62.348 has. En zonas aledañas al proyecto se habían identificado 108 
bocaminas ilegales, 52 intervenidas por las autoridades93. El Censo Minero de 2011 ya había registrado 2.025 UPM en 
Antioquia de las cuales 1.601 (79,1%) no tenían título minero. En 2013, un año antes de la firma de los subcontratos, la 
empresa reveló la supuesta presencia de mineros «no autorizados» en sus concesiones y, con el apoyo de la Policía, el 
Ejército y el ESMAD, expulsó población que obtenía sustento en Buriticá. Lo anterior desató una serie de protestas94. 
Por su lado, Continental firmó acuerdos con el Ministerio de Defensa para garantizar la seguridad de sus operaciones a 
cambio de contribuciones económicas95. 

Las disputas con Continental tienen que ver con los términos y condiciones sobre los cuales se fijaron los subcontratos 
de formalización. Según la declaración de las asociaciones de mineros, mientras la empresa únicamente permitía tra-
bajos subterráneos hasta 50 metros, la expectativa de mayores hallazgos de oro estaba en perforaciones de más de 500 
metros; el conflicto se agravó cuando Continental Gold acusó a algunas de las asociaciones de trabajar en zonas distin-
tas a las asignadas desviándose incluso hacia socavones ilegales96. Como consecuencia, canceló unilateralmente 5 de 
los 8 subcontratos. La ANLA expuso el motivo de la cancelación en los siguientes términos: “algunas de las unidades 
de producción minera involucradas en el proceso no lograron adecuar sus estándares en la forma esperada, derivando 
en incumplimientos reiterados en lo contractual, técnico y ambiental que motivaron su terminación”97. Sin embargo, 
el conflicto tiene un trasfondo político que deja ver los márgenes de acción que tienen las empresas en figuras como los 
subcontratos de formalización. 

II) El proyecto de Marmato (Caldas), que enfrentó a Gran Colombia Gold y los pequeños mineros del municipio por la 
explotación de la mina de oro Villonza, ubicada en el cerro «El Buro». La empresa, con títulos en Marmato desde 2008, 
alegó incumplimiento de los amparos administrativos98 que exigían desalojar a población tradicional en ejercicio de 
minería informal sobre la zona titulada. Los mineros habían presentado solicitudes de legalización que aún no habían 
sido resueltas pero la Alcaldía les notificó una diligencia de desalojo de la mina Villonza en mayo de 2014. El 70% de los 
pobladores del municipio derivan su sustento de la minería, por lo que la economía de Marmato depende fundamen-
talmente de la explotación de oro99. El conflicto con la empresa llevó a los mineros a interponer una acción de tutela 
reclamando el derecho de la población de Marmato a participar democráticamente en la toma de decisiones y en la 
autorización de concesiones mineras. La Corte Constitucional ordenó suspender provisionalmente las operaciones de 
explotación llevadas a cabo por Gran Colombia Gold hasta tanto se realizara una consulta previa (tutelando así los de-
rechos del pueblo indígena Cartama y de la comunidad afro-descendiente Asojomar, dedicados a la minería artesanal e 
informal en la mina Villonza), concertar espacios de participación efectiva en materia minera y suspender la resolución 
de amparo administrativo que favorecía a la empresa100. 

En virtud de la decisión, Gran Colombia Gold presentó una «notificación de intención» de demanda por $700 millones 
de dólares ante la Dirección de Inversión Extranjera del MinComercio en donde denunciaba el incumplimiento de los 
términos del Tratado de Libre Comercio suscrito entre Colombia y Canadá, y solicitaba la activación del mecanismo de 
solución de controversias contemplado en dicho instrumento. Una vez surtido ese trámite, el proceso escaló al Centro 
Internacional de Arreglo de Diferencias Relativas a Inversiones (CIADI) del Banco Mundial, registrando la demanda en 
julio de 2018. El tribunal se constituyó en octubre de ese año y actualmente el proceso se encuentra suspendido por la 
renuncia de uno de los árbitros101.

90 Se trata de una veta con reservas de 3,7 millones de onzas oro. Cfr.: “Recursos, reservas y tenores”, en: http://www.continentalgold.com/
es/proyectos/buritica/recursos-reservas-y-minerales/#02    
91 Según fue reportado por la ANM. Véase: Agencia Nacional de Minería, “Reporte de anotaciones. Expediente No. P7495011, 2 de 
diciembre de 2014 y Agencia Nacional de Minería, “Reporte de anotaciones. Expediente No. P7495011, 3 de diciembre de 2014. 
92 Las asociaciones son: San Román, San Antonio, Gualanday, Progreso Gold Mine, Progreso 5, Gold Mountain, Minera Occidente y 
Asmimodo. 
93  “Intervención en minas ilegales en Buriticá van en un 64%: Pérez”, en El Colombiano (edición on-line). Disponible en: http://www.
elcolombiano.com/antioquia/luis-perez-hablo-sobre-operativos-contra-la-mineria-ilegal-en-buritica-ME4204248
94 “El oro maldito de Buriticá, Antioquia”, en El Espectador (edición on-line), disponible en:  https://www.elespectador.com/noticias/
economia/el-oro-maldito-de-buritica-antioquia-articulo-635916
95  Véase los convenios 042015 y 16001 suscritos entre el Ministerio de Defensa – Fuerzas Militares de Colombia – Ejército Nacional y 
Continental Gold Limited Sucursal Colombia.
96 “El oro maldito de Buriticá, Antioquia”, Op. Cit. 
97 Autoridad Nacional de Licencia Ambientales, “Resolución No. 01443 de 2016, por la cual se modifica una licencia ambiental global y se 
toman otras determinaciones”, disponible en: http://portal.anla.gov.co/sites/default/files/res_1443_30112016_ct_6335_d.pdf 
98 Resolución GTRM Nº 751 del 1º de septiembre de 2010, “por medio de la cual se resuelve un amparo administrativo dentro del título 
minero Nº CHG-081”.
99 Leonardo Güiza (2017), Op. Cit. 
100 Corte Constitucional, Sentencia SU-133 de 2017, M.P.: Luís Ernesto Vargas. Disponible en: http://www.corteconstitucional.gov.co/
relatoria/2017/su133-17.htm 
101 Centro Internacional de Arreglo de Diferencias Relativas a Inversiones (2019), Gran Colombia Gold Corp. V. Republic of Colombia, Case 
No. ARB/18/23”, Washington: CIADI. Disponible en: https://icsid.worldbank.org/en/Pages/cases/casedetail.aspx?CaseNo=ARB/18/23 
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Lo anterior demuestra que las operaciones a 
gran escala no están desprovistas de contro-
versia en los territorios debido a los conflictos 
que provocan en comunidades locales, los da-
ños socio-ambientales que generalmente oca-
sionan, los cambios de vocación productiva 
en las zonas donde se instalan o por la misma 
relación que la implementación de estos pro-
yectos tiene con la presencia de actores arma-
dos (legales e ilegales). El caso de Antioquia es 
representativo. La Defensoría del Pueblo ha 
examinado la correlación de dichas dinámicas 
y la exacerbación de los conflictos en el depar-
tamento, específicamente en relación con la 
minería aurífera: 

“(L)as prácticas tradicionales a menudo son 
sustituidas por técnicas de explotación que ge-
neran mayores ingresos y, de la misma manera, 
mayores afectaciones ambientales, o bien por 
prácticas de explotación a gran escala, promo-
vidas por las empresas multinacionales que ha-
cen presencia en estos territorios. Estos procesos 
en algunos casos son motivados por los actores 
armados ilegales, con el objeto de aumentar las 
rentas percibidas por la actividad; por lo general, 
estos cambios vienen acompañados de la intimi-
dación y la coacción”102 . 

Más allá de la situación legal de las explota-
ciones o del tipo de aprovechamiento que se 
lleve a cabo, no podemos dejar de lado que 
“los impactos de la minería (legal o no) tienen 
algunos efectos de carácter permanente, irre-
versible y no plenamente compensables”103. 
Lo anterior quiere decir que todos los tipos de 
explotación minera conllevan impactos y da-
ños eco-sistémicos así hayan sido autorizados 
por el Estado y estén regulados. El hecho que la 
minería se lleve a cabo bajo el amparo de un tí-
tulo minero tampoco es garantía de que se esté 
practicando bajo los estándares ambientales y 
de respeto de los DDHH, debido precisamente 
a las dificultades institucionales mencionadas 
anteriormente.

102 Defensoría del Pueblo (2018), Informe especial: economías ilegales, actores armados y nuevos escenarios de riesgo en el posacuerdo, 
Bogotá: Defensoría del Pueblo, p. 159. Disponible en: http://www.defensoria.gov.co/public/pdf/economiasilegales.pdf 
103  Julio Fierro (2013), “Una aproximación sintética a los impactos de la minería no legal”, en Contraloría General de la República 
(2013), Minería en Colombia: institucionalidad y territorio, paradojas y conflictos (Vol. 2), Bogotá: Imprenta Nacional, pp. 193-228.
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RECUADRO 2: EL CASO DE MINEROS S.A. ¿«MINERÍA BIEN HECHA»?  

En el departamento de Antioquia se localizan varias de las más grandes operaciones a gran escala en Colombia. Una de 
las más importantes está a cargo de Mineros S.A.104, en el municipio de El Bagre. La empresa ha sido beneficiada con la 
concesión de títulos en más de 40.000 hectáreas105, produce el 14% del oro del departamento y el 8,50% de la produc-
ción nacional total que luego exporta a las refinerías suizas Argor-Heraeus y Metalor. En 2018, reportó unas utilidades 
de $COP 130.641.249.741106. 

Uno de los argumentos del Gobierno para promover la gran minería empresarial es que, en teoría, las operaciones 
son fácilmente controlables y responden al modelo de «minería bien hecha», “aquella que cuenta con título minero, 
licencia ambiental, genera progreso social y económico, promueve las mejores prácticas en responsabilidad social, el 
cuidado del ambiente y el desarrollo sostenible”107. No obstante, los daños socio-ambientales provocados por varios de 
estos proyectos parecen demostrar lo contrario. El caso Mineros S.A. es un claro ejemplo. Las comunidades de El Bagre 
y Nechí denunciaron el deterioro sistemático de los ecosistemas alrededor de la cuenca del río Nechí donde tienen 
lugar las operaciones de la empresa. Incluyen contaminación de aguas y su vertimiento en humedales y ciénagas por 
la ruptura (el 13 de mayo de 2018108) de un dique construido por Mineros S.A. para represar las aguas provenientes del 
dragado, lo que provocó mortandad de peces y otras especies, destrucción de fauna y flora y brotes de enfermedades. 
De hecho, en octubre de 2017, la autoridad ambiental regional había legalizado una medida preventiva de suspensión 
de actividades y obras impuesta en situación de flagrancia por presunta responsabilidad en la comisión de infracción 
ambiental causada por la construcción del dique109. 

Los daños socio-ambientales del proyecto aurífero de Mineros S.A. han generado graves afectaciones a los medios de 
subsistencia de las comunidades de Sabalito, El Pital, Guachi, La Esperanza, Cargueros, Bijagual, La Ye, La Concha y 
Colorado, ubicadas entre los municipios de El Bagre y Nechí:

“La imposibilidad de desarrollar actividades agrícolas y de pesca, ha colocado a los habitantes en situaciones de ex-
trema precariedad socio-económica. Dichos daños no han sido compensados, y las acciones de responsabilidad social 
empresarial son valoradas en términos negativos, pues las mismas no dimensionan ni compensan los daños y afecta-
ciones a las comunidades asentadas desde mediados del siglo XX en el territorio. No se observa un proceso de debida 
diligencia por parte de la empresa para prevenir estos daños, ni tampoco para resarcir los mismos; tampoco se observa 
una actividad efectiva de fiscalización por parte de las autoridades ambientales y mineras, sucediéndose estas afecta-
ciones por la falta de control y vigilancia estatal, acciones de monitoreo que deberían desarrollarse con la participación 
efectiva de las comunidades situadas en el área de influencia del proyecto de explotación aurífera que desarrolla Mine-
ros S.A. en la cuenca del río Nechí”110.

La gravedad de los daños pone en cuestión el modelo de «minería bien hecha» y demuestra la falta de diligencia de las 
autoridades competentes: la ANLA, el MinAmbiente y la Secretaría de Minas de la Gobernación de Antioquia. La ANLA 
se limitó a hacer visitas a la comunidad de La Esperanza en compañía de empleados de Mineros S.A., lo cual generó 
desconfianza teniendo en cuenta que la empresa era la presunta responsable de los daños, para luego exhortarla a for-
mular un plan de manejo del desastre111. Además, según denuncias de organizaciones comunitarias y no-gubernamen-
tales112, las alcaldías de los municipios de El Bagre y Nechí se preocuparon más por preservar la imagen corporativa de 
Mineros S.A. que por generar medidas tendientes a la protección de los DDHH y ambientales de la población afectada. 
 

104 Organizada como conglomerado empresarial con cuatro filiales: Exploradora Minera S.A.S., Operadora Minera S.A.S., Hemco y la 
Fundación Mineros. Mineros S.A. y sus filiales tienen operaciones en Bonanza (Nicaragua); en el municipio de El Bagre, Bajo Cauca an-
tioqueño; y en el municipio de Ataco, departamento del Tolima. Según su certificado de Cámara de Comercio y su registro mercantil, 
la empresa tiene como objeto social: “Invertir directamente, o por medio de aportes en sociedades de cualquier naturaleza o especie, 
en actividades de conservación, exploración, explotación, industrialización o aprovechamiento, en cualquier forma, de los recursos 
renovables o no renovables, o en el cultivo, cría, explotación, industrialización o comercialización de especies animales o vegetales de 
utilización alimentaría, industrial recreativa o decorativa”. 
105 Pablo Bernal (25 de junio de 2018) [Respuesta solicitud de información SISAL No. 01-24-2018]. Grupo de Regalías y Contrapresta-
ciones Económicas, Agencia Nacional de Minería, Bogotá.
106 Mineros S.A. (2019), Informe financiero 2018, Medellín: Mineros. Disponible en: http://www.mineros.com.co/pdf/2018-informe-fi-
nanciero.pdf 
107 Ministerio de Minas y Energía (2018), Memorias al Congreso de la Republica 2017 – 2018, Bogotá: MinMinas, p. 17. Disponible en: 
https://www.minminas.gov.co/documents/10192/24023113/190718_mem_congreso_2017_2018_completa.pdf/da770040-6651-441b-
8a5b-a9e01da37439   
108 Según información suministrada por Mineros S.A. a la ANLA. Véase: Autoridad Nacional de Licencias Ambientales, Resolución 
No. 00857, 12 de junio de 2018, p. 3, disponible en: http://portal.anla.gov.co/sites/default/files/res_0857_12062018_ct_2870.pdf  
109 Ibíd.  
110 Instituto Popular de Capacitación (2018), “¿Ecocidio de Mineros S.A. en el río Nechí?”, IPC, mayo, disponible en: http://www.ipc.org.
co/agenciadeprensa/index.php/2018/05/19/ecocidio-de-mineros-s-a-en-el-rio-nechi/ 
111 Autoridad Nacional de Licencias Ambientales, Resolución No. 00857 del 12 de junio de 2018, Op. Cit.
112 Instituto Popular de Capacitación (2018), “IPC entregó informe a Corantioquia sobre Ecocidio de Mineros S.A. en el río Nechí”, 
mayo, disponible en: http://ipc.org.co/index.php/2018/05/ipc-entrego-informe-a-corantioquia-sobre-ecocidio-de-mineros-s-a-en-el-
rio-nechi/
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Tierra Digna se puso en contacto con Mineros S.A. con el fin de solicitar una entrevista para indagar sobre su política de 
debida diligencia, sus respuestas a las denuncias de las comunidades y a los daños causados por la ruptura del dique, 
pero no fue posible acordarla. Sin embargo, luego de conversaciones con representantes del Instituto Popular de Capa-
citación, organización social de Medellín que ha documentado el caso y que está apoyando a las comunidades locales, 
se pudo establecer que la empresa propuso medidas de indemnización individual que fueron aceptadas por algunos 
afectados. Otro grupo de personas exigió acuerdos de reparación colectiva y acciones de restauración eco-sistémica 
y ambiental que se encuentran en discusión. En todo caso, se hace evidente la fractura de los procesos organizativos 
locales en virtud de las propuestas desarticuladas de reparación y compensación por parte de la empresa.

Las dinámicas de conflictividad en los yacimientos donde la empresa extrae oro también han estado acompañadas de la 
militarización del territorio. De hecho, Mineros S.A. ha firmado varios convenios de seguridad con la Fuerzas Militares 
con el argumento de que la industria minera es de utilidad pública e interés social. La expansión de las fuerzas regulares 
del Estado en las áreas de influencia de la empresa es justificada en los convenios como medida para desplegar accio-
nes contra los grupos armados ilegales, pero también para suministrar servicios de seguridad y acompañamiento a las 
actividades de Mineros S.A., valoradas como esenciales para el desarrollo económico. Sin embargo, en los convenios 
no se consideran los riesgos ni la amenazas que dichas estrategias conllevan en la profundización de la situación de 
vulnerabilidad a la que se ven expuestas las comunidades locales. 

Adicionalmente, cabe mencionar que organizaciones sociales que trabajan en la zona han denunciado procesos de 
acumulación de tierras y títulos de explotación en el bajo Cauca por parte de la empresa Mineros S. A., en coincidencia 
con períodos de desplazamiento forzado y otras violaciones de DDHH. Señalan estas organizaciones que la empresa ha 
dejado una enorme deuda social y territorial en la zona, ya que los pobladores locales se han quedado prácticamente 
sin tierras115. 

Convenios de seguridad �rmados entre Mineros S.A. y la Fuerza Pública de Colombia

Fuente: elaboración propia con base en convenios. 

Convenio/año                     Entidad              Objeto          Valor (COP)

13087-2012 933.000.000

264.000.000

Ministerio de 
Defensa – Fuerzas 
Militares – Ejército 

Nacional

Mantener condiciones de seguridad y 
protección de las actividades y de la 

infraestructura e instalaciones industriales 
�jas y móviles de la empresa a través de las 
brigadas Décimo Primera y Décimo Cuarta 

Mantener condiciones de seguridad y 
protección de las actividades y de la 

infraestructura e instalaciones industriales 
�jas y móviles de la empresa a través de las 
brigadas Décimo Primera y Décimo Cuarta

Ministerio de 
Defensa – Fuerzas 
Militares – Ejército 

Nacional

13061-2013

970.320.000

Mantener condiciones de seguridad y 
protección de las actividades y de la 

infraestructura e instalaciones industriales 
�jas y móviles de la empresa a través de las 
brigadas Décimo Primera y Décimo Cuarta

Ministerio de 
Defensa – Fuerzas 
Militares – Ejército 

Nacional

13087-2013

No especi�ca valor¹¹³ Mantener condiciones de protección y 
seguridad de la comunidad y las personas 

en las áreas en las que la empresa 
desarrolla sus actividades 

Ministerio de 
Defensa – Fuerzas 
Militares – Ejército 

Nacional

272015-2015

No especi�ca valor 
Mantener el orden constitucional, la 

seguridad de la comunidad, de las personas, 
del área general y de in�uencia en la que la 

empresa desarrolla sus actividades y 
operaciones 

Ministerio de 
Defensa – Fuerzas 
Militares – Ejército 

Nacional

16009-2016 114

113 El convenio refiere a un anexo donde se estima el valor de los aportes. Sin embargo, dicho documento no fue suministrado por el 
Ministerio de Defensa. 
114 Ídem. 
115 Instituto Popular de Capacitación (2017), “¿Cuál es la deuda socio ambiental del Estado colombiano y de grandes empresas como 
Mineros S.A. con el Bajo Cauca?”. Disponible en: http://www.ipc.org.co/agenciadeprensa/index.php/2017/05/05/cual-es-la-deuda-
socio-ambiental-del-estado-colombiano-y-de-grandes-empresas-como-mineros-s-a-con-el-bajo-cauca/
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· Política de formalización minera desenfocada, ineficaz y discriminatoria116 : En 
los últimos años, en un intento de regularizar la situación de informalidad en el sector 
de la minería de oro, el Gobierno ha introducido una serie de medidas para extender 
la producción regulada vía titulación de medianas y grandes empresas, formalización 
de mineros artesanales o la combinación de las dos anteriores mediante esquemas 
asociativos entre empresas y pequeños mineros que derivan en los llamados «subcon-
tratos de formalización»117. Existen en la actualidad varios procesos de formalización 
concomitantes118 y se han creado figuras de ordenamiento minero119  que tienen como 
propósito abordar el problema de la ilegalidad sin constituirse en mecanismos de for-
malización propiamente dichos. 

La generalidad de las políticas públicas sobre la materia no considera los rasgos cultu-
rales específicos inherentes a las comunidades étnicas, cuyo tratamiento demanda en-
foques integrales y diferenciales. La política de formalización ha sido criticada desde 
diferentes sectores pues ha estado enfocada en combatir la ilegalidad sin construir una 
propuesta diferencial, que tenga en cuenta las problemáticas y singularidades territo-
riales, por más que bajo las condiciones actuales debería analizarse seriamente quién 
se beneficiaría del ordenamiento minero diferencial.

· El Registro Único de Comercializadores de Minerales (RUCOM): Además de la 
política de formalización minera, deben mencionarse mecanismos complementarios 
específicamente diseñados para controlar y fiscalizar los enlaces entre los eslabones de 
producción y comercialización. Atendiendo a la necesidad de perfilar el sistema de in-
formación y registro del sector minero con el fin de identificar los actores involucrados 
en la cadena y la procedencia de los minerales, el MinMinas creó un nuevo mecanismo 
de regulación: el RUCOM120 . Se trata de una plataforma en la que deben inscribirse los 
explotadores y comercializadores mineros como requisito para acreditar su actividad. 
El registro se posicionó como uno de los instrumentos más importantes para ejercer 
el control sobre las actividades de comercialización de minerales cuya administración 
recae sobre la ANM, autoridad encargada de certificar a los agentes comercializado-
res autorizados 121. En su momento, el Gobierno buscaba implementar las medidas de 
control y fiscalización con la expectativa de continuar allanando el terreno para su in-
greso a la ODCE. De ahí que su referente fundamental sea la Guía de Debida Diligencia 
de la OCDE para Cadenas de Suministro Responsables de Minerales en las Áreas de 
Conflicto o de Alto Riesgo122 .

Además de su inscripción en el RUCOM, los comercializadores autorizados tienen la 
obligación de presentar, en escenarios de transacción, los documento indicados en la 
siguiente tabla: 

116 La evaluación sistemática de la política orientada a la legalización o formalización de la minería del oro no es el objeto de este estu-
dio. Sin embargo, su análisis abre una importante veta de investigación.
117 Introducidos mediante la Ley 1658 de 2013 (regulada por el Decreto 480 de 2014). 
118 Por ejemplo, pueden mencionarse los previstos en el Código de Minas, desarrollados vía Decreto 2390 de 2002, además de los con-
templados en la Ley 1382 de 2010 (declarada inexequible), que fueron ajustados con el Decreto 933 de 2013 sobre formalización de la 
minería tradicional. Dicha Ley había previsto un término de 2 años para que mineros de tradición en la informalidad (sin título inscrito 
en el Registro Minero Nacional) hicieran solicitudes de formalización. Su inexequibilidad suscitó la expedición del Decreto 933 de 
2013 pero el Consejo de Estado suspendió provisionalmente sus efectos mientras adelantaba procesos de revisión, exacerbando así la 
incertidumbre de quienes se encontraban en proceso de formalización bajo los criterios establecidos en esa norma.
119 Se destacan las Zonas Mineras de comunidades étnicas, las Zonas de Reserva Especiales, las Zonas de Minería Restringida y las 
Zonas de Seguridad Nacional.
120 Ministerio de Minas y Energía, Decreto 2637 de 2012, Por el cual se reglamente el artículo 112 de la Ley 1450 de 2011, Bogotá: Im-
prenta Nacional.
121 Definidas en el Decreto 2637 como las “personas naturales o jurídicas que realizan de forma regular la actividad de comprar y vend-
er minerales para transformarlos, beneficiarlos, distribuirlos, intermediarlos, exportarlos o consumirlos, debidamente inscritos en el 
Registro Único de Comercializadores de Minerales (RUCOM)”, p. 3.
122 Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (2013), Guía de Debida Diligencia de la OCDE para Cadenas de Sumin-
istro Responsables de Minerales en las Áreas de Conflicto o de Alto Riesgo, Bogotá: OCDE/MinMinas. 
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Cinco definiciones son clave para comprender el alcance del RUCOM como mecanismo de 
control. Se describen en la siguiente tabla:

El RUCOM pretendía establecer, mediante el registro, la procedencia del oro comerciali-
zado legalmente. Sin embargo, ese objetivo se alcanzó parcialmente. El otrora viceminis-
tro de Minas, Carlos Andrés Cante, reconoció -como parte de sus valoraciones provisio-
nales sobre el mecanismo- que el instrumento no contaba en su diseño con un sistema de 

123 Las Alcaldías locales son las autoridades ejecutivas encargadas de dirigir la acción administrativa de un municipio cumpliendo (y 
haciendo cumplir) la Constitución y la ley. 
124 Entrevista del equipo de Tierra Digna con compraventas en los municipios de Condoto e Itsmina en Chocó. 
125 Con base en la información reportada en el RUCOM, la plataforma expide un código para llevar a cabo el pago de la regalía 
correspondiente. 

Categoría                                                          De�nición          

Explotador minero 
autorizado

Fuente: elaborado con base en MinMinas (2017)

Comercializador de 
minerales autorizado

Declaración de producción 
para «mineros de 

subsistencia»

Certi�cado de origen

Constancia de la alcaldía

Se entiende por Explotador Minero Autorizado las siguientes personas: (i) Titular Minero en Etapa 
de Explotación; (ii) Solicitantes de programas de legalización o de formalización minera siempre y 
cuando cuenten con autorización legal para su resolución (iii) Bene�ciarios de áreas de reserva 
especial mientras se resuelvan dichas solicitudes; (iv) Subcontratista de formalización minera; (v) 
Mineros de Subsistencia.

Persona natural o jurídica que realiza de forma regular la actividad de comprar y vender minerales 
para transformarlos, bene�ciarlos, distribuirlos, intermediarlos, exportarlos o consumirlos, debida-
mente inscritos en el Registro Único de Comercializadores de Minerales, y que cuente con certi�-
cación vigente de la Agencia Nacional de Minería, donde conste dicha inscripción.

Documento que se emite por el Explotador Minero Autorizado, con excepción de los mineros de 
subsistencia, con el objeto de certi�car la procedencia lícita del mineral que se transporte, trans-
forme, bene�cie, distribuya, intermedie, comercialice o exporte; el cual, no tendrá fecha de 
vencimiento alguna.

Documento mediante el cual la Alcaldía respectiva certi�ca la inscripción de los «barequeros» y en 
donde consta el lugar de procedencia del mineral producto de las labores de barequeo de que trata 
el artículo 155 del Código de Minas.

Es el documento mediante el cual los «mineros de subsistencia» declaran la producción objeto de 
venta

Tabla 6. De�niciones de la autoridad minera 
para la regulación en el eslabón de la extracción 

Agente            Tipo/Rol                      Requisitos para cumplir para la comercialización          

Explotador 
minero 
autorizado

«Minería de subsistencia» 
(barequeros, chatarreros): 
suelen vender su producción 
a las compra-ventas locales.

Tienen un límite máximo de venta de 35gr./mes o 420 gr./año. 
Para la venta, deben presentar:
- Cédula de Ciudadanía;
- Certi�cación de la Alcaldía local    que valide su o�cio como 
mineros artesanales;
- Registro Único Tributario (RUT);
- Estar inscrito en el Registro Único de Comercializadores 
(RUCOM), habilitado por la ANM. 
- Presentar declaración de producción (normalmente las 
compraventas imprimen un talonario con los formatos diseñados 
por la ANM que deben ser diligenciados por los mineros artesa-
nales en cada transacción   );
- Tener una cuenta bancaria para recibir los pagos. 

- No tienen límite para la cantidad de venta, pero deben 
declarar el  volumen de producción ante la ANM;
- Estar publicados en los listados de explotadores mineros 
autorizados del RUCOM;
- Expedir certi�cado de origen y pagar regalías . 

Titulares mineros, bene�ciarios de 
áreas de reserva especial declaradas 
y subcontratos de formalización 
minera. Dependiendo de su dimensión 
pueden exportar directamente su oro 
(medianas y grandes empresas) o 
vender directamente a las 
Comercializadoras Internacionales. 

Tabla 5. Requisitos que deben cumplir los explotadores 
mineros autorizados para participar en el eslabón de la extracción aurífera 

123

124

125



53

control, situación que distorsionaba la información sobre la producción y la procedencia 
del mineral. Según información del RUCOM a 2017, “65% del oro producido en el país 
aparece como si fuera de 107 mil barequeros”126. La inconsistencia de ese cálculo tiene 
su origen en el mismo marco jurídico del RUCOM: como se verá más adelante, los vacíos 
de regulación estaban abriendo paso a múltiples casos de legalización de oro procedente 
de actividades criminales. En el RUCOM había segmentos de población cuya producción 
llegaba a ser de mil gramos de oro al mes con ganancias de hasta 200 millones de pesos 
año127 . Por esa razón, el MinMinas estableció los volúmenes máximos de producción de 
la población agrupada en la categoría de «mineros de subsistencia». Los límites se defi-
nieron del siguiente modo:

La imposición de los límites de producción y, en general, los requisitos fijados para regular 
la actividad minera en el eslabón de la producción, han suscitado inconformidad entre los 
mineros artesanales. Diversos testimonios afirman que los requisitos son difíciles de cum-
plir y que el Gobierno los condena a la pobreza al limitar su producción129 . 

Posteriormente, el MinMinas130  implementó nuevas políticas en relación con el benefi-
cio/comercialización de minerales y los mecanismos de control. En el primer caso, obligó 
a las Plantas de Beneficio de oro a inscribirse en el RUCOM131  y las compele a beneficiar 
minerales extraídos por explotadores mineros autorizados. Asimismo, define los requisi-
tos para la inscripción de las plantas de beneficio en el RUCOM y las obligaciones que de-
ben cumplir, incluyendo la respectiva licencia ambiental. En el segundo caso, se autoriza a 
la UIAF para solicitar información, con fines de prevención, investigación y control, sobre 
la comercialización de minerales a la ANM, a la ANLA y a la DIAN. 

En 2017 el MinMinas132 revaluó y ajustó las condiciones para la inscripción en el RUCOM. 
Se actualizaron entonces las obligaciones asociadas con la expedición del certificado de 
origen, imponiendo nuevos requisitos para los «mineros de subsistencia»133 . La regula-
ción dio un plazo de seis meses luego de su expedición para que los mineros de subsis-

126 Declaraciones del ex-viceministro de Minas, Carlos Andrés Cante, para el diario El Colombiano. Véase: “Urge nueva ley para frenar 
minería ilegal”, en El Colombiano (edición on-line), febrero de 2017. Disponible en: http://www.elcolombiano.com/negocios/urge-
nueva-ley-para-frenar-mineria-ilegal-YK5914247 
127 Ibíd.
128 Ministerio de Minas y Energía, Resolución 40103 de 2017, por la cual se establecen los volúmenes máximos de producción en la min-
ería de subsistencia. Disponible en: https://www.minminas.gov.co/documents/10180//23517//37377-Resolucion-40103-9Feb2017.pdf 
129 De acuerdo con los testimonios de mineros de subsistencia recogidos por el equipo de Tierra Digna durante las entrevistas llevadas 
a cabo en el departamento de Chocó en mayo de 2018.
130 Ministerio de Minas y Energía, Decreto 1421 de 2016, por el cual se adiciona y modifica el Decreto Único Reglamentario del Sector 
Administrativo de Minas y Energía, 1073 de 2015, respecto de la adopción de medidas relacionadas con el Beneficio y Comercialización 
de minerales y se adiciona y modifica el Decreto Único Reglamentario del Sector Ambiente y Desarrollo Sostenible, 1076 de 2015, re-
specto del licenciamiento ambiental para plantas de beneficio». 
131 Si la Planta de Beneficio hace parte de un proyecto amparado por un título minero no debe inscribirse sino incluirse en las listas que 
debe publicar la ANM en la plataforma del RUCOM. 
132 Decreto 1102 de 2017, «por el cual se adiciona y modifica el Decreto Único Reglamentario del Sector Administrativo de Minas y 
Energía, 1073 de 2015, respecto de la adopción de medidas relacionadas con la Comercialización de Minerales».
133 “Los mineros de subsistencia deberán estar publicados en el RUCOM y contar con la Declaración de Producción para vender el min-
eral producto de su actividad. En el caso de los barequeros, estos deberán además tener la constancia de inscripción ante la respectiva 
alcaldía y el Registro Único Tributario RUT (…) Cuando la compra del mineral se realice entre Comercializadores de Minerales Autor-
izados, quien vende deberá suministrar copia del Certificado de Origen expedido por el Explotador Minero Autorizado o Declaración 
de Producción emitido por el Minero de Subsistencia”.   

Mineral y/o materiales Valor promedio mensual Valor máximo de producción anual

Metales preciosos 
(oro, plata, platino)

35 gr. 420 gr.

Fuente: MinMinas, 2017

Tabla 7. Límites de producción de oro para «mineros de subsistencia»

128
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tencia presentaran el RUT ante la Alcaldía donde se encontraran inscritos para evitar ser 
retirados de las listas del RUCOM. Asimismo, si los «mineros de subsistencia» llegasen a 
exceder los topes de producción definidos por MinMinas también serían eliminados del 
RUCOM, impidiendo así la continuidad de su actividad.

Finalmente, en ese mismo año la ANM134  definió los criterios que establecen la capacidad 
económica de personas naturales y jurídicas para cumplir con las actividades de comercia-
lización de minerales. Para la certificación de comercializador de minerales autorizado o 
planta de beneficio, la ANM instauró el cumplimiento de indicadores de liquidez, capital 
de trabajo e índice de endeudamiento. Sin embargo, una vez concluido el período de reno-
vación de la inscripción en el RUCOM, la ANM reportó que de los 2.591 comercializadores 
de minerales registrados que debían realizar la renovación del RUCOM, únicamente el 47% 
(1.220) lograron cumplir con los requisitos. 

El gremio de la comercialización de minerales (compra-ventas, CI y plantas de beneficio) 
hizo solicitudes a la ANM con el fin flexibilizar los requisitos relacionados con los indica-
dores de capacidad económica durante una fase de «transición», con el argumento de que 
los estados financieros de 2016 presentaron situaciones excepcionales que comprometie-
ron su operación comercial y expresaron cifras que hicieron difícil el cumplimiento de los 
indicadores. La incidencia de comercializadores llevó al Gobierno a precisar135  el alcance 
de los criterios para acreditación de capacidad económica y diferir el cumplimiento del 
requisito de indicadores hasta el 1 de mayo de 2018. Pero tuvo que redefinirlos en 2018136 
y, finalmente, fijó nuevos parámetros de capacidad económica de las personas naturales y 
jurídicas para cumplir actividades de comercialización de minerales137. 

La siguiente tabla presenta las funciones de control y fiscalización que deben cumplir di-
versas entidades según el marco regulatorio vigente sobre la comercialización de minera-
les. 

Entidad Función Descripción

MinMinas / ANM 
(autoridades mineras)

Alcaldías

DIAN

UIAF

Sistema General de 
Regalía

Superintendencia de 
Industria y Comercio

Fiscalía

Dirección de Inteligencia 
del Ejército y la Policía

Entidades bancarias

Entidades estatales con funciones de administración de los recursos minerales, 
concesión de títulos, control de actividades de exploración y explotación.

Entidad encargada de la expedición del certi�cado de actividad minera (barequeros) y de 
sistematizar los listados de inscripción en el RUCOM en coordinación con la ANM.

Su función es vigilar el cumplimiento de las responsabilidades y las obligaciones 
tributarias y aduaneras. La Unidad Anti-lavado de la DIAN monitorea comportamiento 
irregular y sospechoso de las importaciones y exportaciones.

Indagar e identi�car actividades criminales relacionadas con el lavado de activos y la 
�nanciación de grupos armados ilegales.

Mecanismo interinstitucional de articulación entre los entes territoriales y el Gobierno 
Nacional diseñado con el �n de establecer el uso, la distribución, la administración, el 
control y la destinación de ingresos producto de la explotación de los recursos naturales.

Supervisa la actividad de las sociedades que hacen parte de los sectores de industria y 
comercio. Se encarga de la promoción de planes empresariales diseñados con el �n de 
generar estrategias de prevención y reporte de transacciones sospechosas.

Unidad Nacional para la Extinción de Dominio y Contra el Lavado de Activos de la 
Fiscalía realiza investigación con el propósito de desarticular y judicializar particulares y 
sociedades relacionadas con operaciones de lavado de activos.

Coordinan acciones estratégicas y tácticas para desestructurar la �nanciación de los 
grupos armados ilegales.

Canalizar los �ujos monetarios entre los agentes de la compra y la venta de oro.

Control y �scalización

Control

Fiscalización 

Control

Control y �scalización

Control y �scalización

Control y �scalización 

Control

Control
 

Tabla 8. Entidades con funciones de control y �scalización 
en la cadena de comercialización del oro

Fuente: normatividad y UPME (2017)
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134 Agencia Nacional de Minería, Resolución 208 de 2017, por medio de la cual se establecen los criterios que permitan determinar la 
capacidad económica de personas naturales y jurídicas para cumplir las actividades de comercialización de minerales. Disponible en: 
https://www.anm.gov.co/sites/default/files/reso208de2017.pdf 
135 Agencia Nacional de Minería, Resolución 362 de junio de 2017, «Por medio de la cual se modifica la Resolución 208 del 27 de abril 
de 2017». Disponible en: https://www.anm.gov.co/sites/default/files/res_362_29_junio_2017.pdf 
136 Lo anterior llevó a la derogación de las resoluciones 298 y 362 de 2017.
137 Agencia Nacional de Minería, Resolución número 171 de 2018, por medio de la cual se derogan las Resoluciones 208 del 27 de 
abril de 2017 y 362 del 29 de junio de 2017 y se dictan nuevas disposiciones para establecer los criterios que permitan determinar la 
capacidad económica de las personas naturales y jurídicas para cumplir actividades de comercialización de minerales, Bogotá: ANM. 
Disponible en: https://www.anm.gov.co/sites/default/files/res_171_19_04_2018.pdf 

Diagrama 2. Competencia de las entidades en los eslabones

Fuente: elaboración propia con base en investigación de campo y fuentes secundarias
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En conclusión, y como se abordará en la si-
guiente sección, los diversos mecanismos y 
estrategias de control que el Estado colombia-
no ha implementado con el fin de esclarecer 
los vacíos de trazabilidad en la producción y 
comercialización de oro son claramente defi-
cientes y no han permitido establecer las res-
ponsabilidades por los impactos y daños de-
rivados de la extracción legal e ilegal de oro, 
incluyendo las situaciones de vulneración de 
los derechos humanos y de conflictividad te-
rritorial. Dicha falla reproduce los vacíos de 
trazabilidad sobre el origen del oro, limita la 
posibilidad de certificar que haya sido extraído 

de forma ambiental y socialmente responsable 
e impide determinar con claridad si el oro pro-
cede o no de explotaciones mineras que invo-
lucren la intervención de actores armados ile-
gales. En las visitas de campo que Tierra Digna 
realizó a territorio en el marco de esta investi-
gación, se hizo evidente que las instituciones 
encargadas (de los sectores minero y ambien-
tal) no están presentes para la constatación y 
para ejercer controles de trazabilidad efectivos 
en los yacimientos. La institucionalidad mi-
nera no ha asumido ese desafío, lo cual es un 
factor clave para que la minería ilegal siga pro-
liferando en el territorio.

PROBLEMAS DE CONTROL E
 INFORMACIÓN IDENTIFICADOS INCONSISTENCIAS EFECTOS SOBRE LA TRAZABILIDAD

Las de	niciones de minería 
artesanal o de pequeña escala por 
parte del Gobierno suprimen las 
particularidades técnicas, históricas, 
sociológicas y territoriales de la 
llamada “minería de subsistencia”.

El Gobierno y las autoridades del 
sector minero utilizaban indiscrimi-
nadamente categorías como 
«minería informal», «minería ilegal», 
«minería criminal».

Enfoque policivo contra la minería 
criminal en los puntos de extracción.

Las instituciones encargadas de los 
sectores minero y ambiental no 
están presentes para la constatación 
y para ejercer controles de 
trazabilidad efectivos en los 
yacimientos de extracción aurífera.

Parte de los mineros artesanales se mantienen en la informalidad para 
la extracción del oro.

Falta de garantías para los mineros artesanales o pequeños mineros 
para ejercer su actividad en condiciones de seguridad, y promoción de 
la minería empresarial que, a pesar de estar bajo el amparo de un título 
minero, no necesariamente está despojada de impactos sobre el 
territorio y violación de DDHH.

Los controles policivos en el punto de extracción no disminuye los  
vacíos o problemas de trazabilidad en el resto de la cadena de 
comercialización del oro.

Falta de trazabilidad por la di	cultad en establecer el origen del oro que 
se comercializa a nivel local y regional.

Vacíos de trazabilidad sobre el origen del oro, limita la posibilidad de 
certi	car que haya sido extraído de forma ambiental y socialmente 
responsable e impide determinar con claridad si el oro procede o no de 
explotaciones mineras que involucren la intervención de actores 
armados ilegales. 

Enfoques sesgados, poco ajustados e 
improvisación en el diseño de políticas de 
formalización, fracturando procesos 
organizativos en los territorios y exponiéndolos 
a toda clase de amenazas por el tratamiento 
militarista, policivo y penal adoptado.

Criminalización de los eslabones más frágiles de 
la cadena del oro y persecución de pequeños 
mineros en condiciones de informalidad, que son 
tratados como agentes ilegales o cómplices de la 
«minería criminal».

Falta de articulación con directrices orientadas a 
controlar y 	scalizar otros eslabones de la 
cadena de suministro como el bene	cio, el 
almacenamiento, la transformación, el 
transporte, la comercialización (local y regional) 
y la exportación.

Di	cultad de las instituciones para consolidar 
datos sobre la producción de oro y su origen 
real.

Mecanismos y estrategias de control 
implementados por el Estado colombiano para 
esclarecer los vacíos de trazabilidad en la 
producción y comercialización de oro son 
de	cientes y no permiten establecer las 
responsabilidades por los impactos y daños 
derivados de la extracción legal e ilegal de oro, 
incluyendo las situaciones de vulneración de los 
DDHH y de con�ictividad territorial.

TABLA RESUMEN 1. Principales problemas identi	cados de control 
e información en el eslabón de la EXTRACCIÓN y sus efectos sobre la trazabilidad del oro
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Segundo eslabón. 
la comercialización 
local: Del yacimiento 
a la compra-venta  

3.2. 
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En el ordenamiento jurídico nacional, la co-
mercialización al interior de la cadena del oro 
puede ser llevada a cabo por el Estado (a través 
del Banco de la República) o por personas natu-
rales (mineros artesanales o de «subsistencia») 

El diagrama 1 busca ofrecer elementos de aná-
lisis para comprender mejor las relaciones 
entre estos actores. Allí también se señalan 
los problemas o vacíos de trazabilidad que 
Tierra Digna pudo identificar durante el traba-
jo de constatación en terreno. Estos vacíos se 
presentan, ya sea porque las relaciones están 

o personas jurídicas autorizadas (por ejemplo, 
compra-ventas y CI), que están sujetas a una 
serie de obligaciones y participan en distintos 
procesos de la cadena, como se detalla en la si-
guiente tabla:

influidas por actores no previstos (grupos ile-
gales) o porque definitivamente los requisitos 
establecidos por ley para asegurar la trazabi-
lidad del oro no son cumplidos a cabalidad, y, 
por tanto, se pierde el supuesto control en la 
cadena de custodia, como veremos a continua-
ción.

Agente            Tipo/Rol                      Requisitos para cumplir para la comercialización          

Compra-ventas

Son establecimientos comerciales 
dedicados a la compra y venta de 
oro. Se localizan en los municip-
ios de producción aurífera. Su 
relación comercial se realiza 
fundamentalmente con población 
minera artesanal. El oro que 
compran es vendido a las Comer-
cializadoras Internacionales.

- Estar inscritas en el RUCOM;
- Acreditar la procedencia lícita del oro presentando la 
declaración de producción expedida por sus proveedores 
ante la ANM;
- Obligación de generar reporte de transacciones (de 
proveedores y clientes) y reporte de agentes retene-
dores de regalías de metales preciosos ante la ANM;
- Generar reporte de facturación a la DIAN y registro de 
transferencia al proveedor por concepto del pago;
- Desembolsar el pago a la cuenta bancaria del minero 
artesanal que les vende el oro. 

Tabla 9. Requisitos que deben cumplir las compra-ventas para participar 
en el eslabón de la comercialización aurífera

Fuente: elaborado con base en trabajo de campo, UPME (2017) y ANM (2018)
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Diagrama 3. Riesgos y vacíos de trazabilidad identi�cados en la cadena 
de producción y suministro de oro en Colombia 

Fuente: elaboración propia con base en trabajo de campo (2018), UIAF (2016) y OCDE (2017)
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Las compra-ventas suelen localizarse en los 
municipios con actividad minera. Sus prin-
cipales proveedores son pequeños mineros. 
Compran el oro, lo funden (o encargan su fun-
dición) con el fin de retirar impurezas y poder 
venderlo en mejores condiciones a la CI. De 
acuerdo con la regulación más reciente, las 
compraventas únicamente pueden adquirir 
hasta 35 gramos de oro mensuales y 420 anua-
les de cada minero de «subsistencia». 

En el trabajo de campo realizado por Tierra 
Digna en los municipios de Condoto, Itsmina, 
Tadó y Quibdó en el departamento de Chocó 
y en Medellín, departamento de Antioquia, a 
través de entrevistas a los distintos actores que 
intervienen en la cadena de suministro del oro, 
y presenciando varias transacciones in situ del 
metal (donde fue posible ver la relación entre 
explotadores mineros y comercializadores au-
torizados), se pudo constatar la falta de efecti-
vidad de los mecanismos de control propues-
tos por el Gobierno.

Dada la enorme importancia que la minería 
artesanal o de «subsistencia» tiene en el país 
y debido a que es el eslabón más vulnerable 
en la cadena de suministro del oro, es impor-
tante dedicar especial atención a la realidad de 
su operación, como se verá a continuación. De 
acuerdo con los testimonios de los mineros ar-
tesanales en el departamento del Chocó, esta 
población extrae oro y se dirige a una com-
pra-venta local, donde se le ofrece un precio fi-
jado con base en el valor del metal que a diario 
divulga el Banco de la República. Los valores 
pueden variar en función del comportamiento 
de la oferta en cada municipio y del estado en 
el que los mineros ofrecen el oro en las com-
praventas (estado natural o nativo, en amalga-
mas o fundido). La determinación del precio 
del oro fino dependerá de su ley o pureza.

Según lo que establece la regulación expedida 
por el Gobierno, para poder realizar la opera-
ción de compra-venta de oro, el responsable 
del establecimiento de compra-venta debe 
verificar los documentos que soportan la tran-
sacción: la constancia expedida por la Alcal-
día municipal y la declaración de produc-
ción (de adquirir minerales de mineros de 

«subsistencia») o el certificado de origen 
(si compra a pequeños mineros, incluyen-
do UBBA138) y una cuenta bancaria donde 
se le realizará la consignación del pago co-
rrespondiente por la transacción. En todos 
los casos deben estar incluidos en el RU-
COM con las obligaciones que eso implica 
(ver Tabla 3). 

Es necesario mencionar que, en la práctica, los 
requisitos impuestos a los mineros artesanales 
(ver tabla 4) son de muy difícil cumplimiento 
para ellos. La actualización anual en el regis-
tro del RUCOM, las declaraciones de produc-
ción, la expedición del RUT y la obligación de 
incursionar en el sistema bancario son discri-
minatorios con los agentes más pequeños de 
la estructura productiva. La generalidad de las 
políticas públicas sobre la materia no conside-
ra los rasgos culturales específicos inherentes 
a las comunidades étnicas, cuyo tratamiento 
demanda enfoques integrales y diferenciales, 
así como generar alternativas de transición 
con soluciones productivas estructurales que 
respeten prácticas económicas comunitarias 
y formas populares de ordenamiento del terri-
torio, basados en planes de vida y la armonía 
ambiental/territorial, como mecanismo para 
contrarrestar los impactos y daños derivados 
de la minería intensiva de oro.

No se puede desconocer que a menudo la 
minería se lleva a cabo en lugares apartados, 
donde la movilidad es difícil y costosa, y don-
de no hay presencia de sucursales bancarias. 
Tampoco se puede ignorar que el «barequero» 
suele ser una persona de recursos económicos 
muy limitados y necesidades básicas insatisfe-
chas, que precisan ser atendidas con los ingre-
sos diarios procedente de la minería. Gastar 
recursos para dirigirse al casco urbano muni-
cipal y realizar los trámites requeridos, o para 
retirar el dinero consignado en las supuestas 
cuentas bancarias, se convierte en algo secun-
dario y muy alejado de las prioridades reales 
de los mineros artesanales. Lo anterior puede 
constatarse en los testimonios de las mujeres 
mineras entrevistadas como parte del trabajo 
de campo realizado por Tierra Digna para esta 
investigación (ver recuadro 3).

138 La información anterior es producto de las indagaciones que el equipo de Tierra Digna llevó a cabo durante las visitas de campo en 
el departamento de Chocó.
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RECUADRO 3: HISTORIA DE VIDA. MINERÍA ARTESANAL: EL ESLABÓN MÁS 
VULNERABLE DE LA CADENA DE PRODUCCIÓN Y SUMINISTRO DE ORO  

Josefina139  es una mujer que toda su vida ha practicado la minería artesanal cerca a su casa, en el departamento de 
Chocó. Empezó en la actividad desde los 8 años de edad. Recuerda con nostalgia que acompañaba a su madre a lavar 
oro en el río, mientras su padre se dedicaba a la agricultura. Con orgullo narra que fue precisamente su madre quien le 
enseñó el uso de herramientas artesanales como la batea, la barra, el almocafre y el cacho, así como técnicas como el 
zambuyidero, que consiste en sumergirse en el río llevando una piedra (lastre) para alcanzar el fondo y recoger gravillas 
con oro, o la minería de agua corrida140 , otro de los métodos más usuales de los sistemas artesanales antes de la llegada 
de la minería mecanizada. 

 “Nuestra minería es artesanal”, asegura con el brillo en los ojos de quien se sabe depositaria de una herencia ancestral, 
que ha sido transmitida de generación en generación. Josefina dice con vehemencia que la minería ha sido la principal 
fuente de trabajo e ingresos en su municipio. Los ingresos derivados de la actividad le permitían comprar comida para 
sus hijos. Antes el comercio del oro era más fácil. Luego de arduas jornadas de trabajo, en las que podía llegar a producir 
hasta dos tomines141  en días muy prósperos, bastaba con llevarlo a la cabecera del municipio, donde normalmente se 
localizan las compra-ventas. Dependiendo de las necesidades del grupo familiar, el oro podía venderse diariamente, o 
podía reservarse la producción semanal para lavarla y venderla el fin de semana. 

Josefina explica con cierta resignación que todo empezó a cambiar con la llegada de la minería mecanizada y la instala-
ción de maquinaria pesada (dragas y retroexcavadoras), usadas para extraer material de forma ilegal. Josefina relata los 
daños ambientales de este tipo de minería por el uso intensivo de mercurio y las presiones que empezó a ejercer sobre 
los territorios, especialmente teniendo en cuenta que los dueños de las máquinas prácticamente se posicionaron como 
poseedores o usufructuarios de los yacimientos mineros. De ahí que, dice, los mineros artesanales se vieran obligados a 
«barequear» cerca de las zonas donde operaba la minería mecanizada con el fin de obtener algunos ingresos. 

Los mayores controles del Gobierno y la implementación de medidas caracterizadas por el uso de la violencia y la que-
ma de máquinas, profundizaron los conflictos locales. Además, las autoridades incorporaron una serie de requisitos 
para la comercialización del oro que tuvieron impacto sobre la población más vulnerable de la cadena de suministro. 
“Ahora la venta de oro es más difícil porque están pidiendo papeles” (documentos), dice Josefina, “exigen ir a la DIAN a 
solicitar un certificado (RUT). Luego toca ir a la Alcaldía y llenar un formulario”. Nos habla también de la obligación de 
abrir cuenta bancaria porque, según le han contado, ahora los pagos por la venta de oro no pueden hacerse en efectivo. 
Sonríe irónica: como si los bancos abundaran en esta zona minera y rural.

Las restricciones para la venta generaron frustración en muchos mineros artesanales y algunos de ellos, nos cuenta, 
ya no encuentran sentido en ir a trabajar al río. A pesar de las intensas jornadas de trabajo, las familias tienen serios 
problemas para asegurarse su subsistencia ya que, según se dice, hay mucho menos oro que antes debido a lo que ya han 
sacado las dragas. Por si fuera poco, el asedio y los mecanismos de represión hacen que los mineros artesanales vivan en 
una situación de riesgo permanente. Josefina afirma que no ha realizado el trámite de los documentos necesarios para 
la comercialización de oro porque cuando los ingresos apenas alcanzan para poner un plato en la mesa, gastar dinero 
en transportes y trámites son lujos que no se puede permitir. Sin embargo, reconoce que ese hecho tampoco ha sido 
un obstáculo para la venta: “hay lugares que sí compran sin papeles”, dice, pero normalmente pagan menos de su valor 
comercial. 

Esta situación le genera frustración por las dificultades para obtener ingresos de subsistencia y ha llevado a la descom-
posición del grupo familiar: sus hijos tuvieron que irse a Bogotá buscando oportunidades de empleo en almacenes, em-
presas de seguridad privada y restaurantes. Y sus nietos se fueron a Medellín por la misma razón. Entretanto, Josefina 
tuvo que dedicarse a otras actividades económicas como la siembra de plátano, yuca y achín para el pan-coger. “Tenien-
do en cuenta el problema de la minería en Colombia, el Gobierno debería ofrecer opciones que garanticen fuentes de 
empleo (…) sin opciones la población está asustada”, concluye, no sin antes recordar el empeoramiento de las condicio-
nes de seguridad y la multiplicación de casos de robo en su municipio. 
La experiencia de Josefina hace explícitos los problemas estructurales de las políticas de formalización y control de 
comercialización implementadas por el Gobierno colombiano. 

139 Nombre modificado para proteger la identidad de la fuente. 
140 Este sistema utiliza el agua de las quebradas para desprender y lavar la grava y los materiales en las pendientes de las terrazas. 
Para separar el material que cae, se utiliza un canalón abierto a lo largo del área en explotación. Mediante la separación de los sólidos 
(piedras) más grandes y gruesos que van apareciendo, se continua en los de menor tamaño hasta dejar un concentrado de arenas ricas 
en oro y platino que después es beneficiado mediante el proceso de lavado en batea. La labor continua con el secado del metal y la 
separación del oro.
141 Equivalente a 0,575 gramos.
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En la mayoría de las operaciones de com-
pra-venta presenciadas en los municipios de 
Condoto, Itsmina, Tadó y Quibdó en el depar-
tamento de Chocó142 , los documentos reque-
ridos no fueron presentados por los mineros, 
ni tampoco solicitados por la compra-venta. 
En algunos casos, fue posible verificar que las 
compra-ventas imprimen un talonario con los 
formatos de declaración de producción dise-
ñados por la ANM y que son diligenciados por 
los mineros artesanales en cada transacción. 
Pero en general, sin los documentos necesa-
rios para poder vender el oro que extraen en 
los establecimientos comerciales que los exi-
gen como condición para la transacción, y ante 
la necesidad de procurarse sus necesidades bá-
sicas, los mineros continúan llevando a cabo 
su actividad en la informalidad y vendiendo su 
producción en los mercados informales (don-
de no se atienden los requisitos exigidos por la 
regulación), o formales pero bajo condiciones 
definidas por las compra-ventas: varios testi-
monios aseguraron que los establecimientos 
donde se exigen los documentos pagan el oro 
a mejor precio; y en caso de no presentar los 
documentos, a menudo se compra el oro pero 
a un precio inferior al comercial143 .

Además de las dificultades materiales para 
cumplir con los requisitos antes detallados, 
se añaden vacíos de trazabilidad y problemas 
en la fiabilidad de la información que es sub-
ministrada cuando se exigen los documentos. 
Por ejemplo, como se anotó anteriormente, en 
2017 el mismo Gobierno había registrado si-
tuaciones en las que segmentos de población 
clasificada como «barequera» en el RUCOM 
(pero no necesariamente dedicada a la «mine-
ría de subsistencia»), llegaba a producir más 
de mil gramos de oro al mes144 . Se trata de 
un problema que impacta a toda la cadena de 

suministro: en situaciones de anomalía, por 
ejemplo cuando población minera registrada 
como «barequera» producía importantes can-
tidades de oro, las compra-ventas se escudaban 
afirmando que quienes les vendían el oro figu-
raban en el registro como «barequeros», pero 
muchas veces los soportes que respaldaban las 
compras (como el RUT, la factura y el pago del 
IVA) no hacían parte de la transacción145 .

Es por casos como este que el MinMinas, bus-
cando evitar posibles lavados de activos o la 
legalización de oro procedente de fuentes ilí-
citas, estableció los ya mencionados volúme-
nes máximos de producción de la población 
agrupada en la categoría de «barequeros»: 35 
gramos al mes y 420 gramos al año. Ésta fue 
una medida muy impopular que suscitó gran 
inconformidad entre los mineros artesanales, 
que insisten en que el Gobierno los condena a la 
pobreza al limitar su producción. Además, esta 
es una medida que no necesariamente es eficaz 
para evitar la legalización de ese oro proceden-
te de fuentes ilícitas.: varios de los testimonios 
entrevistados aseguraron que es frecuente que 
personas que no se dedican a la minería adquie-
ran los permisos de las alcaldías y el RUT para 
efectuar las transacciones correspondientes a 
oro que ha sido extraído por otras personas146.

La Fiscalía, en el marco de sus investigaciones 
sobre producción minera legalizada mediante 
operaciones de lavado, ha advertido los proble-
mas relacionados con la alteración de la infor-
mación que, a pesar de la regulación, siguen 
reiterándose: 

“Se ha evidenciado que las compra-ventas de 
minerales exigen en sus transacciones el Regis-
tro Único de Comercializadores Mineros (sic) 
o un Certificado de Origen del mineral, razón 

142 Según el portal de datos abiertos del Gobierno Nacional, con información actualizada a noviembre de 2018, el número de «barequeros 
legalizados» en dichos municipios para las categorías de oro, plata y platino (la base de datos no discrimina por tipo de metal precioso), 
son: 1.403 (Condoto), 11.365 (Itsmina), Tadó (1.798) y 2.427 (Quibdó). Los datos varían significativamente en el tiempo debido al requisito 
de actualización anual en el RUCOM. No siempre los barequeros llevan a cabo ese trámite. Véase: https://www.datos.gov.co/Econom-a-y-
Finanzas/BAREQUEROS-LEGALIZADOS-EN-EL-PA-S/y26x-cdjt/data 
143 Los agentes comerciales de las compra-ventas entrevistados en el departamento de Chocó solicitaron expresamente no ser grabados.  
144 Declaraciones del otrora viceministro de Minas, Carlos Andrés Cante, para el diario El Colombiano. Véase: “Urge nueva ley para frenar 
minería ilegal”, en El Colombiano (edición on-line), febrero de 2017. Disponible en: http://www.elcolombiano.com/negocios/urge-nueva-
ley-para-frenar-mineria-ilegal-YK5914247 
145  Ibíd. 
146 De acuerdo con los testimonios de mineros de subsistencia recogidos por el equipo de Tierra Digna durante las entrevistas llevadas a 
cabo en el departamento de Chocó en mayo de 2018.
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por la cual los explotadores ilícitos procuran 
amparar el oro mediante estos documentos, 
consignando en ellos información imprecisa o 
falsa; en algunas ocasiones, con anuencia del 
comprador quien ofrece un menor valor por el 
mineral que no cuenta con tal documentación 
de trazabilidad”147.

La Fiscalía, en el marco de sus investigaciones 
sobre producción minera legalizada mediante 
operaciones de lavado, ha advertido los proble-
mas relacionados con la alteración de la infor-
mación que, a pesar de la regulación, siguen 
reiterándose: 

“Se ha evidenciado que las compra-ventas de 
minerales exigen en sus transacciones el Regis-
tro Único de Comercializadores Mineros (sic) 
o un Certificado de Origen del mineral, razón 
por la cual los explotadores ilícitos procuran 
amparar el oro mediante estos documentos, 
consignando en ellos información imprecisa o 
falsa; en algunas ocasiones, con anuencia del 
comprador quien ofrece un menor valor por el 
mineral que no cuenta con tal documentación 
de trazabilidad” .

Los límites señalados en la capacidad estatal 
para ejercer control sobre el origen del oro 

hacen altamente probable la intervención de 
grupos armados ilegales y redes criminales 
en los diversos canales de la comercialización 
pues es común la venta de oro sin acreditar el 
origen o falsificando la información, en conni-
vencia con el comprador quien ofrece meno-
res precios por no exigir los requisitos legales 
(declaración de producción o certificado de 
origen, RUT o cuenta bancaria). Las investiga-
ciones de la Fiscalía así lo demuestran.

Esa situación también abre la posibilidad para 
que los mineros foráneos ilegales y las redes 
del contrabando “laven” o legalicen oro de 
procedencia ilícita en operaciones de compra 
y venta, especialmente porque no existen con-
troles in situ del Estado en las compra-ventas 
locales148 (a pesar de que son los principales 
agentes de la comercialización local de oro y 
el canal con mayores márgenes para la inter-
vención criminal). Además, la trashumancia 
intermunicipal de los pequeños mineros, por 
la presión de los grupos armados ilegales, hace 
que parte de la producción se comercialice en 
lugares distintos a los puntos de extracción, 
generando el desvío de regalías149  y dificul-
tando aún más la trazabilidad.

147 Stella Sánchez (27 de julio de 2018) [Respuesta solicitud de información DS-No. 20181000013023]. Dirección Especializada Contra 
las Violaciones de los Derechos Humanos, Fiscalía General de la Nación, Bogotá.
148 El trabajo de campo llevado a cabo por el equipo de Tierra Digna en las compraventas de Quibdó, Itsmina y Condoto confirmó ese 
patrón de conducta. 
149 Teniendo en cuenta “la dificultad técnica de calcular el valor real de la producción, además de la imposibilidad jurídica de deter-
minar el valor de las regalías dejadas de percibir. Obviamente, las pérdidas que no se pueden cuantificar resultan irrecuperables”. 
Contraloría General de la República (2017), Op. Cit., p. 169.

PROBLEMAS DE CONTROL 
E INFORMACIÓN IDENTIFICADOS INSCONSISTENCIAS EFECTOS SOBRE LA TRAZABILIDAD

Requisitos impuestos por la 
autoridad minera para la venta de 
oro de difícil cumplimiento por parte 
de los mineros artesanales.

Falta de controles in situ y uso del 
Registro Único de Comercializadores 
de Minerales (RUCOM) como 
mecanismo de control.

El oro se sigue negociando en los mercados informales (donde no se 
atienden los requisitos exigidos por la regulación), o formales pero bajo 
condiciones de�nidas por las compra-ventas.

Transacciones que no necesariamente se basan en información veraz 
acerca de la procedencia del oro transado. 

Hay compra-ventas que adquieren el oro sin 
requerir los soportes necesarios para certi�car 
su origen.

Registro basado en la presentación de 
documentos por parte de las personas que 
acuden a vender el oro, los cuáles no 
necesariamente contienen información veraz. 

TABLA RESUMEN 2. Principales problemas identi�cados de control e información en el eslabón 
de la COMERCIALIZACIÓN LOCAL y sus efectos sobre la trazabilidad del oro
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Tercer eslabón. 
la comercialización 
regional: De la compra-venta 
a la Comercializadora 
Internacional
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Los principales proveedores de las CI son 
compra-ventas situadas en los municipios de 
producción minera. Normalmente el oro es re-
cibido en barras. Las CI deben verificar la do-
cumentación exigida por el marco jurídico na-
cional en función de la categoría de explotador 
minero autorizado por la ANM (ver tabla 9). La 
definición del precio del oro está sujeta al valor 

de referencia del mercado internacional y a los 
resultados del cálculo de la ley (pureza), para 
lo cual se adelantan procesos de refinación/
fundición. Al precio final se le deducen las re-
galías según el origen150  y un estimativo del 
costo de operación derivado de la transacción.

En el eslabón de la comercialización informal 
y formal existen dos escenarios: local y regio-
nal. La mayor parte de la producción de oro 
procedente de la «minería de subsistencia» 
es transada en escenarios locales (en las com-
pra-ventas). Posteriormente, estos agentes co-
merciales venden el oro en escenarios regiona-
les abasteciendo a CI de Medellín y Bogotá. La 
mediana y gran empresa, por su parte, exporta 
directamente a sus clientes internacionales, 
como es el caso de Mineros S.A. (que vende oro 

directamente a las refinerías Argor-Heraeus 
S.A. y Metalor Technologies S.A. en Suiza), 
aunque también tienen clientes nacionales 
como el Banco de la República o las CI en Me-
dellín y Bogotá. A modo de ejemplo, durante 
varios años Mineros S.A.151 ha sido proveedor 
de la misma CI J. Gutiérrez152 . En el eslabón de 
la comercialización local y regional es clave la 
participación de las empresas transportadoras 
de valores dado que son las que movilizan el 
oro153 .

150 De acuerdo con la Ley 141 de 1994, modificada por el artículo 16 de la Ley 756 de 2002, el oro de aluvión en contratos de concesión, 
debe pagar una regalía del 6%; el oro de veta debe pagar el 4%. Congreso de la República, Ley 756 de 2002, Por la cual se modifica la Ley 
141 de 1994, se establecen criterios de distribución y se dictan otras disposiciones, Bogotá: Imprenta Distrital. Disponible en: https://
www.sgr.gov.co/LinkClick.aspx?fileticket=68y2-RNV46g%3D&tabid=103 
151 Con ventas de $6.633 millones (2007), $3.697 mill. (2008), $11.626 mill. (2009) y $32.904 mill. (2010). La información financiera de 
Mineros S.A. puede consultarse en: http://www.mineros.com.co/es/inversionistas/informacion-financiera 
152 CI J. Gutiérrez es la comercializadora internacional que maneja mayor volumen de oro para la exportación. En este punto, puede 
ser interesante mencionar que Andrés Vieira Gutiérrez, representante legal de CI J. Gutiérrez, fue suplente en la Junta Directiva de 
Mineros S.A. 
153 Según el Decreto 1073 de 2015, dichas empresas deben tener copia del certificado de origen y copia del RUCOM de los comercial-
izadores de quienes han recibido el oro que transportan. Si el oro proviene de explotadores mineros autorizados, con título minero y 
licencia ambiental, solo deben tener copia del certificado de origen del oro. La participación de las empresas transportadoras es clave 
justamente por la posibilidad de que movilicen oro de procedencia ilegal. Defensoría del Pueblo (2018), Op. Cit. p. 151.

Agente            Tipo/Rol                      Requisitos para cumplir para la comercialización          

Comercializa-
doras 

Internacionales 

Sociedades que compran el oro a 
explotadores mineros autorizados 
y/o compraventas. 
Posteriormente venden el metal a 
re�nerías internacionales o 
empresas dedicadas a la joyería 
en el mercado nacional. Exportan 
el oro luego de procesos de 
fundición buscando atender la 
demanda del respectivo cliente. 

- Estar inscritas en el RUCOM;
- Tienen la obligación de generar reporte de transac-
ciones (de proveedores y clientes) y reporte de agentes 
retenedores de regalías de metales preciosos ante la 
ANM; 
- Contar con autorización y visto bueno para la export-
ación expedidos por el Ministerio de Comercio, Industria 
y Turismo a través de la Ventanilla Única de Comercio 
Exterior; 
- Generar reporte de facturación a la DIAN y registro de 
transferencia al proveedor por concepto del pago;
- Acreditar la procedencia lícita del oro presentando ante 
la ANM el certi�cado de origen o la declaración de 
producción según la naturaleza del proveedor. 

Tabla 10. Requisitos que deben cumplir las CI para participar 
en el eslabón de la comercialización aurífera

Fuente: elaborado con base en trabajo de campo, UPME (2017) y ANM (2018)
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En la actualidad hay más de 1.400 comercia-
lizadores (compraventas y CI) certificados por 
la ANM. La cifra de comercializadores se ha 

reducido progresivamente tras la implemen-
tación de medidas de control por parte de las 
autoridades competentes:

En la actualidad las CI son objeto de investi-
gación por parte de la Fiscalía por compor-
tamientos comerciales irregulares. Como se 
pudo analizar anteriormente, la extrema difi-
cultad para determinar el origen del oro, los 
volúmenes y precios reales de transacción (te-
niendo en cuenta que las operaciones de com-
pra-venta son realizadas en efectivo mayorita-
riamente), facilita la introducción de capitales 
ilícitos y el desvío de regalías. La Fiscalía ha 
registrado casos de municipios que, sin tener 
vocación minera, se han declarado como pro-
ductores, legalizan oro de procedencia ilegal y 
solicitan redistribución de regalías. En dichas 
investigaciones se han documentado las alian-
zas criminales entre algunas Alcaldías locales 
y CI. Inzá, en el departamento de Cauca, es un 
ejemplo claro: la CI Giraldo y Duque reporta-
ba grandes cantidades de oro adquirido en ese 
municipio, en el que no hay explotación aurí-
fera ni población «barequera» según informa-
ción del RUCOM155, con el fin de legalizar oro 
de procedencia ilícita y, de paso, desviar rega-
lías que el municipio cobraba por cuenta de 
esa declaración156 . 

El caso de la CI Goldex también fue represen-
tativo: sus supuestos proveedores, a pesar de 
estar inscritos en los sistemas de información 
de las autoridades mineras, no ejercían la mi-
nería. Identidades de personas naturales dedi-
cadas a otras actividades económicas que nada 
tenían que ver con la minería fueron suplanta-
das para legalizar oro157 . 

Dadas las investigaciones en curso por parte de 
las entidades de control, las CI son muy reser-
vadas en el suministro de información a otros 
actores que no sean las autoridades compe-
tentes. No fue fácil acordar entrevistas en de-
sarrollo del trabajo de campo adelantado por 
el equipo de Tierra Digna pero finalmente fue 
posible conversar informalmente con algu-
nas CI en Medellín y Bogotá con la condición 
de no ser identificadas158. Las CI contactadas 
aseguran que están incorporando las medidas 
necesarias con miras a esclarecer la trazabili-
dad del oro que comercializan. Sin embargo, al 
contrastar las situaciones de ilegalidad que se 
presentan en muchas compra-ventas de Chocó 
que suministran oro a las CI de Medellín159 , lo 

154 Agencia Nacional de Minería (2018), “Comercializadores de minerales deben renovar RUCOM durante el mes de mayo”, Bogotá: 
ANM. Disponible en: https://www.anm.gov.co/?q=comercializadores-de-minerales-deben-renovar-durante-el-mes-de-mayo 
155 Pablo Bernal (25 de junio de 2018) [Respuesta solicitud de información SISAL No. 01-24-2018]. Grupo de Regalías y Contrapresta-
ciones Económicas, Agencia Nacional de Minería, Bogotá.
156 “¿De qué color es el oro de los Giraldo y Duque?”, en El Espectador (edición on-line), 6 de diciembre de 2015, disponible en: https://
www.elespectador.com/noticias/nacional/de-color-el-oro-de-los-giraldo-y-duque-articulo-603834 
157 “El 16 de enero de 2015 se llevó́ a cabo la operación Goldex con la captura de 22 personas y la entrega de dos más para un total de 
26 personas detenidas, entre ellas, el representante legal y cabeza principal de la comercializadora, así como representantes legales 
de las empresas fachadas, contadores y revisores fiscales que contribuyeron de manera directa y consciente en la consecución de una 
serie de actividades que dieron como resultado la materialización del lavado de $2,3 billones de pesos. Además, se realizaron 11 allana-
mientos y registros”. Fiscalía General de la Nación (2015), Informe de gestión, 2015, Bogotá: Fiscalía, p. 85. Disponible en: https://www.
fiscalia.gov.co/colombia/wp-content/uploads/212419-Gestión-2014-2015-final-11.pdf  
158 En todos los casos, los agentes comerciales de las CI solicitaron expresamente no ser grabados.  
159 El equipo de Tierra Digna tuvo la oportunidad de observar cómo funcionan las transacciones en las compra-ventas y es común que 
el oro se comercialice sin la documentación requerida por ley, elevando mantos de duda sobre su origen real y trazabilidad. 

--- 2015

Comercializadores 
certi�cados

2.455

2016

2.397

2017

1.494

2018 (mayo)

2.245

Fuente: MinMinas, 2017

Tabla 10. Comercializadores (compraventas y CI) registradas en RUCOM 
y certi�cadas por ANM, 2015-2018

154



68

cierto es que estas empresas no parecen incor-
porar mecanismos de evaluación de riesgos en 
la cadena de abastecimiento que recomiendan 
entidades como la UIAF160 ni mucho menos 
los estándares voluntarios de debida diligen-
cia sugeridos por organismos como la OCDE161 
para determinar las conductas de sus provee-
dores y la trazabilidad del oro que adquieren, 
lo que demuestra la poca efectividad de estos 
instrumentos162. Las compras de oro que ha-
cen las CI, declarado como legal por parte de 
las compra-ventas y sus proveedores, no su-
prime la posibilidad de que la mercancía esté 
relacionada, directa o indirectamente, con 
operaciones de grupos ilegales (armados y no 
armados) o cuya producción haya estado invo-
lucrada en casos de vulneración de DDHH.

Hasta 2012, año en el que se formuló el nuevo 
marco regulatorio para ejercer mayores con-
troles a la producción y la comercialización del 
mercado, aproximadamente 25 CI atendían la 
demanda de las grandes refinerías de Estados 
Unidos, Suiza e India. Ocho de ellas, domicilia-
das en la ciudad de Medellín, concentraban el 
90% de las compras con volúmenes de comer-
cialización que fluctuaban entre 2 y 15 tonela-
das163 . Una vez se puso en marcha la nueva 

regulación para el control de la producción y 
de la comercialización de oro, progresivamen-
te se ha diversificado la participación de CI en 
el mercado. Actualmente existen casi 50 CI 
dedicadas a la exportación de oro inscritas en 
RUCOM y certificadas por la ANM164 .

El período de transición (2012-2016) para la 
implementación de las nuevas medidas di-
señadas con el fin de controlar la comerciali-
zación, tuvo como consecuencia, entre otras 
cosas, la liquidación de varias CI que no pudie-
ron dar cuenta de los requisitos. No obstante, 
debido a la integración vertical que existe en 
la cadena de suministro del negocio de la co-
mercialización de oro165 , lo que parece haber 
sucedido es que las CI liquidadas, o que deja-
ron de intervenir directamente en el mercado, 
redirigieron su flujo de oro (o se constituyeron 
como usuarios de ZF, como se verá más ade-
lante) solicitando a sus proveedores ofertar el 
metal a otros agentes del mercado selecciona-
dos de antemano por ellos166. Las operaciones 
de ZF también parecen haber captado flujos de 
producción de oro procedente de explotadores 
sin autorización, principalmente de Chocó y 
de Antioquia167.

160 Unidad de Información y Análisis Financiero (2016), Riesgo de lavado de activos y financiación del terrorismo en el subsector de 
extracción y comercialización de oro, Bogotá: UIAF/Asobancaria.
161 Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (2013), Guía de Debida Diligencia de la OCDE para cadenas de sumin-
istro responsables de minerales en las áreas de conflicto o de alto riesgo, Washington: OCDE. Disponible en: https://www.anm.gov.co/
sites/default/files/Documentos/librodebidadiligencia.pdf 
162 Más adelante, en la sección dedicada a los estándares voluntarios de responsabilidad empresarial, se analizan en detalle los límites 
de dichas iniciativas. 
163 Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (2018), ¿A dónde va el oro colombiano?, Washington: OCDE.
164 Pablo Bernal (25 de junio de 2018) [Respuesta solicitud de información SISAL No. 01-24-2018]. Grupo de Regalías y Contrapresta-
ciones Económicas, Agencia Nacional de Minería, Bogotá.
165 Las CI suelen relacionarse y controlar sociedades satélite configuradas en redes de compra-ventas en los municipios donde se 
localizan las explotaciones de oro.
166 A propósito de dicha dinámica, los casos de la CI Giraldo y Duque y de la CI Ramírez, demuestran esos patrones de comportamiento 
al conformar sociedades usuarias de ZF en Cali. Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (2018), Op. Cit.
167 Ibíd. 
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RECUADRO 4: ¿«POLÍTICAS DE DEBIDA DILIGENCIA»? EL CASO DE LA  
CI J. GUTIÉRREZ
De acuerdo con las denuncias y las investigaciones actualmente en curso contra varias CI, existen procesos penales 
abiertos sobre lavado de activos, contrabando, legalización y exportación de oro de procedencia ilícita. Según infor-
mación de prensa168, la Fiscalía abrió indagaciones preliminares a empresas como la CI J. Gutiérrez y Mineros S.A., 
por el aumento irregular de sus exportaciones durante el período 2008-2012169. Posteriormente, la Fiscalía amplió sus 
investigaciones llegando a la reciente conclusión de que esta empresa habría participado en “un presunto carrusel de 
supuestos proveedores que habrían servido de fachada (…) para mover grandes cantidades de oro extraído ilegalmente 
y lavar los activos producto de la exportación del metal”170.

La CI J. Gutiérrez venía siendo la comercializadora internacional más importante del país por su participación en el 
mercado y por sus exportaciones de oro, según la información disponible de aduana (ver gráficos 8 y 9)171. Sus clientes 
se encuentran en Estados Unidos y Suiza (donde en los últimos tiempos proveía únicamente a Argor-Heraeus). 

168 “Ofensiva de la Fiscalía contra la minería ilegal de oro”, El Espectador (edición on-line), 22 de marzo de 2017. Disponible en: https://
www.elespectador.com/noticias/judicial/ofensiva-de-la-fiscalia-contra-la-mineria-ilegal-de-oro-articulo-685872 
169  De acuerdo con información suministrada por la DIAN, dichas empresas aumentaron sus exportaciones en un 194% y 197% respec-
tivamente en ese período. Para más información, consultar: “Piden investigar otra empresa por lavado de activos a través de export-
ación de oro”, en El Espectador (edición on-line), 4 de febrero de 2015. Disponible en: https://www.elespectador.com/noticias/politica/
piden-investigar-otra-empresa-lavado-de-activos-traves-articulo-541936 
170 Fiscalía General de la Nación: “2.4 billones de pesos fueron blanqueados en operaciones ficticias de compra y venta de oro” Bogotá, 
11 de abril de 2019, Boletín 26551. Disponible en: https://www.fiscalia.gov.co/colombia/noticias/2-4-billones-de-pesos-fueron-blan-
queados-en-operaciones-ficticias-de-compra-y-venta-de-oro/
171 Cfr.: Legiscomex (2018). 

Grá�co 6: Participación en el mercado de exportación de oro colombiano de CIJ Gutiérrez

2009 2010 2011 2012 2013 2014 2015 2016 2017 2018

C.I.J. GUTIERREZ Y CIA S.A.

23,29% 23,27%

17,53%

20,01% 24,06%

45,38%

53,26%

33,11%

23,15%

29,66%

Grá�co 7: Kg de oro netos exportados por CI J. Gutiérrez

Fuente: Elaboración propia a partir de Legiscomex (2019)
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7.166,86
6.765,19

10.690,82
10.047,28

8.589,84

5.974,74

5.950

5.444
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El equipo de Tierra Digna dirigió una solicitud de información a la ANM con el fin de indagar por los proveedores de la 
CI J. Gutiérrez y su localización territorial, pero a la fecha de la elaboración de este informe, la entidad estatal no había 
respondido la petición. En el sitio web de la empresa se asegura que: “El 95% de la extracción de oro en Colombia, pro-
viene de la pequeña industria minera, de ahí la importancia que juega C. I. J. Gutiérrez y Cía. S.A. como comprador, ofre-
ciendo el mejor precio del metal en el mercado, apoyando los mineros con asesoría técnica y garantizando el desarrollo 
sostenible del negocio a pequeña escala. La compañía recibe oro y otros metales preciosos provenientes de diferentes 
regiones del país, pero tiene relaciones especialmente cercanas con los mineros de algunos municipios antioqueños 
como Caucasia, Segovia y El Bagre, o de departamentos cercanos como Chocó y Caldas. En algunos municipios ha ins-
talado oficinas de recepción, que facilitan las entregas por parte de los mineros y les permite ahorros importantes en 
transporte hasta la ciudad de Medellín”174.

Más allá de los recientes hallazgos de la Fiscalía sobre la operación de esta empresa, vale la pena mencionar que in-
formes de riesgo y de alerta temprana de la Defensoría del Pueblo175 señalan que en los mencionados municipios de 
Antioquia y en el departamento de Chocó hay presencia de grupos armados ilegales, existen riesgos extremos y situa-
ciones confirmadas de violaciones de DDHH y DIH, así como configuración de escenarios de desplazamiento forzado 
generados por disputas territoriales en zonas con yacimientos de extracción ilegal de oro:

La información sobre las actividades de la CI J. Gutiérrez no es accesible fácilmente y se encuentra muy dispersa, de 
acuerdo a lo que hemos podido comprobar en su sitio web: muchos de los vínculos no están habilitados y no hay pre-
cisión sobre su estructura corporativa172, los estándares de su operación173, ni su relacionamiento con proveedores y 
clientes o sus estrategias de debida diligencia en la cadena de suministro de oro. Solamente referencia acciones de 
asesoría a mineros para el cumplimiento de trámites y capacitaciones en procesos de «producción limpia», manejo de 
residuos y análisis de metales preciosos.

Chocó

Autodefensas 
Gaitanistas de 

Colombia; Ejército 
de Liberación 

Nacional

Disputa por el control de las economías legales e ilegales, principalmente la 
explotación minera, la cadena productiva del narcotrá�co y el dominio 
territorial de corredores de movilidad hacia los puertos naturales del 

océano Pací�co. En consecuencia, estos territorios se han convertido en 
un escenario de guerra que afecta los derechos fundamentales de la 

población civil, la autonomía y los territorios ancestrales de las 
comunidades negras y resguardos indígenas. El proceso de a�anzamiento y 
expansión de las Autodefensas Gaitanistas de Colombia se ha presentado 
en casi la totalidad de los municipios del departamento, ejerciendo mayor 

control en los centros poblados y/o cabeceras municipales.

Bagadó, Lloró, 
Quibdó, Cérte-
gui, Carmen de 

Atrato, San José 
del Palmar, 

Tadó, Río Iró, 
Istmina, Medio 
San juan, Sipí, 
Litoral del San 

Juan, Condoto y 
Novita.

Fuente: elaborado con base en Defensoría del Pueblo (2017 y 2018) 176

Departamento Municipio Grupo(s) 
armado(s)

Situaciones identi�cadas

Antioquia

Autodefensas 
Gaitanistas de 

Colombia; Ejército 
de Liberación 

Nacional

Autodefensas 
Gaitanistas de 

Colombia; Ejército 
de Liberación 

Nacional; otros 
grupos armados

Autodefensas 
Gaitanistas de 

Colombia; Ejército 
de Liberación 

Nacional

Disputas territoriales entre grupos armados ilegales por zonas destinadas 
para cultivos de uso ilícito, rutas de tránsito del narcotrá�co y la 

explotación minera aurífera no formalizada. El interés en la explotación 
minera y la obtención de rentas de los cultivos de uso ilícito y producción 
de estupefacientes ha generado desplazamientos forzados, amenazas y 

homicidios selectivos y múltiples. 

Pugnas por el poder y el control territorial de zonas destinadas para 
cultivos de uso ilícito, rutas de tránsito del narcotrá�co y la explotación 

minera aurífera no formalizada. Las Autodefensas Gaitanistas de Colombia 
han cobrado extorsiones a empresas, comerciantes, minas y entables 

mineros, además han amenazado a administradores, socios de minas e 
incluso la Mesa Minera de Segovia, lo que constituye una afrenta directa 

contra defensores y defensoras de DDHH que adelantan acciones de 
exigibilidad en relación con derechos laborales y defensa del territorio. En 
Segovia se han presentado casos de desplazamientos forzados, amenazas, 

homicidios selectivos, fronteras y restricciones a la movilidad.

Confrontación entre grupos armados ilegales ha provocado 
desplazamientos forzados, amenazas, homicidios selectivos, fronteras y 

restricciones a la movilidad.

El Bagre

Segovia

Caucasia

Relación de municipios identi�cados con riesgo extremo y situaciones de violación de DDHH y desplazamiento 
forzado por presencia de grupos armados ilegales en zonas de yacimientos auríferos
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Así, según lo documentado por la Defensoría del Pueblo frente al escenario de disputa territorial por el control de yaci-
mientos de minería aurífera y la situación de DDHH en varios de los municipios y departamentos donde la CI J. Gutié-
rrez tiene relación con proveedores de oro, en el desarrollo de esta investigación (antes de que fueran públicos los ha-
llazgos de la Fiscalía) el equipo de Tierra Digna trató de ponerse en contacto directo con la empresa en varias ocasiones 
para llevar a cabo una entrevista que permitiera esclarecer su papel en la cadena de suministro de oro, sus estándares 
de debida diligencia para abordar y dar tratamiento a las situaciones que denuncian los informes de la Defensoría del 
Pueblo, y sus políticas de «Responsabilidad Social». Sin embargo, no fue posible concretar la entrevista. 

172 Se menciona la constitución de la sociedad G. y S. S.A. para atender parte de la demanda internacional de joyería, pero no hay may-
ores detalles sobre su actividad. Véase: http://www.fundiciongutierrez.co/ES/Inicio.aspx 
173 En una sección titulada «transparencia y honestidad», que sin embargo no ofrece mucha información, se asegura que “en el cum-
plimiento de su objeto social, y en las relaciones con sus accionistas, empleados, proveedores y contratistas, la compañía se ajusta al 
ordenamiento jurídico vigente y tiene como principios básicos de comportamiento la transparencia y la honestidad. Por ello el cono-
cimiento detallado de cada cliente es paso fundamental y previo de cualquier relación comercial”. Véase: http://www.fundiciongutier-
rez.co/ES/Nuestracompañ%C3%ADa/Transparenciayhonestidad.aspx 
174 Véase: http://www.fundiciongutierrez.co/ES/ResponsabilidadSocial/Relaciónconlacomunidad.aspx
175 Véase, por ejemplo, los informes de riesgo No. 007-16 (2016), No. 010-17 A.I. (2017) o el informe de alerta temprana No. 022-18 
(2018).
176 Defensoría del Pueblo (2017), Informe de riesgo No. 010-17 A.I., Bogotá: Defensoría del Pueblo. Disponible en: https://verdadabi-
erta.com/com-docman/?file=1461--72&category_slug=defensores-de-derechos-humanos&Itemid=267; Defensoría del Pueblo (2018), 
Alerta temprana No. 022-18, Bogotá: Defensoría del Pueblo. Disponible en: http://www.indepaz.org.co/wp-content/uploads/2018/02/
AT-N°-022-18-Riesgo-Electoral.pdf 

PROBLEMAS DE CONTROL E
INFORMACIÓN IDENTIFICADOS INCONSISTENCIAS EFECTOS SOBRE LA TRAZABILIDAD

Di�cultad para determinar el origen 
del oro, los volúmenes y precios 
reales de transacción.

Las CI no parecen incorporar 
mecanismos de evaluación de 
riesgos en la cadena de abastec-
imiento ni estándares voluntarios de 
debida diligencia.

Numerosas investigaciones por 
parte de la Fiscalía sobre la 
operación de las CI.

Facilita la introducción de capitales ilícitos y el desvío de regalías.

Las compras de oro que hacen las CI, declarado como legal por parte de 
las compra-ventas y sus proveedores, no suprime la posibilidad de que 
la mercancía esté relacionada, directa o indirectamente, con 
operaciones de grupos ilegales (armados y no armados) o que haya 
estado involucrada en casos de vulneración de DDHH.

No se puede establecer con certeza que el oro comercializado esté libre 
de con�ictos.

Opacidad en la información de los registros y de 
la cadena de proveedores.

No hay forma de determinar las conductas y 
prácticas de sus proveedores y la trazabilidad del 
oro que adquieren.

Existe un manto de duda acerca de las operación 
de estas empresas y su relacionamiento con 
economías ilegales.

TABLA RESUMEN 3. Principales problemas identi�cados de control e información en el eslabón 
de la COMERCIALIZACIÓN REGIONAL y sus efectos sobre la trazabilidad del oro
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Cuarto eslabón. 
la comercialización 
internacional: 
de la Comercializadora 
Internacional 
hacia países consumidores 
y Zonas Francas 

3.4. 
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Según los datos oficiales de aduana177 , la ma-
yor parte de las exportaciones de las CI se diri-
gen hacia refinerías internacionales ubicadas 
en Estados Unidos, Canadá, Suiza, India y otros 
destinos (como Francia, Italia, Hong Kong, 
Turquía, Bélgica, España o Panamá), así como 
hacia ZF situadas en territorio colombiano. 

La trazabilidad del oro una vez atraviesa la 
frontera colombiana es muy difícil de esta-
blecer más allá de las exportaciones directas 
entre comercializadoras internacionales y re-
finerías. El oro con destino a otros países pue-
de permanecer en la industria de oro local o 
puede seguir su tránsito por nuevos puertos 
de importación y exportación que conectan 
los mercados más importantes del metal. En 

ese camino, y en los respectivos intersticios 
de fundición y refinación, el oro va perdiendo 
memoria al tiempo que va ganando ley (pure-
za) y valor, hasta terminar por convertirse en 
una gran amalgama de metal con un destino 
en la industria, la joyería o los bancos, pero sin 
un origen claro.

En esta etapa de la comercialización, también 
se registran inconsistencias en la información 
que siguen implicando dificultades en el escla-
recimiento de la trazabilidad y contrastes de 
información, tal y como lo anunciábamos en 
el apartado de contexto. Para el período 2009-
2018, en Colombia se registran extraídas algo 
más de 529 toneladas de oro y exportadas más 
de 556 toneladas: 

177 Sistema de inteligencia comercial, Legiscomex (2017), Información de exportación para partida arancelaria 7108120000 y 
7108130000.
178 La UIAF del Ministerio de Hacienda (Resolución 363 de 2008) hace una caracterización de “empresas exportadoras y/o importa-
doras de oro” que incluye a todas las personas jurídicas que realizan en forma habitual o esporádica exportaciones y/o importaciones 
utilizando una o varias de las 17 partidas arancelarias establecidas en el Decreto 4589 de 2006 de Ministerio de Comercio, Industria y 
Turismo. Para el análisis de cifras de exportación de este informe, se seleccionaron 8 de esas 17 partidas arancelarias, dejando por fuera 
las categorías que hablan de metales preciosos en general (pues en metales preciosos se suelen incluir otros metales como plata, plati-
no, rodio, paladio, entre otros) y las partidas de orfebrería. Sin embargo, vale la pena señalar que se hizo la comprobación de las cifras 
incluyendo esas 9 partidas adicionales (año a año), para descartar posibles dinámicas de lavado de activos o de salida de oro del país 
en otras formas que no fuera específicamente como materia prima. Las diferencias registradas tanto en Kg Netos como en Valor FOB 
USD, nos llevan a descartar esa posibilidad. En el caso de exportaciones con destino Suiza, la diferencia es mucho menos significativa.

Año
Producción Kg

(SIMCO)
Exportación 

Kg Neto 

2009
2010
2011
2012
2013
2014
2015
2016
2017
2018

Totales

47.583,17
53.581,66
55.678,89
65.346,94
54.985,46
56.455,07
58.199,79
60.881,93
41.060,00
35.500,00
529.272,90

58.495,47
63.890,00
65.540,00
76.921,94
57.751,23
48.130,58
36.579,16
48.080,95
55.105,44
46.425,55
556.926,08

Fuente: Elaboración propia a partir de datos del SIMCO 
y de Legiscomex

Tabla 12. Relación producción-exportación 
de oro (2009-2018)

178
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Según la UPME, las diferencias entre el volu-
men producido y el volumen exportado de 
oro se explican por dos circunstancias. Por un 
lado, la cantidad producida no necesariamen-
te se comercializa y exporta inmediatamente, 
sino que algunos de los productores mineros 
almacenan parte de su producción a la espera 
de mejores precios (se supondría que es lo que 
ocurrió entre 2014 y 2016, cuando la cantidad 
exportada fue menor a la producida). Por otro 
lado, cuando la cantidad exportada es mayor a 
la producida (2009-2013 y 2017-2018), la UPME 
asegura que “una parte del oro en el país se ex-
trae sin título minero, lo que representa una 
desventaja para la consolidación de registros 
de producción de la ANM”179. No obstante, 
cabe mencionar que fuentes periodísticas es-
peculan sobre la posibilidad de que esas casi 11 
toneladas de diferencia que se registraron en 
2018 entre las 35’5 toneladas de oro producido 
en Colombia y las 46’4 toneladas de oro expor-
tado correspondan a “oro venezolano que se 
legaliza en el país antes de llegar a mercados 
internacionales”180.

3.4.1 La exportación de 
oro desde Colombia hacia 
Suiza: caso ilustrativo de 
funcionamiento del eslabón 
de la comercialización 
internacional

Como también enunciamos anteriormente, 
en 2018 el oro colombiano fue exportado con 
destino a 14 países, así como hacia 4 ZF situa-
das en territorio colombiano. Suiza ocupa el 
tercer lugar como destino del oro colombiano, 
con un 16,01% del total de la exportación para 
2018, sólo por detrás de Estados Unidos y Ca-
nadá (que ingresó al mercado colombiano con 
fuerza precisamente en 2018).

179 Vid nota 26.
180 Vid nota 30.

Grá�co 8. Comparativa producción-exportación de oro (en Kg netos)

Fuente: Elaboración propia a partir de datos del SIMCO y de Legiscomex
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Cabe destacar que entre 2015 y 2018 las expor-
taciones de oro con destino Suiza se redujeron 
notablemente, pasando de representar un 35% 
de las exportaciones en 2015, a un 16,01% en 
2018. Mientras tanto, la proporción de expor-
taciones con destino a Estados Unidos se man-

tuvo estable. Curiosamente, para ese mismo 
período, mientras la cantidad de exportadores 
que operaban hacia otros destinos se multi-
plicaron, Suiza concentró sus proveedores co-
lombianos de oro, pasando de 7 en 2010 a ser 
únicamente 2 o 3 de 2013 en adelante.

Grá�co 9. Principales destinos del oro colombiano (2018)

Fuente: Elaboración propia con base en Legiscomex
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Grá�co 10. Proporción exportaciones ORO según país destino

Fuente: Elaboración propia a partir de datos Legiscomex
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Suiza es sede de grandes refinerías que domi-
nan el mercado global del oro y de innumera-
bles compañías comerciales atraídas por una 
política fiscal muy moderada y la poca regula-
ción o control por parte del Estado181. El país 
no tiene producción minera aurífera propia182. 
Cuatro de las nueve refinerías más importantes 

del mundo son originarias de Suiza: Argor-He-
raeus, Metalor, PAMP y Valcambi. Concentran 
el 70% de la capacidad mundial de refinación 
anual de oro183. Sus accionistas mayoritarios 
son agentes privados, grupos industriales, fi-
nancieros, empresas mineras y bancos.

El oro colombiano con destino a Suiza es im-
portado directamente por las refinerías Ar-
gor-Heraeus (ubicada en Ticino al sur de Sui-
za) y Metalor Technologies (en Neuchâtel, 
oeste de Suiza).  Los proveedores colombianos 
de oro para estas empresas tienen dos claros 
protagonistas: la Fundición CI J. Gutiérrez, la 
comercializadora internacional de oro líder 

en el país, que ocupaba el primer lugar entre 
los exportadores con algo más del 29,66% del 
mercado para 2018; y Mineros S.A., una em-
presa colombiana que extrae y exporta oro, 
cuyo único destino de exportación hasta 2016 
fue Suiza. En 2018, Mineros S.A. ocupó el cuar-
to lugar en el ranking de exportaciones con un 
8,66% de participación en el mercado184 .

181 Véase infra en el acápite dedicado al análisis de los actores suizos. 
182 Society for Threatened Peoples (2018), Switzerland - a Hub for Risky Gold? Geneva: STP. 
183 Riccardo Franciolli (2019), “Los sombríos orígenes del oro refinado en Suiza”, en Swissinfo, marzo. Disponible en: https://www.
swissinfo.ch/spa/multinacionales-_los-sombr%C3%ADos-or%C3%ADgenes-del-oro-refinado-en-suiza/44685766 Esta situación no 
es nueva: hasta la década de 1990, el Zúrich Gold Pool (un consorcio de los tres mayores bancos, incluyendo hoy al actual «Credit Su-
isse») fundado en 1968, controlaba dos tercios del comercio mundial de oro. Véase: Eidgenössische Zollverwaltung (2017) “Jahr 2016. 
Exporte auf dem Höchststand”, retrieved from:  https://www.newsd.admin.ch/newsd/message/attachments/47004.pdf.
184 Cálculos con base en Legiscomex.

Empresa Capacidad de puri�cación de oro por año (t)

Valcambi
Metalor
PAMP

Argor-Heraeus

1600
800
450
400

Fuente: BullionStar (2018)

Tabla 13. Re�nerías suizas más grandes del mundo

Grá�co 11: Tendencia esportaciones ORO colombiano Suiza

Fuente: Elaboración propia a partir de Legiscomex (2019)
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Grá�co 12: CIJ GUTIERREZ Y CIA, S.A.
Exportaciones a Suiza (Kg Netos)
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Grá�co 13: MINEROS, S.A.
Exportaciones a Suiza (Kg Netos)
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El papel de las refinerías 

El 100% del oro que comercializan Argor-He-
raeus185  y Metalor186 se encuentra avalado por 
certificaciones que aseguran una cadena de 
custodia o de abastecimiento responsable, li-
bre de conflictos y en muchos casos cumplien-
do con estándares de DDHH. Sin embargo, lo 
anterior resulta contradictorio teniendo en 
cuenta que las mismas autoridades colombia-
nas llegaron a reconocer que aproximadamen-
te el 80% de la producción de oro se extraía 
informal e ilegalmente187, sin los debidos per-
misos de explotación ni autorizaciones am-
bientales y, por lo tanto, sin garantías sobre el 
cumplimiento de los estándares ambientales, 
laborales, sociales y de respeto a los DDHH; y 
sin un control efectivo sobre quién está llevan-
do a cabo la extracción del oro para esclarecer 
su trazabilidad.

Como se pudo apreciar, el ciclo de la cadena de 
suministro inicia mediante la extracción del 
oro en yacimientos mineros de veta o aluvión. 
Allí se separan las rocas mineralizadas con 
alto contenido aurífero de las rocas de bajo va-
lor económico (estas últimas depositadas en 
escombreras donde pueden ser susceptibles 
de procesos de reciclaje). Dependiendo del 
tipo de explotación y de las condiciones técni-
cas en los yacimientos, las rocas de alto conte-
nido aurífero pueden ser procesadas mediante 
un procedimiento de concentración, conocido 
como «beneficio», que arroja como resultado 
el denominado «concentrado de oro» u «oro 
en lingotes de baja pureza»: barras de metal 
doré u oro crudo, una mezcla de metales fun-
didos en las minas. 

El proceso para eliminar trazas o impure-
zas puede ser llevado a cabo en las minas, es 
el caso de las grandes empresas mineras que 
cuentan con plantas de beneficio y refinado, o 

en las fundiciones locales (como la CI J. Gutié-
rrez) que adquieren oro de la minería a peque-
ña escala. En ambos casos, el material se so-
mete a procesos químicos u electrolíticos que 
separan impurezas, se funde para hacer placas 
delgadas y luego se refunde obteniendo como 
resultado los lingotes de oro estandarizados 
que son exportados hacia las refinerías suizas. 

Comúnmente los proveedores de oro (empre-
sas mineras o CI) son responsables de la logís-
tica hasta el punto de entrega (puerto o aero-
puerto más cercano a la refinería), por lo que 
suelen incluir -dentro de los gastos de opera-
ción- rubros como seguros, transporte y otros 
costos de transacción. Cuando el cargamento 
llega al punto de entrega, se transfieren res-
ponsabilidades, riesgos y titularidad a las re-
finerías que procesan el material con el fin de 
obtener lingotes de oro de una pureza superior 
a 99,5% y de hasta 99,99%, el de mayor pureza 
posible, que son estandarizados y certificados 
para intercambio o reserva de valor en el mer-
cado financiero188. 

Las refinerías se encargan de la venta a los con-
sumidores finales. Pueden operar bajo certifi-
caciones internacionales o no. Las refinerías 
certificadas desempeñan un papel en el man-
tenimiento y la expansión del stock de oro en 
circulación. El oro refinado que consigue certi-
ficación internacional tiene mayor valor que el 
oro refinado por empresas no certificadas. Eso 
significa que, aunque la composición química 
de dos lingotes sea equivalente o similar, el fac-
tor que concede valor a un lingote como reser-
va internacional es el sello, la numeración y la 
certificación que le confiere una refinería cer-
tificada. Las agencias internacionales que cer-
tifican a las refinerías, donde además se tran-
sa el valor del oro y se negocian los productos 
que dichas empresas producen, son la London 
Bullion Market Association (LBMA)189, el Chi-
cago Mercantile Exchange (COMEX), el Tokyo 

185 Argor-Heraeus (2019), Certifications. Disponible en: https://www.argor.com/en/responsibility/certifications 
186 Metalor (2019), ISO, RJC, LPPM and LBMA certifications. Disponible en: http://www.metalor.com/es/node_59/ISO-RJC-LP-
PM-and-LBMA-certifications
187 Contraloría General de la República (2017), Informe del estado de los recursos naturales del ambiente, 2016-2017, Bogotá: CNR, 
p. 153. Disponible en: https://www.contraloria.gov.co/documents/20181/780624/Informe+sobre+el+Estado+de+los+Recursos+Natu-
rales+y+del+Ambiente+2016+-+2017.pdf/231c8575-ca36-4c06-b76f-52a2e212612a?version=1.1
188 Un análisis detallado del proceso se puede consultar en Diego Murguía (2015), “Las refinerías y el negocio del oro en perspectiva: 
modelos internacionales, propuestas y tendencias”, en Realidad económica, No. 295, octubre-noviembre, p. 114.
189 “El Bullion Market es el mercado extrabursátil de oro y plata más importante, y uno de los foros de negociación de materias primas 
más significativos de Londres. Fija el precio del oro y de la plata, desde 1919 y 1987, respectivamente. El precio en el comercio es coor-
dinado por la Bullion Market Association (LBMA)”. Asociación para los Pueblos Amenazados (2016), Op. Cit., p. 85.
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Commodity Exchange (TOCOM) y el Dubai 
Multi Commodities Centre (DMCC). Las refine-
rías que reciben acreditación de esas agencias 
producen el oro transable en el mercado finan-
ciero dado que, en teoría, se encargan de ava-
lar su calidad, pureza, autenticidad y liquidez.

Como se mencionó anteriormente, dos de 
esas refinerías son de especial interés para 
los propósitos de este informe (ambas certifi-
cadas por el LBMA): Argor-Heraeus190 es una 
de las empresas más importantes de refinado 
de oro y fabricación de lingotes. Su sede está 
localizada en el cantón suizo de Ticino y has-
ta 2017 contaba entre sus accionistas con el 
Commerzbank, Austrian Mint, Argor-Heraeus 
Management y Heraeus. Este último, un grupo 
alemán, se hizo con el control de la empresa 
ese año191. Tiene filiales en Alemania, Italia y 
Chile. Se fundó en 1951 y actualmente tienen 
una capacidad de refinado de oro cercana a las 
400 toneladas de oro fino al año. 

Metalor192, por su parte, es la refinería con más 
trayectoria en Suiza. Se conoce con el nombre 
de «Metalor» desde inicios del siglo XX, pero 
su predecesora se fundó originalmente en 
1852. Está localizada en el cantón de Neuchâ-
tel. Desde 2016 es controlada en su mayoría 
por el holding japonés Tanaka Kikinzoku193 y 
tiene un amplio abanico de filiales en más de 
17 países de norte y sur América, Europa y Es-
tados Unidos. En 2001 constituyó una sucursal 
en América Latina (Lima, Perú). En la actuali-
dad tiene abierta una serie de investigaciones 
judiciales en ese país por contar entre sus pro-
veedores con operadores que lavaban dinero 
procedente de la minería ilegal en yacimientos 

ubicados en La Rinconada, Ananea, en la fron-
tera con Bolivia194. Sin embargo, la refinería 
mantiene relaciones comerciales con empre-
sas cuestionadas en Perú y continúa negando 
el suministro de oro ilegal195.

Precisamente por su peso en el mercado, las re-
finerías tienen una responsabilidad crucial en 
el proceso de comercialización de oro, al cons-
tituirse en uno de los nodos más importantes 
entre las minas y los consumidores finales. 
Las críticas y las preocupaciones desatadas 
por la extracción de oro debido a la destruc-
ción medioambiental que produce la activi-
dad, a las situaciones de violación de DDHH 
que se configuran en los yacimientos y en toda 
la cadena de suministro196, ha generado las 
correspondientes reacciones entre las refine-
rías suizas. Las políticas de «responsabilidad 
social» y de cadenas de abastecimiento son los 
mecanismos mediante los cuales esas empre-
sas se escudan para comprar oro bajo, en teo-
ría, estándares de debida diligencia. Además, 
la LBMA desarrolló las Good Delivery Rules y la 
Guía para el Oro Responsable197 con la supues-
ta finalidad de promover que las refinerías 
suscribieran principios de «fuentes responsa-
bles» según los parámetros de la OCDE198. Sin 
embargo, como se pudo ver en secciones ante-
riores, en Colombia, Metalor y Argor-Heraeus 
han llevado a cabo transacciones y mantienen 
relaciones comerciales con empresas (Mine-
ros S.A. y CI J. Gutiérrez) que actualmente es-
tán enfrentando investigaciones judiciales en 
el país por el comportamiento irregular de sus 
exportaciones de oro o que han sido denuncia-
das por organizaciones sociales en razón de los 
conflictos y daños eco-sistémicos que deja su 
operación.

190 Para una descripción detallada, véase: https://www.bullionstar.com/gold-university/argor-heraeus-refinery
191 MarketScreener (2017), “Heraeus takes over Swiss gold and silver firm Argor-Heraeus”. Disponible en: https://www.marketscreen-
er.com/COMMERZBANK-AG-13057331/news/Heraeus-takes-over-Swiss-gold-and-silver-firm-Argor-Heraeus-24148708/ 
192 Para una descripción detallada, véase: https://www.bullionstar.com/gold-university/metalor-refinery
193 Tanaka Holdings, “Group network: about Metalor Technologies International SA”. Disponible en: https://www.tanaka.co.jp/en-
glish/about/group/index.html
194 Riccardo Franciolli (2019), Op. Cit. Véase también: Óscar Castilla (2018), “Oro incautado: La historia secreta del proveedor de la may-
or refinería de Suiza”, en Ojo Público, abril. Disponible en: https://ojo-publico.com/652/oro-incautado-la-historia-secreta-del-provee-
dor-de-la-mayor-refineria-de-suiza
195 Swissinfo (2018), “Swiss refiners deny sourcing illegal and conflict gold”. Disponible en: https://www.swissinfo.ch/eng/business/
peru-and-africa_swiss-gold-refiners-accused-of-sourcing-illegal-and-conflict-gold/43993550  
196 A propósito, pueden consultarse las investigaciones de la Asociación para los Pueblos Amenazados y de Ojo Público. 
197 London Bullion Market Association (2017), LBMA Responsible Gold Guidance, London: LBMA. Disponible en: http://www.lbma.
org.uk/assets/downloads/responsible%20sourcing/Responsible_Gold_Guidance.pdf 
198 Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (2016), OECD Due Diligence Guidance for responsible supply chains 
of minerals from conflict-affected and high-risk areas, Paris: OCDE. Disponible en: http://www.oecd.org/daf/inv/mne/OECD-Due-Dil-
igence-Guidance-Minerals-Edition3.pdf 
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El rol del Estado suizo en la 
cadena de responsabilidades

Suiza es un Estado federal. Los poderes estata-
les están divididos entre la confederación, los 
cantones (26) y las comunas (2.222)199. Cuenta 
con un marco legal que delimita las caracte-
rísticas y los criterios normativos que regulan 
las actividades económicas relacionadas con 
el negocio del oro200. El marco incluye, entre 
otras, la Ley sobre el control de metales precio-
sos (SR.941.31)201, la ordenanza sobre el control 
de metales preciosos (SR.941.311)202 y la orde-
nanza sobre la tarifa del control de metales 
preciosos (SR.941.319)203. La Oficina Central 
de Control de Metales Preciosos es el organis-
mo regulador de la industria suiza de metales 
preciosos. Forma parte de la Administración 
de Aduanas de Suiza que, a su vez, constituye 
el Departamento Federal de Finanzas de Suiza. 
La Oficina:

“hace cumplir la ‘Ley de Control de Metales 
Preciosos’. En la práctica, esto lo hacen los 
‘ensayadores autorizados’ (…) que certifican y 
mantienen la calidad de los metales preciosos 
producidos por los fabricantes suizos de me-
tales preciosos. Algunos de estos ensayadores 
trabajan directamente para la Oficina de Con-
trol, otros son empleados y trabajan en las re-
finerías”204 .

Aunque el Gobierno suizo argumente que 
su legislación es una de las más estrictas del 
mundo en lo relativo a la regulación del mer-
cado del oro, ese marco jurídico no cuenta con 
herramientas para llevar a cabo un análisis de 
trazabilidad y un seguimiento detallado de la 
procedencia del oro que es importado y luego 
exportado. De hecho, en un reciente informe 
titulado «Comercio de oro y violación de los 
Derechos Humanos»205, el Consejo Federal 
no descarta que el oro importado por Suiza 
esté relacionado con violaciones de DDHH y 
reconoce que las refinerías aplican estánda-
res voluntarios en materia social y ambiental 
pero que no están obligadas a cumplirlos. Para 
atender dicha problemática, el Gobierno suizo 
formuló en su informe ocho recomendaciones 
orientadas a mejorar la transparencia de la in-
dustria pero, paradójicamente, no son vincu-
lantes206. La entidad encargada de verificar el 
cumplimiento del marco normativo que regula 
el mercado del oro en Suiza (la Oficina Central 
de Control de Metales Preciosos) básicamente 
se limita a certificar la calidad de los metales 
transados. Esos vacíos han suscitado múlti-
ples preocupaciones de la sociedad civil207: “la 
Unión Europea, e incluso Estados Unidos, po-
seen leyes más estrictas. La legislación helvé-
tica intenta frenar la extracción ilegal de oro, 
pero, como admite el propio Gobierno, no hay 
principios expresados explícitamente sobre el 
respeto a los derechos humanos. Pese a ello, el 
Gobierno no considera que sea necesaria una 
nueva ley”208 . 

199 Oficina de Información Diplomática (2019), “Ficha de país. Suiza: confederación suiza”. Disponible en: http://www.exteriores.gob.
es/Documents/FichasPais/SUIZA_FICHA%20PAIS.pdf 
200 The Swiss Confederation, “Legal bases of the Precious Metal Control”. Disponible en: https://www.ezv.admin.ch/ezv/en/home/
documentation/legal-foundations/non-customs-tasks/legal-bases-of-the-precious-metal-control.html
201 The Federal Assembly of the Swiss Confederation (2011), 941.31. Federal Act on the Control of the Trade in Precious Metals and 
Precious Metal Articles (Precious Metals Control Act, PMCA). Disponible en: https://www.admin.ch/opc/en/classified-compila-
tion/19330048/index.html
202 The Federal Assembly of the Swiss Confederation (2013), 941.311. Ordinance on the Control of Trade in Precious Metals and Articles 
of Precious Metals. Disponible en: https://www.admin.ch/opc/en/classified-compilation/19340042/index.html
203 The Federal Assembly of the Swiss Confederation (2010), 941.319. Ordinance on the Fees for Precious Metals Control. Disponible en: 
https://www.admin.ch/opc/en/classified-compilation/20050724/index.html
204 Traducción libre de “enforces the ‘Precious Metals Control Law’. In practice, this is done by ‘licensed assayers’ (…) who certify and 
maintain the quality of the precious metals produced by the Swiss precious metals fabricators. Some of these assayers work directly 
for the Control Office, others are employed by and work in the refineries”. Cfr. BullionStar (2017), “Swiss Gold Market”. Disponible en: 
https://www.bullionstar.com/gold-university/swiss-gold-market 
205 Bundesrates (2018), Goldhandel und Verletzung der Menschenrechte, Genf: Schweizerische Eidgenossenschaft. Disponible en: 
https://www.newsd.admin.ch/newsd/message/attachments/54479.pdf Véase también: The Federal Council (2018), “Federal Council 
report on gold trading and human rights”. Disponible en: https://www.admin.ch/gov/en/start/documentation/media-releases.msg-
id-72914.html 
206 Previamente, las estrategias diseñadas por el gobierno suizo incluyeron acciones como la publicación de las estadísticas del comer-
cio del oro (desde 2014) y la creación de la Better Gold Initiative (en 2013), una asociación público-privada encargada de promover 
protocolos de certificación de oro. Claramente son insuficientes para dar cuenta del problema. Cfr. Sabrina Herzog (et. al.) (2015), Gold 
in Switzerland: Certification schemes as the new gold rush, Geneva: Swissaid, p. 29
207 Swissaid (2018), “Rapport sur l’or du conseil fédéral: malgré la reconnaissance des problèmes, les solutions proposées sont insuff-
isantes”, Disponible en: https://www.swissaid.ch/fr/conseil-federal-rapport-or
208 Riccardo Franciolli (2019), Op. Cit. 
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Entre las razones que explican dicha renuen-
cia, las organizaciones sociales suizas desta-
can que “el Gobierno federal reconoce la férrea 
competencia internacional a la que se enfren-
ta la industria suiza. Y en un intento por no 
multiplicar las dificultades de un sector que 
es responsable de un tercio de las importacio-
nes y una cuarta parte de las exportaciones, la 
realidad es que no existe una intención real de 
cambiar las cosas”209 .

Suiza desempeña un papel crucial en la comer-
cialización de oro (de procedencia legal e ile-
gal) pero el Gobierno ha diseñado estrategias 
claramente deshilvanadas e insuficientes, que 
deja ver la falta de voluntad política para crear 
una regulación efectiva que sea vinculante 
para las refinerías y que supere los estándares 
y certificaciones que generan impresión de 
trazabilidad pero que, a nuestro modo de ver, 
difuminan los distintos puntos ciegos que ya 
están a plena vista. Si no se aborda el problema 
de forma coordinada con los distintos actores 
internacionales que intervienen en toda la ca-
dena de suministro, persistirán los problemas 
de trazabilidad y el oro continuará extrayén-
dose en Colombia dejando a su paso nefastos 
daños eco-sistémicos y situaciones que com-
prometen el goce efectivo de los DDHH de las 
comunidades locales.  

3.4.2. El fenómeno de las 
Zonas Francas

En 2015 aparecen en los registros oficiales 
las primeras exportaciones de oro registra-
das por el Servicio Nacional de Aduanas ha-
cia Zonas Francas en territorio colombiano 
(en una proporción casi inapreciable: 0,05% 
del total de exportaciones). En 2016 la pro-
porción de exportaciones con destino Zonas 

Francas situadas dentro de Colombia ascen-
dió al 22,24% y se mantuvo en un 22,94% 
para el 2017. En 2018, se situó en casi un 12%.

Si bien el comportamiento es reciente, y en el 
último año la proporción no fue tan alta como 
los dos anteriores, sigue sin ser despreciable su 
talla y consideramos que vale la pena enunciar 
la tendencia y analizar posibles correlaciones 
con el comportamiento de las exportaciones 
de oro en general.

Las ZF gozan de un régimen especial en mate-
ria fiscal y comercial, además de una reserva 
estadística en el tratamiento de los datos sobre 
las mercancías que pasan por ellas210 . Así, con 
las limitaciones que hay para acceder a la in-
formación de las mercancías que se comercian 
a través de ZF211 , la trazabilidad y la determi-
nación del destino del oro colombiano que es 
exportado a ZF se pierde a partir de este punto. 
Por ello, podríamos hacernos la pregunta de si 
países como Suiza, por ejemplo, que registró 
un descenso en las importaciones auríferas 
procedentes de Colombia para el periodo 2015-
2018, estaría recibiendo oro con origen en ZF 
colombiana (pues no hay acceso a esa infor-
mación) o si esto estaría respondiendo a que 
las exportaciones se operan a través de países 
terceros. 

La aparición de forma significativa de las ZF en 
los registros oficiales de exportación de oro a 
partir de 2016212, coincide con la imposición 
de regulaciones por parte del MinMinas des-
de 2015 para ejercer control sobre la cadena 
de producción y comercialización del oro. No 
es de extrañar, por tanto, que la aparición del 
conjunto de ZF como destino de exportación 
del oro colombiano, viniera acompañada de 
la enorme diversificación de exportadores en 
este mismo período 2015-2018: para 2015 se 
registraron un total de 29 comercializadores 
internacionales exportando el oro colombiano 

209 Ibíd. 
210 En entrevista con funcionarios del Departamento Administrativo Nacional de Estadística (DANE), se nos hizo saber que la ley que 
sustenta la reserva estadística para Zonas Francas es la ley 79 de 1993 en su artículo 5°.
211 Los datos del DANE a los que tuvimos acceso sobre las exportaciones desde Zonas Francas hacia el resto del mundo, no clasifican las 
mercancías por partidas arancelarias, sino que las agrupan en las grandes categorías como “Sector Minero” o “Explotación de Minas y 
canteras”, sin distinción del tipo de mineral. La trazabilidad del oro se pierde en este punto.
212 Coincide con el año de la expedición de la resolución 58 de 2016 de la DIAN, en la que se exige a los usuarios de Zonas Francas 
complementar la declaración de exportación y cumplir con los demás trámites necesarios para la exportación. Antes de esa fecha, no 
existía dicha obligación, lo cual podría explicar que no aparezcan registros anteriores de oro exportado a Zonas Francas.
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hacia el exterior (más o menos como los años 
anteriores). Para 2016 esta cantidad pasó a 96 
exportadores (59 de los cuales exportaron con 
destino ZF), en 2017 la exportación se operó a 
través de 127 exportadores registrados (66 de 
los cuales exportaron a ZF) y en 2018 se operó 
a través de 123 exportadores (52 con destino a 
ZF). 
 
El análisis de la trazabilidad del oro no se agota 
con la dinámica del comercio en el escenario 
nacional. Es así que resulta de la mayor impor-
tancia examinar el papel que desempeña la 
DIAN en el control de las exportaciones y de la 
comercialización en virtud de su competencia 
jurídica para determinar si la exportación del 
metal se adecua al marco legal y a la observan-
cia de los requisitos que se derivan el proceso 
mismo de comercialización, incluyendo la cer-
tificación de la extracción y del beneficio bajo 
el régimen de legalidad que confiere un título 
o el permiso otorgado a los mineros de subsis-
tencia. 

La DIAN se constituye entonces en una suer-
te de eslabón final para ejercer el control de la 
trazabilidad teniendo en cuenta sus funciones 
de verificación para garantizar que el comercio 
del oro se lleve a cabo bajo conductos legales y 
pague regalías. Precisamente el MinMinas 213 
le atribuye dicha potestad en los siguientes tér-
minos: “quien pretenda realizar una exporta-
ción de oro, plata y platino sin transformar, de-
berá acreditar previamente ante la Dirección 
de Impuestos y Aduanas Nacionales, el pago 
de la correspondiente regalía”214 . 

Además, cuando se trate de exportaciones de 
oro, plata y platino presentado como chatarra, 
en desuso o en pigmentos, teniendo en cuen-
ta que no pagan regalías215, deben acreditarse 

ante la DIAN, antes de la exportación, median-
te una certificación expedida por un Organis-
mo de Certificación y/o inspección que se en-
cuentre autorizado para tal fin  y cuya control 
corresponde al MinMinas. Esto resulta de la 
mayor importancia en los casos de exporta-
ción de «chatarra de oro», categoría excluida 
de la nueva regulación para controlar el pro-
ceso de comercialización de oro. También por-
que, como se señaló, una de las nuevas tenden-
cias para exportar oro es el uso de ZF, donde 
la regulación es laxa, hay poca supervisión y 
transparencia en los procesos internos. Infor-
mes del Bureau for international narcotics and 
law enforcement affairs217 del Departamento de 
Estado de Estados Unidos señalan que, por esa 
razón, las ZF de Colombia son susceptibles de 
lavado de activos y corrupción de funcionarios 
y autoridades aduaneras. En algunos casos, la 
declaración es realizada por los usuarios de 
las ZF (ya sea por elusión o desconocimiento 
del marco jurídico) aun cuando formalmente 
dicha certificación debe ser expedida por un 
Organismo de Certificación acreditado ante la 
DIAN. Lo anterior configura delitos de evasión 
de impuestos, fraude de exportación y lavado 
de activos.

La conclusión a que llegamos con este análisis 
es que la trazabilidad del oro una vez éste atra-
viesa la frontera colombiana, es difícil más allá 
de las exportaciones directas entre comercia-
lizadoras internacionales y refinerías. El oro 
que sale con destino a otros países o ZF puede 
quedarse efectivamente en la industria del oro 
local o puede seguir en su camino por nuevos 
puertos de importación y exportación que lle-
guen a los destinos más importantes del oro. 

213 Ministerio de Minas y Energía, Decreto 600 de 1996, por el cual se reglamenta parcialmente la Ley 141 de 1994 en lo que se refiere 
al recaudo, distribución y transferencia de las regalías de la explotación de carbón, metales preciosos y concentrados polimetálicos, 
Bogotá: Imprenta Nacional. Disponible en: http://www.suin-juriscol.gov.co/viewDocument.asp?id=1127373 
214 Ministerio de Minas y Energía, Decreto 4479 de 2009, por el cual se modifica el artículo 20 del Decreto 600 de 1996 y se establecen 
algunas medidas de control para la exportación de metales preciosos, Bogotá: Imprenta Nacional. Disponible en: http://www.mincit.
gov.co/loader.php?lServicio=Documentos&lFuncion=verPdf&id=23942&name=Decreto-4479-2009.pdf&prefijo=file  
215 Ibíd., artículo 1. 
216 El Organismo Nacional de Acreditación de Colombia es el encargado de acreditar, luego de corroborar el cumplimiento de los req-
uisitos de ley, al Organismo de Certificación y/o Inspección constituido para certificar que el material sujeto a exportación sea mineral 
transformado.  
217 Véase:  Bureau for International Narcotics and Law Enforcement Affairs (2017), International Narcotics Control Strategy Report. 
Volume II. Money Laundering and Financial Crimes, INCSR: Washington, p. 68. Disponible en: https://www.state.gov/documents/
organization/268024.pdf
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Transformaciones del sector: 
¿nuevos mercados para el oro 
colombiano?

No podemos dejar de mencionar que en el pro-
ceso de análisis de los datos de exportación de 
Colombia pudimos identificar que, en los años 
2015, 2016, 2017 y 2018, se registraron partidas 
de exportación de gran volumen, bajo la des-
cripción 2616.90.10.00 - Minerales de oro y 
sus concentrados, con destino países asiáticos.

Lo elevado de esos volúmenes desviaba nota-
blemente el análisis:

- 2015: 96,7 toneladas con precios unitarios 
(por Kg) que oscilan entre 0,89 y 2,12 USD.

- 2016: 133,5 toneladas con precios unitarios 
(por Kg) que oscilan entre 0,96 y 2,15 USD.

- 2017: 602,9 toneladas con precios unitarios 
(por Kg) que oscilan entre los 0,52 y los 1,64 
USD.

- 2018: 2.399,7 toneladas con precios unitarios 
(por Kg) que oscilan entre 0,34 y los 1,75 USD.

Para verificar si sería conveniente contabilizar 
estas partidas en el análisis, resolvimos poner-
nos en contacto con las 3 empresas responsa-
bles de dichas exportaciones en el año 2017. 
Dos de las 3 empresas respondieron amable-
mente una entrevista telefónica y confirmaron 
que se trata de exportación de arenas polime-
tálicas. Según describieron se trata de rocas y 
arenas sin procesar, que contienen concentra-
dos de oro y plata. El procesado de las arenas se 
hace en destino y se estima que por tonelada se 
pueden obtener entre 30 y 40 gramos de oro. 
Según expresó una de las entrevistadas, este 
es un negocio con un gran potencial que em-
pieza a ganar fuerza en Colombia y que puede 
imponerse a futuro para la exportación de oro, 
debido a que se ha prohibido el uso del mercu-
rio y otros químicos para separar el oro de las 
arenas y dado que las tecnologías disponibles 
en Colombia no son tan rentables.

Vale la pena señalar que uno de los receptores 
de estas partidas de exportación en 2017 y 2018 
(por una cantidad total de 1.945,8 toneladas) es 
la empresa suiza Trafigura (con sede en Gine-
bra y Singapur). En el marco de esta investiga-
ción no fue posible verificar si Trafigura vende 
oro a refinerías suizas, o incluso si Suiza está 
importando arenas polimetálicas que después 
procese, pero definitivamente consideramos 
que es un campo a tener en cuenta para anali-
zar las posibles transformaciones del sector218.

218 A efectos de este informe y para concentrar el análisis de la cadena del oro, las correspondientes partidas de exportación 
2616.90.10.00 - Minerales de oro y sus concentrados fueron excluidas de forma a que el análisis estuviera más cohesionado.
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PROBLEMAS DE CONTROL E 
INFORMACIÓN IDENTIFICADOS INCONSISTENCIAS EFECTOS SOBRE LA TRAZABILIDAD

Diferencia signi�cativa entre 
cantidad de oro producida en 
Colombia y cantidad de oro 
exportada.

Desvío de una cantidad signi�cativa 
de oro hacia las Zonas Francas en 
territorio colombiano.

Rol poco claro de la DIAN en los 
procesos de exportación a través de 
ZF. 

Re�nerías llevan a cabo transac-
ciones con CI que actualmente están 
enfrentando investigaciones 
judiciales en el país por el compor-
tamiento irregular de sus exporta-
ciones de oro o que han sido 
denunciadas en razón de los 
con�ictos y daños eco-sistémicos 
que deja su operación.

Legislación en país de origen de las 
re�nerías (Suiza en el caso de este 
estudio) no cuentan con herramien-
tas para llevar a cabo un análisis de 
trazabilidad y un seguimiento 
detallado de la procedencia del oro 
que es importado y luego exportado.

Re�nerías aplican estándares 
voluntarios de conducta empresarial 
para el respeto de los DDHH.

No se tiene claridad acerca del origen del oro que se comercia desde 
Colombia. 

La trazabilidad y la determinación del destino del oro colombiano que es 
exportado a ZF se pierde a partir de este punto. La trazabilidad del oro 
una vez éste atraviesa la frontera colombiana, es difícil más allá de las 
exportaciones directas entre comercializadoras internacionales y 
re�nerías. El oro que sale con destino a otros países o ZF puede 
quedarse efectivamente en la industria del oro local o puede seguir en 
su camino por nuevos puertos de importación y exportación antes que 
lleguen a los destinos más importantes del oro.

Las ZF de Colombia son susceptibles de lavado de activos y corrupción 
de funcionarios y autoridades aduaneras.

Poca �abilidad acerca de los estándares y certi�caciones utilizados para 
determinar el oro como libre de con�ictos y de violaciones de DDHH.

No hay una implicación clara de los Estados origen de las Re�nerías 
(Suiza en este caso) en contribuir al establecimiento de la trazabilidad 
del oro en toda su cadena de suministro.

No hay cómo garantizar de forma certera que la totalidad del oro 
importado desde Colombia no solo tenga una procedencia legal, sino 
que también obedezca a estándares medioambientales y de DDHH. 

Las instituciones encargadas lo atribuyen a la 
extracción de oro sin título; otras fuentes 
especulan acerca de la legalización de oro ilegal 
procedentes de países vecinos.

Las ZF gozan de un régimen especial en materia 
�scal y comercial, además de una reserva 
estadística en el tratamiento de los datos sobre 
las mercancías que pasan por ellas.

 

La regulación en las ZF es laxa, hay poca 
supervisión y transparencia en los procesos 
internos.

Las re�nerías cuentan con certi�caciones acerca 
de su proceso y del oro a pesar de las 
problemáticas identi�cadas en su cadena de 
aprovisionamiento.

 

La entidad encargada de veri�car el 
cumplimiento del marco normativo que regula el 
mercado del oro en Suiza (O�cina Central de 
Control de Metales Preciosos) básicamente se 
limita a certi�car la calidad de los metales 
transados.

No se tiene claridad acerca de cuáles son los 
criterios aplicados por estas certi�caciones para 
determinar la transparencia de la cadena de 
suministro.

TABLA RESUMEN 4. Principales problemas identi�cados de control e información en el eslabón 
de la COMERCIALIZACIÓN INTERNACIONAL y sus efectos sobre la trazabilidad del oro



86



4. 

87

La actividad de las 
refinerías avalada por 
estándares voluntarios 
de responsabilidad 
empresarial



88

Tras la revisión de los problemas de control en 
la cadena de producción y suministro del oro, 
y luego de haber establecido las dificultades 
para esclarecer su trazabilidad a lo largo de 
la ruta que el metal hace desde su extracción 
en las minas colombianas hasta las vitrinas de 
las joyerías más famosas o las bóvedas de los 
bancos más influyentes, creemos que en este 
punto es imprescindible ofrecer una breve va-
loración sobre el rol de iniciativas y estándares 
de conducta empresarial para el respeto de los 
DDHH como la Iniciativa Minerales Responsa-
bles, la Guía de Oro Responsable de la LBMA, el 
Consejo Joyería Responsable, la Alianza por la 
Minería Responsable, la Better Gold Initiative 
y la Guía de Debida Diligencia de la OCDE para 
cadenas de suministro responsables de mine-
rales en las áreas de conflicto o de alto riesgo, 
las cuales se han formulado con el supuesto fin 
de aportar en la disminución de los problemas 
analizados en esta investigación y establecer 
la cadena de responsabilidades. Es necesario 
hacer un balance del papel de estas iniciativas 
y de la contribución real que hacen en térmi-
nos de garantizar el respeto de los DDHH a lo 
largo de la cadena de suministro del oro.

Iniciativas desde las 
Organizaciones de 
cooperación internacional 
entre Estados en el debate 
de la responsabilidad de las 
empresas con el respeto de 
los DDHH

Ya desde la década de 1970, en respuesta al 
fuerte crecimiento económico en el período 
de la posguerra y al surgimiento de multitud 
de empresas multinacionales con gran poder 
en el escenario económico internacional, las 
organizaciones de cooperación entre Estados 
como OCDE, OIT y ONU se vieron llamadas a 
abordar necesariamente la problemática que 

planteaba la tensión entre la operación de di-
chas empresas multinacionales y el respeto de 
los DDHH en los territorios donde operaban.

Numerosas iniciativas fueron surgiendo en 
este sentido: I) las Líneas Directrices de la 
OCDE para Empresas Multinacionales219 en 
1976, que son recomendaciones dirigidas por 
los gobiernos a las empresas multinaciona-
les que operan en los países de la OCDE o que 
tienen su sede en ellos; II) la Declaración tri-
partita de principios sobre las empresas multi-
nacionales y la política social de la OIT (1977), 
instrumento que proporcionaba orientación a 
las empresas (multinacionales y nacionales) 
sobre políticas sociales y entornos laborales 
inclusivos, responsables y con prácticas soste-
nibles; III) la iniciativa del Pacto Global de Na-
ciones Unidas (1999), que invita a las empresas 
a alinear sus estrategias y operaciones con diez 
principios en materia de derechos humanos, 
trabajo, medio ambiente y lucha contra la co-
rrupción; o iv) la expedición de los Principios 
Rectores sobre las empresas y los derechos hu-
manos de las Naciones Unidas (2011), los cua-
les son la puesta en práctica del marco de las 
Naciones Unidas para ‘proteger, respetar y re-
mediar’ ante abusos cometidos por Empresas. 

Este es un debate que viene de lejos y estas ini-
ciativas, sin duda, han contribuido a poner la 
discusión acerca del alcance de la responsabi-
lidad empresarial frente a las consecuencias 
de su operación sobre la mesa. Sin embargo, 
hay que mencionar que el común denomina-
dor que ha hecho que este conjunto de inicia-
tivas haya sido y sigan siendo ampliamente 
aceptados por Estados y Empresas, es que son 
códigos de conducta empresarial responsable 
de carácter voluntario y lo único que emiten 
son recomendaciones para que los Estados y 
las Empresas adopten estándares mínimos de 
Debida Diligencia en su gestión de la inver-
sión y en su operación empresarial, respecti-
vamente. La falta de carácter jurídicamente 
vinculante de estos códigos hace que sean ins-
trumentos muy limitados en su aplicación y en 
su eficacia para que la operativa empresarial 
respete de forma cabal los DDHH. Tampoco 
contribuyen factores como: la capacidad a me-
nudo deficiente de los Estados anfitriones para 

219 Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (2013), Líneas Directrices de la OCDE para Empresas Multinacionales, 
Washington: OECD.
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Guía de Debida Diligencia 
de la OCDE para Cadenas de 
Suministro Responsables de 
Minerales en las Áreas de 
Conflicto o de Alto Riesgo

ejercer control, la falta de voluntad política en 
muchos casos, el andamiaje de tratados inter-
nacionales que ofrecen protección a las inver-
siones incluso en situaciones de controversia 
con las comunidades, etc. 

Suiza ha sido sede de estos debates y ha sido 
partícipe en la construcción de algunas de es-
tas propuestas, las cuales no se puede negar 
que se han configurado como punto de partida 
para el desarrollo de una política de respon-
sabilidad en el área de gobierno corporativo 
e inversiones extranjeras de Suiza. Estas ini-
ciativas no abordan la especificidad de nin-
guna industria o sector, sino que abordan la 
problemática de las Empresas y el respeto por 
los DDHH desde su generalidad. Para atender 
las especificidades de sectores como el oro hay 
guías específicas que vale la pena revisar:

En 2011, la OCDE publicó la Guía de Debida Di-
ligencia para Cadenas de Suministro Respon-
sables de Minerales en Áreas de Conflicto o de 
Alto Riesgo220 para abordar específicamente 
la problemática que se había denunciado en 
torno a las empresas y la extracción de Estaño, 
Tantalio, Tungsteno y Oro en la región africa-
na de los Grandes Lagos y su relación con los 
conflictos en la zona. Esta guía quedó aproba-
da por los Estados de la OCDE como referente 
de debida diligencia, a extrapolar e implemen-
tar en las cadenas de suministro de estos mi-
nerales en los diferentes países de los que se 
abastecieran empresas con sede en países de 
la OCDE.

Según la OCDE, la guía busca ayudar a las em-
presas a respetar los derechos humanos y a 
evitar contribuir a los conflictos a través de la 
cadena de suministros, de forma directa o in-
directa, eliminando los flujos financieros ha-
cia las estructuras que participan de los con-
flictos y la violencia. Para ello, la guía propone 
un paso a paso que las empresas deberían in-
corporar para lograr establecer cadenas de su-
ministro de minerales transparentes. 
Colombia se adhirió a la Guía en mayo de 2012.

Siguiendo el mismo esquema de análisis, en 
2016 la OCDE publicó un estudio específico 
sobre Debida Diligencia en la Cadena de Su-
ministro de Oro Colombiana, cuyo objetivo era 
“analizar el sector de la minería aurífera en Co-
lombia y su potencial para construir cadenas 
de suministro responsables según lo definido 
por la Guía de Debida Diligencia para Minera-
les”221. Adicionalmente, se han desarrollado 
estudios de caso regionales (hasta el momento 
para Antioquia y Chocó). Todo ello para termi-
nar emitiendo próximamente recomendacio-
nes que conduzcan a impulsar iniciativas de 
Debida Diligencia en la cadena de suministro 
aurífera en el país.

Estas guías son un paso interesante al poner de 
relieve la problemática que rodea la extracción 
de recursos minerales en zonas de conflicto, y 
al hacer patente la necesidad de transparen-
cia en la cadena de suministro. Sin embargo, 
por más que se supone que la guía “refleja la 
posición común y el compromiso político de 
los miembros de la OCDE y los adherentes no 
miembros”222, nuevamente ésta es una herra-
mienta de aplicación limitada pues no contie-
ne elementos jurídicamente vinculantes para 
los Estados miembros de la OCDE, en términos 
de reconocer y extender sus responsabilidades 
extra-territoriales, así como la de sus empresas 
en su operación por fuera de sus fronteras o en 
lo que tiene que ver con las cadenas de aprovi-
sionamiento de las que se sirven para su activi-
dad. Adicionalmente, la guía se queda corta en 
la caracterización de los conflictos que rodean 

220 La OCDE define a las áreas de conflicto y de alto riesgo como “áreas con presencia de un conflicto armado, violencia generalizada, 
incluyendo la violencia generada por las redes criminales, u otros riesgos de daño grave y generalizado a la población. Las áreas de alto 
riesgo pueden incluir zonas de inestabilidad política o represión, debilidad institucional, inseguridad, colapso de la infraestructura 
civil y violencia generalizada violencia. Estas áreas a menudo se caracterizan por los abusos generalizados a los derechos humanos y 
violaciones al derecho nacional o internacional” (OCDE, 2013).
221 Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (2016), Op. Cit.
222 OECD, 2011
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la extracción de los minerales, pues se concen-
tra en recomendar la no participación de las 
empresas en una cadena de suministro que 
contribuya con sus flujos de capital a alimen-
tar guerras y conflictos armados. La guía deja 
por fuera los conflictos socio-ambientales y 
territoriales que se derivan de la misma opera-
ción minera (impactos ambientales, sociales, 
económicos, culturales, situaciones de despla-
zamiento forzado por el cambio en la vocación 
de los territorios, etc.) lo cual es fundamental 
para comprender la multidimensionalidad de 
derechos afectados por la extracción de oro, de 
cara a crear medidas y regulaciones que con-
duzcan a ofrecer garantías para la protección 
y respeto de los DDHH. Finalmente, se caracte-
rizan las actividades de la MAPE en la cadena 
de suministro como un elemento central a or-
denar e intervenir, por ser fuente principal del 
oro utilizado por las fuerzas armadas en cier-
tos países o por grupos para lavado de dinero 
o para financiamiento de actividades guerri-
lleras223, y si bien no se puede decir que esto 
no sea cierto, tampoco se puede obviar que la 
minería a mediana escala o que la gran mine-
ría por estar operando bajo título minero no 
participen de las dinámicas de conflicto. 

Como decíamos hace un momento, son apor-
tes interesantes y necesarios para la mejor 
caracterización del sector y la problemáti-
ca asociada a la minería de oro en Colombia. 
Sin embargo, deja por fuera elementos que, a 
nuestro modo de ver, son centrales y no pue-
den quedar por fuera del análisis.

Iniciativas de la industria del 
oro para el abastecimiento 
responsable de minerales

Diversas son las iniciativas en el sector del oro 
que se encuentran enfocadas en poner en prác-
tica la guía de Debida Diligencia que propone 
la OCDE, y que siguen la línea de lo que dis-
pusieron la US Dodd-Frank Act224 (2010) o el 
Reglamento de la Unión Europea sobre mine-
rales procedentes de zonas de conflicto o alto 
riesgo225 (2017). Con miras a contribuir a que 
las empresas incorporen dichos estándares 
en sus políticas internas, de forma a ahorrar 
esfuerzos en lo que tiene que ver con la reali-
zación de las auditorías independientes de su 
proceso de abastecimiento y para facilitar los 
procesos de certificación para estas empresas, 
podemos destacar algunas iniciativas desde el 
sector, de las cuales han participado las refine-
rías suizas referidas en este informe:

223 Hentschel, Hruschka et al., (2003)
224 La Ley Dodd-Frank (Ley de Reforma de Wall Street y Protección al Consumidor Dodd-Frank), fue una ley firmada por el Presidente 
Barack Obama en el año 2010, que buscaba promover medidas para regular el sistema bancario y proporcionar transparencia.
225 Reglamento (UE) 2017/821 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 17 de mayo de 2017, por el que se establecen obligaciones en 
materia de diligencia debida en la cadena de suministro por lo que respecta a los importadores de la Unión de estaño, tantalio y wol-
framio, sus minerales y oro originarios de zonas de conflicto o de alto riesgo.
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226 Anteriormente Conflict-Free Sourcing Initiative (CFSI).
227 Anteriormente Conflict-Free Smelter Program (CFSP).
228 http://www.fairmined.org/
229 SECO, 2018
230 SECO, 2017
231 SBGA, 2017

Fuente: elaboración propia con base en estándares.

Tabla 14. Iniciativas de la industria del oro para el abastecimiento responsable de minerales

Iniciativa Minerales Responsables (Responsible Minerals Initiative   ) con su programa Proce-
so Seguro Minerales Responsables (Responsible Minerals Assurance Process   ), que ofrecen 
auditorías independientes a las compañías fundidoras, para asegurar que sus sistemas de 
gestión y cadenas de abastecimiento están cumpliendo los protocolos y para que tomen 
decisiones informadas acerca de su cadena de aprovisionamiento.

226

227

Guía de Oro Responsable de la London Bullion Market Association combina el estándar de la 
OCDE y elementos especí�cos adicionales sobre lavado de dinero en sus auditorías. Emite 
certi�caciones a las empresas que completan los procesos de auditoría adecuadamente. 
Adicionalmente la LBMA publica una lista llamada “LBMA Good Delivery List”, la cual 
contiene el nombre de las re�nerías de oro y plata que cumplen con estándares de calidad 
de�nidos para el mercado de lingotes.

Consejo Joyería Responsable (Responsible Jewellery Council) es una iniciativa que surgió 
en 2005. Propone el cumplimiento de un código de buenas prácticas y que las compañías 
tengan una política y marcos de gestión de riesgos para prácticas de abastecimiento sensi-
bles al con�icto (en aplicación de la Guía de DD de la OCDE para Cadenas de Suministro 
Responsables de Minerales de Áreas Afectadas por Con�ictos y Áreas de Alto Riesgo) y que 
contemplen las normas apropiadas para los derechos humanos, las normas laborales, el 
impacto ambiental y la ética empresarial, aplicable a la cadena de suministro de joyería desde 
la mina hasta el comercio minorista. El RJC emite la Certi�cación de la Cadena de Custodia 
(Chain-of-Custody Certi�cation) que respalda el origen responsable de materiales de joyería 
producidos, procesados y comercializados a través de la cadena de suministro (incluyendo 
diamantes, oro y platino).

Alianza por la Minería Responsable (Alliance for Responsible Mining) es una iniciativa que 
nació en 2004 para trabajar especí�camente en la transformación de la minería artesanal y 
de pequeña escala (MAPE) para el cumplimiento de unos estándares de responsabilidad 
social y ambiental. Implementan sistemas de certi�cación (código CRAFT para quienes están 
en proceso de formalización y certi�cación FAIRMINED para organizaciones mineras más 
consolidadas) y ponen en contacto las organizaciones mineras con actores del mercado 
global. La producción anual de oro certi�cado Fairmined es de 500kg, provenientes de 6 
países. En Colombia hay 3 comunidades mineras certi�cadas bajo el sello FAIRMINED    .

Swiss Better Gold Initiative (Iniciativa Suiza Mejor Oro) fue lanzada en 2013, como una unión 
público-privada entre la Secretaría de Estado para Asuntos Económicos de Suiza (en desar-
rollo de un proyecto de la Agencia de Desarrollo Suiza) y la Swiss Better Gold Association 
(SBGA). Los miembros de esta asociación son actores de la cadena suiza de suministro de 
oro. El objetivo es la transparencia de la cadena de oro y el incremento de la demanda de oro 
comercializado de forma justa   , a través de la creación de una ruta comercial entre comuni-
dades que practican MAPE y los miembros de la SBGA, así como otras re�nerías y joyerías 
suizas, asegurando el cumplimiento de estándares de trazabilidad, rendición de cuentas, 
condiciones laborales y aspectos ambientales, sociales y gubernamentales.  El presupuesto 
total de la Agencia de Cooperación Suiza para el desarrollo de esta iniciativa en el periodo 
2017-2010 es de aproximadamente 8 millones de dólares    . 
La BGI se presentó en Colombia en 2017, donde las cantidades de oro en el programa son y 
probablemente siempre serán muy modestas    . 
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Sin duda, es valioso que la industria del oro se 
haya movilizado en torno a la problemática que 
desata la extracción del metal en los territorios 
donde se sitúan las minas, así como frente a 
los problemas de transparencia que existen en 
la cadena de suministro, que pueden contri-
buir a profundizar conflictos presentes en los 
países de origen del metal. El amplio abanico 
de estándares nos habla de la magnitud y gra-
vedad de la cuestión. Sin embargo, estos están-
dares son iniciativas que, como hemos podido 
comprobar a lo largo de esta investigación, 
son muy poco eficaces al no incidir realmente 
en transformar las realidades de la operación 
minera en los territorios, y al no hacer contri-
bución específica alguna en transformar las 
causas estructurales que promueven los con-
flictos. Tanto es así, que las iniciativas son aco-
gidas de forma voluntaria por las empresas; es 
decir, si no se acogen, posiblemente habrá una 
repercusión sobre su imagen corporativa o so-
bre su posición en el mercado, pero la empresa 
no será privada de seguir llevando a cabo sus 
actividades.

Adicionalmente, no podemos dejar de men-
cionar las inquietudes que nos asaltan cuando 
vemos que las empresas suizas que se abaste-
cen de oro proveniente de Colombia están ava-
ladas con varias de las certificaciones arriba 
mencionadas. Dichas certificaciones buscan 
promover una cadena de custodia o de abaste-
cimiento responsable, libre de conflictos y en 
muchos casos cumpliendo con estándares de 
DDHH. No obstante, en anteriores apartados 
de este informe hemos identificado los diver-
sos puntos críticos en la cadena de suministro 
que no permiten una trazabilidad completa 
del metal por las dinámicas propias de una 
zona de conflicto o de alto riesgo como Colom-
bia. ¿Cuáles son, entonces, los criterios que 
aplican estas certificaciones para determinar 
la transparencia de la cadena de suministro?

La mayoría de estos estándares hacen énfasis 
en una cadena de suministro libre conflictos, 
lo cual es meritorio, pero omite toda una serie 
de afectaciones que se desprenden de la propia 
operación minera, sin un interés real en abor-
dar la necesaria transformación del sector o 
las causas estructurales que son fuente de los 
conflictos que hemos podido detallar a lo lar-
go del presente informe. Por otro lado, existen 
diversas propuestas enfocadas en la MAPE que 
aseguran querer fortalecer a las comunidades 

para que puedan comerciar bajo estándares de 
responsabilidad y ofreciendo su producto di-
rectamente a refinerías y actores de la cadena 
del metal interesados en el «oro responsable». 
Sin embargo, las cantidades de oro que se co-
mercian bajo estos sellos siguen siendo muy 
pequeñas, probablemente debido a los costos 
adicionales que pueden tener este tipo de ini-
ciativas.

En definitiva, concordamos en que una cadena 
de suministro transparente desde la extrac-
ción del mineral hasta el producto final, ofre-
cería bastantes elementos para evitar posibles 
flujos financieros que contribuyeran a las di-
námicas de conflicto. Sin embargo, considera-
mos que para un cabal cumplimiento de están-
dares de DDHH en la minería de oro, la mirada 
debe ser mucho más amplia y comprensiva, 
de forma que cualquier iniciativa en este sen-
tido persiga ofrecer garantías reales para el 
respeto de los DDHH en la cadena de comer-
cialización del oro, sin temer llegar incluso a 
revisar las mismas prácticas de extracción o 
a aplicar principios como el de precaución en 
zonas especialmente biodiversas o donde las 
comunidades prefieran otro tipo de vocacio-
nes para sus territorios. En el caso de Suiza, 
que representa alrededor del 70% de la refi-
nación mundial de oro cada año, es necesario 
un debate amplio sobre la debida diligencia de 
sus empresas, más allá de las certificaciones, 
y sobre la corresponsabilidad de empresas y 
Estados de origen en lo que tiene que ver con 
las huellas (ambientales, sociales, culturales) 
generadas por la industria aurífera.
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5. 
Conclusiones 
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Como se pudo apreciar en el desarrollo de esta investigación, a pesar de las accio-
nes estatales implementadas con el fin de esclarecer el origen y la trazabilidad del 
oro que circula a través de la cadena de producción y suministro, las medidas son 
insuficientes. Tanto así que el mismo Gobierno colombiano, las instituciones con 
funciones de control y fiscalización, los gremios económicos del sector minero y las 
entidades multilaterales que financian al Estado colombiano, llegaron a reconocer 
que más del 80% del oro se estaba produciendo sin permisos de las autoridades 
mineras ni licencias ambientales, lo que hace extremadamente difícil establecer su 
origen, generalmente en escenarios donde predominan las «zonas grises» de inter-
sección entre la legalidad, la informalidad, la ilegalidad y la criminalidad.

Asimismo, los vacíos de trazabilidad identificados en el trabajo de campo demues-
tran que, a pesar de que el oro cuente con certificado de origen y que en teoría se 
produzca con permisos y licencias, esto tampoco garantiza que su extracción deje 
de estar asociada con situaciones sistemáticas de vulneraciones de DDHH, dinámi-
cas de conflictividad territorial y armada, intervención de redes criminales, serios 
daños socio-ambientales y eco-sistémicos como deforestación y alteración de las 
fuentes hídricas, sedimentación de los ríos, contaminación por el uso de mercurio 
o cianuro y pérdida de biodiversidad. 

Las responsabilidades, por acción u omisión, se extienden a lo largo de toda la cadena 
de producción y suministro: desde el Estado colombiano que ha enfocado sus inter-
venciones en medidas punitivas y de corto plazo orientadas principalmente a ejercer 
control de la extracción y de la comercialización ilegal sin observar las correlaciones 
de la minería con problemáticas estructurales de orden socio-económico y de DDHH 
que se experimentan en los territorios; pasando por aquellos mineros que ejercen la 
actividad sin ningún tipo de consideración medio-ambiental por el uso intensivo de 
químicos como el mercurio o el cianuro; hasta las empresas (y sus respectivos Estados 
de origen) que explotan o compran el oro del país sin asumir responsabilidad por las 
huellas socio-ambientales y económicas que deja su extracción.

El modelo de «minería responsable» y todos los estándares voluntarios que pro-
mueven la debida diligencia empresarial encuentran sus límites en un caso tan 
complejo como el colombiano. Si el Estado colombiano y sus instituciones no son 
consistentes en el cumplimiento del marco jurídico-político minero y ambiental, 
así como en su obligación de proteger y hacer respetar los DDHH en contextos de 
extracción aurífera, se presentan brechas o vacíos relacionados con la efectividad 
normativa para esclarecer, dar tratamiento y determinar las responsabilidades por 
riesgos, amenazas, huellas sociales, daños ambientales y violaciones de DDHH en 
toda la cadena de suministro de oro. 

El análisis de los mecanismos jurídico-políticos e institucionales diseñados para el 
control/fiscalización y el esclarecimiento de la trazabilidad de la cadena de produc-
ción y suministro del oro, arrojan los siguientes hallazgos:

- En las visitas que pudimos realizar a territorio en el marco de esta investigación, se 
hizo evidente que las instituciones encargadas (en los sectores minero y ambiental) 
no están presentes para la constatación y los controles de trazabilidad efectivos en 
terreno, ni a lo largo de la cadena comercial que sigue el oro a través de las com-
pra-ventas y CI. La institucionalidad minera no ha asumido ese desafío, lo cual es 
un factor clave para que la minería (y el comercio) ilegal sigan proliferando en el 
territorio y para que la trazabilidad del oro sea incompleta.

- El hecho de que la minería se esté practicando con permisos de las autoridades mi-
neras, licencias ambientales y que en teoría cuente con certificado de origen, no es 
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garantía de que su producción obedezca a los estándares ambientales y de respeto 
de DDHH. El status de legalidad que un título le otorga a una explotación minera 
no implica que esté exenta de conflictos entre las empresas que la practican y las 
comunidades que habitan en el territorio, así como daños eco-sistémicos y vulne-
raciones de DDHH.

- El discurso de «la minería responsable» se ha asimilado en las políticas públicas 
de formalización minera y puede desencadenar el auge de los esquemas asociati-
vos entre pequeñas organizaciones de mineros tradicionales y grandes empresas 
nacionales/transnacionales. Esas «alianzas» no están desprovistas de conflictivi-
dad y están estimulando procesos de empresarización de la actividad minera a 
pequeña escala. 

- La respuesta estatal al problema de la minería ilegal se ha encaminado a ejer-
cer mayores controles sobre la producción y comercialización de oro (como con-
dición para esclarecer su trazabilidad por la vía del RUCOM) y ejecutar medidas 
punitivas y militares que incluyen el uso sistemático de operativos de las Fuerza 
Pública y la destrucción de maquinaria con el fin de contrarrestar las actividades 
mineras ilegales. Sin embargo, este tipo de acciones en la práctica no son eficaces 
y generan afectaciones a la población aledaña a los yacimientos e implican, en la 
práctica, la persecución de mineros artesanales que llevan a cabo su actividad en 
la informalidad, pero sin tener ningún vínculo con grupos criminales. Lo anterior 
es un motivo para la configuración de conflictos en las regiones donde se efectúan 
las explotaciones. La gravedad de la situación demanda enfoques integrales que 
respondan a los problemas estructurales (socio-económicos y de DDHH) que se 
experimentan en los municipios más afectados por la minería (legal e ilegal), lo 
cual implica que se asuman compromisos y responsabilidades a lo largo de toda la 
cadena de producción y suministro.

- La minería ilegal, al tratarse de un problema global, demanda aproximaciones 
globales. Las situaciones locales que se experimentan en los territorios también 
involucran y responsabilizan a los distintos actores internacionales: los consu-
midores de oro y las empresas que lo explotan en el Colombia. Los instrumentos 
voluntarios de debida diligencia empresarial son una respuesta ineficaz y su uso 
exhibe una clara conveniencia política: la legitimación de las empresas que explo-
tan y consumen el oro. El afán del Gobierno por cumplir con los estándares para 
la formulación de políticas de control en la cadena de suministro que organismos 
internacionales como la OCDE recomiendan, lleva a respuestas estatales que no 
consideran rigurosamente las problemáticas que se experimentan en los territo-
rios y las necesidades de las comunidades. Es clara la ausencia de diagnósticos 
sobre las condiciones de precariedad socio-económica que enfrentan los mineros 
artesanales y las conexiones que dicha situación tiene con la minería como acti-
vidad económica.

- La falta de transparencia de la cadena del oro no es un problema que se limite 
al interior de las fronteras colombianas. Si bien hay exportaciones directas entre 
comercializadoras internacionales y refinerías, que en algunos casos permiten se-
guir el rastro del oro colombiano, el metal también viaja por múltiples destinos 
donde funde y refunde su origen, lo cual hace muy difícil establecer las rutas de 
comercialización e intercambio. 

- El 70% del oro mundial sigue llegando a Suiza y la mayor parte es avalado por las 
diferentes certificaciones y estándares internacionales de debida diligencia. En el 
caso del oro colombiano, es inquietante como las empresas que lo procesan en 
Suiza lo comercializan bajo un sello de «oro limpio» que pretende certificar una 
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cadena de suministro transparente, mientras que en el territorio se constata que 
la trazabilidad del metal es muy difícil de establecer y que las conflictividades que 
rodean la actividad son de extrema complejidad. Las agencias certificadoras desco-
nocen los vacíos de trazabilidad y las complejas situaciones locales donde se extrae 
el oro en Colombia. Aun así continúan refrendando a refinerías como Metalor232 y 
Argor-Heraeus233 por los estándares y protocolos que implementan en la supuesta 
verificación de su «cadenas de custodia». Dichas refinerías mantienen relaciones 
comerciales con empresas que están siendo investigadas judicialmente, que han 
generado daños y conflictos socio-ambientales y que proceden con estándares dis-
cutibles de transparencia. Lo anterior hace evidente que las agencias de certifica-
ción carecen de controles efectivos para esclarecer la cadena de trazabilidad del oro 
que validan, determinar el origen y las condiciones de extracción del mineral. Es 
entonces cuestionable su idoneidad. Las refinerías, por su parte, tampoco tienen 
mecanismos para dar cuenta de esos vacíos. Sus políticas de debida diligencia son 
poco rigurosas y las evaluaciones de sus proveedores no son públicas, situación que 
hace muy difícil establecer si sus operaciones afectan, directa o indirectamente, los 
DDHH de las comunidades locales y si provocan daños en los ecosistemas. Sin re-
solver los problemas mencionados, refinerías como Metalor y Argor-Heraeus no 
tienen cómo garantizar que la totalidad del oro importado desde Colombia no solo 
tenga una procedencia legal, sino que también obedezca a estándares medioam-
bientales y de DDHH. 

- Los instrumentos de debida diligencia empresarial que pretenden certificar la 
«minería responsable y libre de conflictos» se refieren a facetas muy acotadas del 
significado del conflicto (normalmente ligados a expresiones armadas). Sin embar-
go, parecen obviar la generación de otro tipo de conflictividades provocadas por 
agentes que, en teoría, llevan a cabo la minería bajo estándares socio-ambientales y 
de DDHH. Se destaca, en ese sentido, la generación de conflictos socio-ambientales 
y territoriales que tienen afectaciones para comunidades locales y están relaciona-
dos, además, con otro tipo de dinámicas como la persecución de población vulnera-
ble; la desacreditación, el señalamiento y la coerción contra el trabajo que llevan a 
cabo los defensores ambientales; la militarización de los territorios y la suscripción 
de convenios de seguridad entre empresas y Fuerzas Militares. 

- Dada la importante influencia que ejercen las refinerías sobre sus proveedores, 
también tienen el poder de definir qué tipo de oro ingresa en el mercado internacio-
nal. A pesar de que, en teoría, cuentan con políticas de derechos humanos, de debi-
da diligencia y adhieren instrumentos voluntarios de responsabilidad empresarial 
y certificaciones de minería libre de conflicto, es evidente el uso político de dichos 
instrumentos y el incumplimiento de estándares socio-ambientales, de DDHH y de 
transparencia a lo largo de la cadena de suministro. La voluntariedad encuentra 
entonces sus límites en la propia conducta de los actores que intervienen en el mer-
cado del oro. Y pareciera que los marcos regulatorios implementados en los esce-
narios nacionales, formulados a partir de visiones limitadas del problema, generan 
respuestas insuficientes teniendo en cuenta las fallas y los vacíos que pueden regis-
trarse mediante el trabajo de campo en los territorios donde se explota oro. 

- Existe un conjunto amplio de población que depende de la minería (especialmen-
te los mineros artesanales) no solamente porque la ejercen ancestralmente sino 
también porque se han visto obligados a llevar a cabo la actividad ante el abando-

232 Metalor (2019), ISO, RJC, LPPM and LBMA certifications. Disponible en: http://www.metalor.com/es/node_59/ISO-RJC-LP-
PM-and-LBMA-certifications
233 Argor-Heraeus (2019), Certifications. Disponible en: https://www.argor.com/en/responsibility/certifications 
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no estatal, la dificultad de explorar alternativas productivas y el constreñimien-
to de grupos armados ilegales y mafias criminales. La minería a pequeña escala 
también tiene correlaciones con problemáticas estructurales (déficits) de orden 
socio-económico y de DDHH que no son observadas por el Estado. 

- Uno de los argumentos del Gobierno colombiano para promover la minería au-
rífera es que la extracción de oro, además de ser una actividad estratégica para el 
país por la vía de las regalías y el crecimiento del PIB, genera beneficios para la 
población local. Sin embargo, se registran altos índices de pobreza extrema, mul-
timodal y necesidades básicas insatisfechas en algunos de los departamentos que 
lideran la explotación de yacimientos de oro, particularmente Chocó (segundo 
productor a nivel nacional).   

El problema asociado con la minería aurífera no podrá resolverse hasta tanto exista voluntad global 
para modificar el mercado, garantizar que las empresas asuman responsabilidades internacionales 
en materia de DDHH por los daños e impactos que causa su extracción y que el Estado colombiano 
reoriente su política minera, resuelva los problemas estructurales de orden socioeconómico y de 
DDHH asociados con la minería como actividad económica y asuma su función de proteger a las 
poblaciones afectadas. 

El modelo económico basado en la expoliación de la naturaleza, dados sus daños patrimoniales, 
productivos y territoriales, demanda una discusión amplia y detallada que involucre a las comuni-
dades afectadas y sectores académicos con experiencia en la investigación sobre las consecuencias 
del modelo. La apertura de escenarios de discusión puede ser una oportunidad de participación de-
mocrática e incidencia política. Asimismo, es crucial promover alternativas de transición con solu-
ciones productivas estructurales que respeten prácticas económicas comunitarias y formas popula-
res de ordenamiento del territorio como mecanismo para contrarrestar las consecuencias derivadas 
de la economía extractiva y, específicamente, de la minería del oro.

La elaboración de diagnósticos, líneas de base y estudios ambientales, sociales, territoriales, econó-
micos y productivos de todo el territorio nacional con anterioridad al otorgamiento de proyectos au-
ríferos, así como de cualquier otra medida extractiva que pueda alterar o afectar de manera irrever-
sible aspectos ambientales, sociales, culturales y económicos de los territorios, es fundamental para 
una toma de decisiones consciente y concertada con las comunidades que habitan los territorios. Lo 
anterior implica la estructuración de un adecuado proceso de planeación y ordenamiento territorial 
que tome en cuenta la vocación y destinación productiva de los territorios, las particularidades so-
cioculturales y espirituales de las poblaciones que los habitan, así como el avance en la protección 
ambiental del territorio y de la naturaleza. 

La sociedad civil colombiana tiene el desafío de estimular y participar activamente en los escena-
rios de discusión y decisión política con el fin de posicionar en la agenda pública reflexiones deta-
lladas sobre la minería con criterios de género, generación, etnia y territorio en aras de formular 
propuestas basadas en planes de vida de las comunidades y armonía ambiental/territorial. De igual 
forma, las comunidades deben consolidar su valiente trabajo de socializar propuestas/experiencias 
de producción alternativa y ordenamiento comunitario del territorio que sean la base de procesos 
pedagógicos y de acompañamiento político/jurídico y permitan la exigibilidad de los DDHH y el 
fortalecimiento de capacidades entre los sectores populares, académicos y no gubernamentales in-
teresados en el entendimiento de las alternativas a la matriz minera y las múltiples trayectorias de 
construcción social del territorio y la territorialidad. 
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6. 
ANEXOS
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234 Los cálculos toman como base información de los sistemas de explotación de oro en el municipio de Condoto en Chocó. Tienen un 
propósito ilustrativo. 
235 Normalmente es una actividad llevada a cabo por mujeres. 

Sistema/tecnología 
Recuperación 

estimada de oro 
(gr. x día)

Trabajo 
necesario 
(personal)

Descripción 

Mazamorreo

Zambuyidero

Hoyadero

Mina de agua 
corrida

Guaches 
y socavones 

0,1 – 0,4

0,1 – 0,4

0,2 - 0,5 

0,2 - 0,6

2,8 - 5,71  

1

1

3 - 6 

1 - 5

6 - 15  

Utilizando herramientas sencillas (Barra, Almocafre, Batea, Mate y Cachos), las 
mineras artesanales, en su mayoría, buscan oro en la gravilla de las terrazas 
ubicadas en los bancos de grava de los ríos durante la época de verano. También 
hacen la labor dentro de los frentes mineros semi-mecanizados abandonados.

Método en el que las mujeres mineras, en su mayoría, se sumergen hasta el 
fondo del río o quebrada, llevando sobre su espalda una piedra (lastre) que le 
ayuda con su peso a alcanzar en menor tiempo el lecho del fondo, y con herra-
mientas artesanales (Almocafre y Cachos) recogen la gravilla con contenido 
áurico en la batea. Reaparece luego en la super�cie y efectúa el lavado de las 
arenas para continuar en la búsqueda de metales en otra serie de inmersiones. 
La explotación de oro y platino se hace posible en las épocas de menos lluvias 
cuando el caudal de los ríos disminuye. 

Método en el que los mineros, en su mayoría hombres, excavan pozos rectangu-
lares de amplitud variable ya que el metal se encuentra en cintas metalíferas 
demasiado profundas. De los pozos se generan capas “estériles” o “semi-es-
tériles” que cubren un depósito aluvial en terraza. Se estima que el pozo 
promedio no supera los 15 metros y que cada hoyo tiene una vida productiva de 
máximos un mes. 

Antes de la introducción del sistema mecanizado por retroexcavadoras, este era 
el método más usual de los sistemas artesanales. Utilizando el agua de las 
quebradas, las y los mineros desprenden y lavan la grava y los materiales en las 
pendientes de las terrazas. Para separar el material que cae, se utiliza un 
canalón abierto a lo largo del área en explotación. Mediante la separación de los 
sólidos (piedras) más grandes y gruesos que van apareciendo, se continua en 
los de menor tamaño hasta dejar un concentrado de arenas ricas en oro y 
platino que después es bene�ciado mediante el proceso de lavado en batea. La 
labor continua con el secado del metal y la separación del oro.

Anexo 1. Producción estimada promedio de oro según sistema/tecnología de explotación: 
artesanal, semi-mecanizada y mecanizada

En esta técnica, que data de la colonia, los mineros realizan un hoyo que alcanza 
hasta 15 metros de profundidad y entiban las paredes (dependiendo la consis-
tencia del material aluvial). Luego, para explotar la cinta metalífera a la que 
llegaron, abren socavones horizontales para conformar un guache en el que 
aprovechan el material aluvial rico en oro. Las herramientas utilizadas en este 
sistema corresponden a: palas, barra, bateas (betadoras), almocafre, barretón, 
baldes, machetes, hacha, martillos, lámparas (de mechón), linternas (no se usan 
lámparas de seguridad), carretillas.

La motobomba se utiliza para transportar el agua de fuentes lejanas hasta la 
mina. Esta herramienta utiliza la presión. La baja presión se utiliza para abaste-
cer el área de explotación con agua. La alta presión para facilitar el arranque del 
material aluvial (mediante la disposición en el frente de mina de un chorro de 
agua a presión que lava la grava aurífera). Luego de esta aplicación, los mineros 
retiran manualmente las piedras más grandes hasta dejar en el canalón el 
concentrado más �no de arenas ricas en oro. 

Cuando el terreno no tiene la pendiente su�ciente para que los e¡uentes miner-
os se evacuen, los mineros utilizan elevadores de tierra para arrancar y trans-
portar el material aluvial a un nivel que permita su lavado y concentración. 

Una draga es una embarcación utilizada para excavar material debajo del nivel 
del agua, y elevar el material extraído hasta la super�cie. Una mini-draga cuenta 
con un motor con pequeña capacidad (30hp), mientras que un dragón cuenta 
con capacidad superior de succión. En un extremo de la draga, una manguera 
de succión barre el lecho del río y lleva el material aluvial hacia un canelón de 
metal enmallado. Allí, el mineral se procesa con mercurio a través de la amal-
gamación. El material sobrante se devuelve al río con residuos de mercurio. 

La retroexcavadora es una máquina que se utiliza para realizar excavaciones en 
terrenos. En minería se utiliza para realizar excavaciones a cielo abierto y 
exponer el material aluvial para el aprovechamiento de oro. Una vez realizada la 
excavación, los mineros utilizan motobombas para diluir el material y re�narlo 
utilizando la gravedad (usando canalones y enmalladas de acero y costales). 
Luego se utiliza mercurio para la amalgama y �nalmente se lava en vasijas. 

Fuente: elaboración con base en IIAP (2005); Tierra Digna – Melo, D. (2015) y trabajo de campo (2018)

234

Motobomba 0,5 – 2,0 5 - 12

Elevador hidráulico 
de Tierra  

5 - 12 3 - 6

Draga 6 - 25 4 - 8

Retro-excavadora 80 - 120 18 - 25
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